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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, del Trabajo y Previsión Social, y el señor Asesor Legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 13ª, especial, y 14ª, ordinaria, en 12 de julio; 15ª, especial, y 16ª, ordinaria, en 13 de julio, todas del año en curso, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas)
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual da inicio a un proyecto de ley que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal (boletín Nº 3.930-03) (Véase en los Anexos documento 1).


--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que otorgó su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley que establece mecanismos de protección y de evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (boletín Nº 2.725-12) (Véase en los Anexos documento 2).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Con el segundo informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales (boletín Nº 3.502-04).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el tercero comunica que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo General de Cooperación entre los Gobiernos de la República de Chile y del Reino de Marruecos”, suscrito en la ciudad de Rabat el 14 de mayo de 1999 (boletín Nº 3.807-10) (Véase en los Anexos documento 3).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Informes



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente, para hacer obligatoria la evaluación de impacto ambiental de actividades o proyectos en que se liberen organismos genéticamente modificados o transgénicos al medio ambiente, y proteger áreas con producción limpia, orgánica y natural (boletín Nº 2.703-12) (Véase en los Anexos documento 4).


Cinco de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaídos en las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía de las señoras Wanda Tona Josefina Clemente Gárate y Patricia Angélica Rojas Medina, y de los señores Heriberto Hernán Romero Silva, Jorge Patricio Rojas Campos y Luis Valeriano Bustos Valenzuela (boletines Nos S 799-04, S 800-04, S 795-04, S 797-04 y S 806-04, respectivamente).



--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Stange, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal en lo relativo al control de identidad (boletín Nº 3.932-07) (Véase en los Anexos documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley, García y Ominami, con la que inician un proyecto de ley sobre juegos de azar ilícitos (boletín Nº 3.935-07) (Véase en los Anexos documento 6).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Ruiz De Giorgio con la que presenta un proyecto de ley sobre asignaciones de especialidad y de título profesional para el personal de las plantas de la Dirección General de Aeronáutica Civil.



--Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 4.º del inciso cuarto del artículo 62 de la Carta Fundamental.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En estos momentos ha llegado a la Mesa un mensaje con el cual Su Excelencia el Presidente de la República retira la urgencia que hizo presente acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como obligatoria para las autoridades que ejercen una función pública la declaración jurada patrimonial de bienes.



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra sobre la Cuenta.

El señor ROMERO (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en cuanto a la urgencia que se acaba de retirar -yo mismo planteé el retiro-, debo recordar que la idea fue que la Sala acordara -no teníamos listo el informe- discutir y despachar esta iniciativa en la sesión del martes 2 de agosto, en el primer lugar de la tabla.

El señor ROMERO (Presidente).- La Mesa acoge el planteamiento de Su Señoría.



El informe, que ya fue despachado por la Comisión, debería quedar repartido hoy.



Entonces, si le parece a la Sala, el tratamiento de esa iniciativa quedará para la sesión ordinaria del martes 2 de agosto, en el primer lugar del Orden del Día.



--Así se acuerda. 

)----------(

El señor NARANJO.- Pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, la Cámara de Diputados aprobó la semana pasada un proyecto que amplía la cobertura del seguro escolar a los alumnos del nivel parvulario y a los estudiantes en práctica profesional. Me llama la atención que, transcurridos más de siete días, esa iniciativa todavía no llegue al Senado.

El señor ROMERO (Presidente).- Me informa Secretaría que se dio cuenta en la sesión del 13 de julio y que el proyecto fue enviado a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor NARANJO.- Gracias, señor Presidente.

)------------(

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde tratar, en la tabla de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo.

El señor BOMBAL.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor BOMBAL.- Quiero solicitar que, de ser posible, esta iniciativa sea retirada de la tabla de Fácil Despacho de hoy. Algunos miembros de la Comisión tienen dificultades en este momento para concurrir a la Sala. Y, dada la naturaleza de la materia, vinculada con una reforma al sistema procesal laboral, nos parece necesaria su presencia.



En tal virtud, pido colocar la iniciativa en el segundo lugar de la tabla de la sesión del martes 2 de agosto.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se colocará en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del 2 de agosto.



--Así se acuerda.

V. FÁCIL DESPACHO

PERMISO POR PATERNIDAD

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un permiso paternal en el Código Laboral, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.














3303-13

Permiso por paternidad

--Los antecedentes sobre el proyecto (3303-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 1ª, en 5 de octubre de 2004.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 44ª, en 13 de abril de 2005.


Trabajo (segundo), sesión 18ª, en 19 de julio de 2005.


Discusión:



Sesión 1ª, en 7 de junio de 2005 (se aprueba en general).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El proyecto fue aprobado en general por la Sala en sesión de 7 de junio y cuenta con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, la que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de la indicación que fue aprobada, de las indicaciones rechazadas y de las indicaciones que se retiraron.



Las modificaciones efectuadas por la Comisión al proyecto aprobado en general se consignan en su informe y fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bombal, Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio.



Ellas consisten en una enmienda formal que sustituye el encabezamiento del artículo único y otra que establece que el permiso de cuatro días a que tendrá derecho el padre será pagado y lo podrá utilizar, a su elección, desde el momento del parto o distribuirlo dentro del primer mes desde la fecha del nacimiento.



Cabe recordar que las modificaciones acordadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, salvo que algún señor Senador quisiera impugnar la proposición de la Comisión o que existieran indicaciones renovadas, que no es el caso.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas. La primera transcribe el texto del artículo 195 del Código del Trabajo; la segunda, el proyecto aprobado en general por esta Sala; la tercera, las modificaciones que propone la Comisión informante, y la última, el texto del proyecto que resultaría si se aprobaran dichas enmiendas.

El señor ROMERO (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Jefe Legislativo del Ministerio del Trabajo, don Francisco Del Río.



El señor Ministro del Trabajo se encuentra retrasado a raíz de un accidente del tránsito -no de él- registrado a la entrada de Valparaíso.



--Se accede.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Senador señor Ríos.

El señor RÍOS.- ¿Sería posible que interviniera primero el Senador señor Bombal, Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social?



Yo voy a impugnar algunas partes de la iniciativa y solicitaré a la Mesa una resolución sobre la materia.

El señor ROMERO (Presidente).- Como se trata de un proyecto de Fácil Despacho, intervendrá primero el señor Presidente de la Comisión de Trabajo, para defender el informe, y luego, el Senador señor Ríos, para impugnarlo.



Tiene la palabra el Honorable señor Bombal.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, el Senado aprobó en general por unanimidad esta iniciativa -ella se inició en moción de un grupo de Diputados que encabezó don Felipe Salaberry y estuvo conformado por Parlamentarios de todos los sectores políticos-, que incorpora un beneficio para los padres a fin de que se hagan presentes y compartan un momento tan crucial como es el nacimiento de un hijo.



Toda nuestra legislación apunta a que la madre goce de un fuero antes y después del parto. Y, justamente para fortalecer los vínculos de la familia, surge este proyecto, que hace partícipe al padre de aquel instante de la vida tan solemne, importante y trascendente. Porque muchas veces se detecta su ausencia, en circunstancias de que la tendencia contemporánea indica que, para el pleno desarrollo humano y social, es vital que toda la familia participe cuando un hijo llega al mundo.



En tal virtud, y como una manera de innovar en nuestra legislación laboral a los efectos de favorecer ese ambiente y espíritu familiar, se ha acogido la idea de un permiso paternal de cuatro días en caso de nacimiento de un hijo, que el trabajador podrá utilizar a su elección, conforme a la planificación que haga tanto en su actividad laboral como en su hogar, toda vez que es factible prever con bastante antelación el instante del parto.



Entonces, se trata de una legislación encaminada a humanizar mucho más el trabajo y a favorecer la institución de la familia sobre la base de crear un clima cada vez más armónico entre el lugar donde el padre desarrolla su actividad laboral y el entorno hogareño.



Ése es el sentido del proyecto, que en la Comisión de Trabajo, como señalé, fue aprobado en general por unanimidad.



Ahora bien, durante el debate habido en dicho órgano, el Senador señor Ríos planteó algunas observaciones. Pero, en todo caso, Su Señoría se allanó a la idea de aprobar la iniciativa, con las salvedades que hará presentes en seguida.



Por mi parte, en nombre de la Comisión de Trabajo, pido a la Sala que apruebe en particular el proyecto por consenso.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, quiero que la Mesa y los señores Senadores consideren un par de aspectos que, desde mi punto de vista, son trascendentes para resolver el destino de este proyecto, donde se recoge un aspecto muy especial vinculado con determinado derecho del padre frente al nacimiento de un hijo, pero que margina situaciones inmensamente delicadas en la familia y que deben resolverse ahora, aprovechando que estamos legislando sobre esta materia.



Cabe recordar, como señala la iniciativa, que todo nace del artículo 66 del Código del Trabajo, donde se expresa: "En los casos de nacimiento y muerte de un hijo así como en el de muerte del cónyuge, todo trabajador tendrá derecho a un día de permiso pagado, adicional al feriado anual,", etcétera.



El proyecto en discusión intercala, después del inciso primero del artículo 195 del referido cuerpo legal -dice: "Las trabajadoras tendrán derecho a un descanso de maternidad de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él."-, un nuevo inciso segundo, en virtud del cual se otorga al padre un permiso de cuatro días en caso de nacimiento de un hijo.



Al final del nuevo inciso se señala que tal derecho es irrenunciable. Y eso genera mi primera duda.



A la vez, el beneficio es para todos los padres, independiente de que vivan o no en el hogar, situación que, en mi concepto, debe ser analizada.



El último censo -el de 2002- indica que 22 por ciento de las mujeres que han tenido hijos no viven con sus parejas o sus maridos. Eso significa que, desde la perspectiva del proyecto en debate, terminaremos favoreciendo con los mencionados cuatro días de permiso a padres que no viven en el hogar con sus mujeres, que no tienen responsabilidad familiar alguna. Y ello, porque se trata de un derecho irrenunciable.



Sin embargo, lo que considero más delicado es que se conceda al padre un permiso de cuatro días por el nacimiento de un hijo y no se haga extensivo el beneficio para el caso de fallecimiento de la cónyuge.



Parece lógico que, si fallece su mujer, su cónyuge, el trabajador disponga de cuatro días para atender los requerimientos propios de su familia. Pero la ley en proyecto no prevé tal beneficio. Sólo concede al padre un permiso por ese número de días tratándose del nacimiento de un hijo.



Sin duda, la venida de un niño al mundo es un hecho hermoso; resulta grato compartir con él durante las tardes, al término de la jornada laboral, en fin. Pero si muere su cónyuge y los hijos quedan solos, el trabajador debe contar a lo menos con cuatro días para resolver los problemas familiares consiguientes.



En consecuencia, señor Presidente, pido a la Sala que envíe de nuevo la iniciativa a la Comisión para que se analice este asunto, que no revisamos con la detención requerida, desde mi punto de vista, y se considere la extensión del artículo 66 en sus verdaderas dimensiones.



Primer punto.



En segundo término, solicito revisar lo concerniente a la irrenunciabilidad del derecho que se confiere. En nuestro país existen muchísimas personas que trabajan por un sueldo base más ingresos por concepto de volumen de venta y una serie de factores. El permiso en comento terminará complicándole la vida a esa gente desde la perspectiva de su necesidad de generar mayores ingresos precisamente para atender el nacimiento de un hijo.



Ésas son las dos materias que deseaba plantear. En la Comisión de Trabajo podremos discutir las enmiendas del caso con rapidez y elaborar un texto -llegaría a conocimiento de la Sala en los próximos quince días- que recoja los dos aspectos mencionados, que me parecen de gran relevancia.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Bombal. 

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, discrepo de lo expuesto por el Honorable señor Ríos.



En primer lugar, porque Su Señoría nunca planteó, en el extenso debate habido en la Comisión de Trabajo, lo relativo al permiso por fallecimiento de la cónyuge.



El proyecto, Honorables colegas, apunta precisamente a acompañar la maternidad.



Por cierto, podríamos ponernos en ene situaciones.



Aún más: el Senador señor Ríos se declaró contrario a otorgar al padre el permiso de cuatro días, por estimar que significaba una carga gravosa para el empleador. Lo alegó en toda su extensión y con muy buenos argumentos.



Entonces, me parece muy extraño que Su Señoría diga ahora que para el caso de fallecimiento de la cónyuge también debe darse un beneficio de aquella índole al trabajador, pues en los informes reflejó una línea de pensamiento opuesta, en el sentido de que los permisos tienen un costo para el empleador.



Por otra parte, rechazo la afirmación de que la Comisión de Trabajo analizó la materia ligeramente. Porque, incluso respecto de la irrenunciabilidad, dicho órgano se pronunció en forma clara de acuerdo a todo lo que es el elemento sustantivo en materia laboral, en cuanto a que los derechos involucrados son irrenunciables. Y hubo allí un largo debate al respecto, considerándose lo que estatuye de manera expresa nuestra legislación laboral.



En consecuencia, señor Presidente, con todo respeto al planteamiento que formuló el Senador señor Ríos, debo, primero, rechazar categóricamente la afirmación de que la Comisión estudió en forma ligera el proyecto -por el contrario, se abocó a su análisis en profundidad, durante largos debates-; y segundo, puntualizar que lo relativo al permiso por fallecimiento de la cónyuge jamás fue planteado (y no tenía sentido hacerlo, pues la iniciativa apuntaba en otra dirección).



Si hubiésemos tenido la obligación de referirnos a cada una de las situaciones en que podría otorgarse permiso paternal, habríamos necesitado muchísimas sesiones de trabajo. Pero el sentido de la iniciativa era claro.



En la Comisión de Trabajo, el debate fue lato y profundo. Y se realizaron todas las audiencias necesarias. Asistió y participó, entre otros personeros, una representante del SERNAM. Y la presencia de la señora Ministra Directora de ese Servicio en este momento se debe al proyecto que nos ocupa y al que discutiremos a continuación, ambos vinculados con el Código Laboral.



Por consiguiente, sobre la base de que la iniciativa fue analizada de manera exhaustiva en la Comisión, no me parece procedente que vuelva a ella, porque eso significará abrir debate sobre un tema totalmente distinto.



Disiento, pues, del planteamiento formulado por el Senador señor Ríos y, en mi condición de Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, doy fe una vez más de que allí la iniciativa no fue estudiada a la ligera, sino con mucho detenimiento y profundidad.



Nada más, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- La Mesa considera que en este caso corresponde aplicar la norma del artículo 131 del Reglamento, que señala que cualquier Senador puede formular indicación “Para enviar o volver el asunto a Comisión, debiendo indicarse, en el mismo acto,” -como lo ha hecho el Honorable señor Ríos- “el objeto preciso del trámite requerido,”. Este procedimiento se halla reglamentado: las indicaciones deben ser votadas en el acto si el autor así lo solicita; y entiendo que el señor Senador hizo la petición. Entonces, a la Sala le corresponde pronunciarse a favor o en contra.

El señor BOMBAL.- Perdón, señor Presidente.



¿Hay indicación renovada?

El señor ROMERO (Presidente).- No. 



El Honorable señor Ríos formuló una indicación por vía oral -se puede hacer- a fin de que el proyecto vuelva a Comisión. No es para modificar el texto.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, ¿me permite reafirmar bien mi planteamiento?

El señor ROMERO (Presidente).- Por supuesto.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, en primer lugar, es cierto lo expresado por el Honorable señor Bombal: el tema no lo planteé en la Comisión, sino que, al efectuar una revisión más a fondo del texto que se nos propone, me di cuenta de que extendimos la autorización para que el trabajador permanezca más días en su casa con motivo del nacimiento de un hijo, pero cometimos el error de no considerar el caso del fallecimiento de la cónyuge, que, desde mi punto de vista, es inmensamente más trascendente para los efectos de readecuar la situación familiar.



En segundo término, respecto a la irrenunciabilidad, tras volver a analizar la materia, entiendo que el trabajador podrá renunciar a los cuatro días, porque tiene horarios. Cuando su jornada sea básicamente nocturna, estará todo el día en su casa y pedir renunciar a ese derecho, considerando que no desea perder ciertos elementos que son propios de su trabajo diario.



Tercero. También he analizado un poco más a fondo el hecho de conceder el beneficio a padres que no viven con sus hijos. Y eso tampoco me gusta. Creo que debemos revisarlo más en detalle. Según el INE, el 22 por ciento de las guaguas que nacen en Chile no conviven con su progenitor. Sin embargo, a éste le autorizamos una enorme cantidad de días de permiso, pero sin que haya convivencia.



Son tres aspectos que podemos resolver en pocos días, con lo cual tendremos un proyecto más adecuado a la situación laboral de un padre.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LJUBETIC (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, seré muy breve.



Primero, sólo quiero hacerme parte de las argumentaciones del Presidente de la Comisión de Trabajo, Senador señor Bombal, que dan cuenta en forma clara del rigor con que se trabajó.



Segundo, sin lugar a dudas, en el terreno de las posibilidades cabe un montón de otros beneficios susceptibles de ser incorporados a una discusión como ésta, pero, naturalmente, no forman parte de la idea matriz de esta iniciativa.



En tercer término, deseo comentar que el Ejecutivo ha elaborado un anteproyecto -se halla en análisis financiero- orientado precisamente hacia la situación del cónyuge sobreviviente y a los respectivos efectos laborales. Estamos estudiando el tema por su alto impacto, conforme a lo expresado por el Senador señor Ríos. En todo caso, se trata de una iniciativa distinta de la que ahora se discute. 



Respecto a esta última, como Ejecutivo, nos gustaría que se despachara en la presente sesión.



Gracias, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Retira o mantiene la indicación, Su Señoría?

El señor RÍOS.- No la voy a retirar, señor Presidente.



Además, discrepo de lo manifestado por el señor Ministro en el sentido de que mi planteamiento se hallaría fuera de la idea fundamental del proyecto. No me he referido a otro artículo que no sea el 66 del Código del Trabajo, que es aquel a que alude el proyecto. 



Así que -lo digo con todo respeto y afecto, señor Ministro- no estoy al margen de la disposición básica propuesta. Y solicito formalmente que el Senado se pronuncie, a fin de ver la posibilidad de resolver mi solicitud en el marco del referido artículo 66.

El señor ROMERO (Presidente).- Se procederá a votar la indicación del Honorable señor Ríos.



Quienes desean que el proyecto vuelva a Comisión votan “sí”, y los partidarios de que siga tramitándose en la Sala, “no”.



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación del Senador señor Ríos (21 votos contra 11).



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Chadwick, Coloma, Fernández, Foxley, Frei (doña Carmen), Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Orpis, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Silva y Zurita.



Votaron por la afirmativa los señores Cariola, Cordero, Flores, García, Horvath, Martínez, Moreno, Prokurica, Ríos, Vega y Zaldívar (don Andrés).



No votó el señor Sabag.

El señor ROMERO (Presidente).- A continuación, corresponde votar el proyecto.



Pero, antes de eso, si me permite la Sala,…

El señor COLOMA.- ¡Votemos altiro, señor Presidente!

El señor ROMERO (Presidente).- …quiero simplemente hacer una observación.



 El carácter de irrenunciable a que aludió el Senador señor Ríos es inherente a las normas de derecho público del Código del Trabajo. En consecuencia, sería una redundancia consignar que la disposición que ahora se propone es de orden público, pues todas las del Código del Trabajo lo son y por eso... 

El señor FERNÁNDEZ.- ¡Así es, señor Presidente!

El señor ROMERO (Presidente).- …son irrenunciables.



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (29 votos contra uno) y queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ríos, Romero, Ruiz-Esquide, Silva, Vega y Zurita.



Votó por la negativa el señor Martínez.



No votó el señor Sabag.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PÉREZ (Ministra Directora del SERNAM).- Señor Presidente, seré muy breve.



La verdad es que deseaba intervenir en este momento, en que el Senado ha despachado la iniciativa, para valorarla desde el Gobierno y, particularmente, desde el Servicio Nacional de la Mujer.



Con mucho entusiasmo, hemos seguido su tramitación a partir de la moción que los Diputados señores Salaberry, Escalona y otros presentaron, porque creemos que va en la dirección correcta, cual es que el Estado chileno dé en este ámbito señales potentes respecto de su voluntad irrenunciable de construir una sociedad donde la responsabilidad compartida sobre la crianza, la formación de los hijos y de las hijas sea un valor y un bien social.



También va en dirección correcta en el sentido de construir una sociedad con mayor igualdad de oportunidades y de derechos en el mundo del trabajo para hombres y mujeres. Y creemos que este proyecto, como otros aprobados en el Congreso últimamente, dan esa nítida señal.



Sin duda, dimos un paso importante a mediados de la década de los 90 al incorporar el derecho de los padres a usar permisos y fueros en momentos de enfermedad de niños graves menores de un año o de fallecimiento de la madre. 



Asimismo, esta normativa hace converger nuestra legislación a los tratados internacionales suscritos por Chile y -quizás es lo más importante- hace converger la voluntad política del Estado a las aspiraciones de los trabajadores y trabajadoras. Porque -es necesario decirlo- el posnatal masculino constituye hoy un anhelo de los padres, que el mercado laboral ya estaba recogiendo en empresas importantes, grandes, medianas y pequeñas.



Por lo tanto, creo que, dada la voluntad mostrada por el Senado en esta jornada, podemos decir que el Estado chileno da una señal potente en la dirección correcta hacia mayor igualdad y hacia responsabilidades familiares compartidas. 



Por último, junto con destacar y agradecer el trabajo del Senado, quisiera abundar sobre la irrenunciabilidad del derecho que se confiere, no solamente por su carácter de norma pública, sino porque toda la preceptiva del Código Laboral vinculada a la protección de la maternidad tiene esa naturaleza, y nosotros no podemos retroceder; al contrario, debemos avanzar en esa dirección.



Gracias, señor Presidente.

VI. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DEL CÓDIGO LABORAL EN MATERIA DE TÉRMINO DE CONTRATO Y DE FERIADO ANUAL EN LA DUODÉCIMA REGIÓN

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica diversas normas del Código Laboral, contenido en el DFL Nº 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.













1394-13

Modificación de Código Laboral en materia de término del contrato y de feriado anual en Duodécima Región

--Los antecedentes sobre el proyecto (1394-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del señor Ruiz De Giorgio).


En primer trámite, sesión 3ª, en 6 de octubre de 1994.


En tercer trámite, sesión 18ª, en 19 de julio de 2005.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 39ª, en 23 de marzo de 2005.


Discusión:



Sesión 42ª, en 6 de abril de 2005 (se aprueba en general y particular).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Cabe recordar que la iniciativa tuvo su origen en una moción del Honorable señor Ruiz De Giorgio.



La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, efectuó una sola modificación al proyecto despachado por el Senado, la que consiste en agregar a los trabajadores que presten servicios en la provincia de Palena (Décima Región) como beneficiarios de un feriado anual de 20 días hábiles.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en tres columnas, que consignan el texto actual del artículo 67 del Código del Trabajo, el proyecto de ley despachado por el Senado y la enmienda aprobada por la Cámara de Baja.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión las modificaciones de la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, según entiendo, estamos en el tercer trámite constitucional. La iniciativa se originó en una moción del Senador señor Ruiz De Giorgio; fue a la Cámara de Diputados, y ésta la aprobó con una enmienda. Nosotros tenemos dos alternativas: despacharla en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados o rechazar la modificación, para ir a una Comisión Mixta. El problema estriba en que, si acogemos el texto que se nos propone, van a tener el derecho de que se trata los trabajadores de Magallanes y de la provincia de Palena, quedando en medio y sin beneficio la Región de Aisén completa, lo cual no me parece conveniente.



Por esa razón -y sólo por ella-, creo adecuado rechazar la enmienda de la Cámara de Diputados, a fin de que una Comisión Mixta resuelva el punto de raíz.



También quisiera plantear lo siguiente: el aumentar el número de derechos a los trabajadores no siempre los beneficia; también puede redundar en que las empresas opten por contratar menos personas. O sea, el asunto no es tan fácil como parece.



En consecuencia, señor Presidente, propongo rechazar el proyecto, en la línea de ampliar el beneficio y acotar sus efectos. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, es razonable lo que sostiene el Senador señor Horvath. En verdad, incluir este beneficio a una segunda Región -por ley, no por contrato- complica las cosas. Van estableciéndose fórmulas que terminan en acciones que disminuyen la mano de obra, afectando la vida laboral de Regiones completas.



El hecho de que la Cámara de Diputados, en una decisión tan propia de ella -se le ocurren cosas curiosas-, agregue la provincia de una Región -tendrá su aislamiento y todo lo que se quiera-, saltándose como mil kilómetros de territorio chileno, no corresponde. Es algo muy complicado.



En lo personal, obviamente, voy a votar en contra. Si el Senado actúa de igual manera, se formará una Comisión Mixta, donde -así lo esperamos- no se extiendan los días previstos por el actual Código del Trabajo. 



Al respecto, es bueno saber que los trabajadores públicos tienen este beneficio. Ahora se incorporan los privados. Se trata de 20 días. El promedio de los no trabajados por razones de salud es, también, de 20. Eso da un total de 40 días. Los permisos autorizados por nacimiento de hijos suman otros 5. Y van 45 días. Luego, los funcionarios públicos pueden solicitar 6 días más correspondientes a permiso administrativo. Eso completa 51 días laborales. Si a ello se añaden sábados y domingos, estamos estructurando unas normas que van a permitir, por distintas fórmulas, no trabajar a lo menos dos meses y medio. 



Entonces, los beneficios se están ampliando. Y lo que dice el Senador señor Horvath es muy razonable. La mano de obra empieza a encarecerse indebidamente, ya que se contrata a una persona; se le pagan 12 meses; pero, por las distintas circunstancias a que me he referido, sólo trabaja 9 meses y medio.



Señor Presidente, votaré en contra, y espero que la Comisión Mixta mantenga el parecer del Senado.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, sé que la materia es bastante discutible. En otras oportunidades hemos debatido este tipo de beneficios para las zonas extremas. Y tengo la impresión de que resulta conveniente -por eso apoyo la propuesta del Senador señor Horvath- que el proyecto vaya a Comisión Mixta para analizarlo con mayor precisión. 



Sin perjuicio de ello, quiero hacer presente lo siguiente. 



Es efectivo que en Chile existe todo este tipo de beneficios señalados por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra; pero no debemos olvidar que en muchos sectores -en particular el de servicios- no sólo se trabajan 48 horas, sino más de 52 horas a la semana, en circunstancias de que la tendencia internacional, prácticamente universal, es reducir las jornadas diarias y semanales. En nuestro país las hemos rebajado con bastantes dificultades. En general, se están observando muy pocos efectos de lo que en esta materia hicimos hace algún tiempo, particularmente en empresas o establecimientos del sector privado que tienden, a través de contratos que muchas veces son impuestos, a no considerar la posibilidad cierta de disminuir el número de horas semanales de trabajo. De modo que un beneficio de esta naturaleza, particularmente en zonas extremas, no nos parece un exceso.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos, por segunda vez.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, quiero llamar la atención sobre un hecho que hemos estado analizando en la Comisión de Trabajo y que tiene mucho que ver con esta materia y con lo planteado por el Senador señor Núñez.



En vista del debate sobre la nueva justicia laboral -vamos a verlo el próximo martes-, han surgido muchísimas informaciones trascendentes, importantes, y es bueno que el Senado las conozca. Las entrego sólo en un minuto.



Los pequeños empresarios, o las pymes, representados por sus dirigentes -comerciantes detallistas, dueños de taxis colectivos, en fin; suman 600 mil-, reconocieron que el 45 por ciento de sus trabajadores no tenía contrato, debido a la cantidad de responsabilidades y obligaciones con que los estamos recargando, al punto que, muchas veces, el propio trabajador dice: “Yo deseo laborar con usted a través de otro mecanismo”. Hemos creado fórmulas que, en definitiva, están alejando del contrato a los trabajadores y a los pequeños empleadores. Es el caso de las empleadas domésticas, de los choferes de taxis colectivos, de miles de personas.



Entonces, claro, al aumentar los días no laborados por distintas circunstancias, también estamos afectando la suscripción de contratos, lo que ya no es problema para los grandes empleadores, pero sí para los 600 mil empresarios pequeños, de las pymes, que dan trabajo a una, dos o tres personas, y para una altísima cantidad de las 220 mil nanas que se desempeñan en servicios domésticos y que tampoco tienen contrato.



Considerando que el número final de trabajadores sin contrato asciende, más o menos, a un millón 800 mil, cabe concluir que a lo mejor el 8,8 por ciento de cesantía -esto es, 560 mil personas- podría ser bastante menor. Si se revisa la información que entrega la Cámara de Comercio relativa al volumen y cuantía de las ventas, se verá que corresponde a un país con 5,5 por ciento de cesantía. Ellos mismos lo señalan. 



¿Y dónde se halla, entonces, el 3 coma y tantos por ciento más que aparece en las cifras oficiales? Corresponde a gente que se encuentra trabajando, pero sin contrato. Y esas personas carecen de previsión -ello significa que en pocos años más representarán una responsabilidad extra para el Estado-, de asignación familiar, de vacaciones, de protección de la salud y de un montón de beneficios a los cuales el contrato les permite acceder. 



Por lo tanto, se debe tener mucho cuidado de seguir incrementando los días no trabajados por efecto de normas legales que complican en forma progresiva las cosas.



Segundo aspecto: la jornada laboral es de 45 horas semanales, no de 48. Y si existen empresas cuyo personal completa 52 horas a la semana es, sencillamente, porque no cumplen las normas legales vigentes. Así de simple. Y ese hecho, como es obvio, no es de nuestra responsabilidad, sino de la que recae en los servicios de fiscalización.



En consecuencia, señor Presidente, creo que la disposición puede transformarse en objeto de un análisis más a fondo, para evitar que siga presentándose el caso de los trabajadores sin contrato, que ya alcanzan a un millón 800 mil.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cordero.

El señor CORDERO.- Señor Presidente, la verdad es que se presenta una situación que no se ha mencionado en el debate: el beneficio que se quiere otorgar se refiere al tiempo que cuesta salir de la zona. Me desempeñé durante un año y medio en Alto Palena y tres años en Futaleufú, provincia de Palena, y la dificultad radica en salir –repito-, no en las vacaciones.



Lo que pasa es que allá el sector laboral normalmente aprovecha ese período de descanso para someterse a tratamientos dentales, matricular a los hijos y efectuar trámites que en otra época el clima impediría.



Y cubrir la distancia hasta Santiago o hasta Puerto Montt desde Coihaique o desde Punta Arenas es diferente –porque lo es- que hacerlo desde Alto Palena. A pesar de que físicamente esta última zona no se halla más lejos, es mucho más difícil salir de ella.



Pienso que ése es el espíritu del proyecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, sólo para seguir la línea argumental del Senador señor Cordero: tanto cuesta salir como llegar. El objetivo de los cinco días adicionales correspondientes a los funcionarios públicos para salir de Palena, Aisén y Magallanes justamente apunta en ese sentido. No se dispone de centros hospitalarios convenientes, los jóvenes deben estudiar fuera de la Región, etcétera. Por consiguiente, las personas se ven obligadas a ese movimiento extra.



La situación se agrava por el hecho de que por lo general no existe conexión física, ya que en nuestro país ni siquiera se encuentra garantizada la continuidad territorial. Respecto de esta última –y además de que en algunas partes no se cuenta con caminos-, no media una acción de Estado para asegurarla. En la provincia de Palena, por ejemplo, ya no tienen claro ni qué bandera izar. Y ello no es una caricatura, sino una realidad que dista 240 kilómetros de Puerto Montt.



Una barcaza se halla sujeta a condiciones climáticas, a cupos, a frecuencias, en fin. Y el avión, aparte depender también del estado del clima, implica un alto costo, de modo que el común de los trabajadores no accede a la posibilidad de un vuelo. 



Por lo tanto, el beneficio tiene su razón de ser.



Pero me parece importante que el Ministerio del Trabajo o algún instituto también ayude en lo relativo al efecto que se generaría en las contrataciones por parte de las empresas. Porque al final alguien tiene que pagar. No existe “el plato de sopa gratis” -como se dice- en la economía.



Por ello, conviene analizar el asunto con relación a las tres Regiones que registran el beneficio en el área fiscal y sobre la base de un prisma más integral, lo que puede llevarse a cabo en la instancia de la Comisión Mixta, que es la única que nos queda ahora.

El señor ROMERO (Presidente).- El Honorable señor Horvath ha planteado que el proyecto se someta a una Comisión Mixta, para lo cual se tendría que rechazar la modificación despachada por la Cámara de Diputados. 



Entonces, se debe votar “sí” para aprobar tal enmienda y “no” para descartarla.

El señor BOMBAL.- ¿Pueden ser objeto de un pronunciamiento separado el número 1 y el número 2 del artículo único, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Como el Senador señor Horvath propuso que la cuestión se resolviera en Comisión Mixta, en definitiva preferí abreviar el debate.

El señor LARRAÍN.- Existe un solo cambio.

El señor ROMERO (Presidente).- Efectivamente.



La iniciativa se encuentra en tercer trámite. Si se acoge la enmienda introducida por la Cámara Baja, aquélla pasará a convertirse en ley porque habrá tenido lugar un acuerdo entre ambas ramas del Congreso. Si se rechaza, se someterá a Comisión Mixta.



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 19 votos contra 8, se rechaza la modificación de la Cámara de Diputados al número 2 del artículo único, designándose a los señores Senadores integrantes de la Comisión de Trabajo y Previsión Social para representar a esta Corporación en la Comisión Mixta que debe formarse.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Ávila, Canessa, Cariola, Frei (doña Carmen), Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Naranjo, Núñez, Orpis, Prokurica, Ríos, Romero, Sabag, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Boeninger, Bombal, Cordero, Fernández, Flores, Muñoz, Silva y Zurita.



No votó el señor Coloma.

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a constituir la Sala en sesión secreta.

SESIÓN SECRETA



--Se constituyó la Sala en sesión secreta a las 17:7 y adoptó resolución acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Horacio de la Peña.



--Se reanudó la sesión pública a las 17:25.

)----------------------(
El señor ROMERO (Presidente).- Continúa la sesión pública.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ROMERO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------------(





--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro del Interior y al señor Intendente de la Novena Región, haciéndoles presente la NECESIDAD DE FORRAJE EN LOCALIDADES DE COMUNA DE LONQUIMAY; al señor Ministro de Educación, solicitándole ADQUISICIÓN DE EQUIPO DATA SHOW PARA LICEO LUCILA GODOY ALCAYAGA, DE TRAIGUÉN, y DONACIÓN DE LIBROS A COLEGIO EL LABRADOR, DE VICTORIA; a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y al señor Intendente de la Novena Región, requiriéndoles INFORMACIÓN SOBRE POSTULACIÓN A FONDO DE DESARROLLO REGIONAL PARA CREACIÓN DE ESCUELA ESPECIAL NUEVA, DE TRAIGUÉN; al señor Contralor de la Novena Región, remitiéndole INFORMACIÓN SOBRE PRESUNTAS IRREGULARIDADES EN PROYECTO DE PROGRAMA DE MEJORAMIENTO URBANO Y EQUIPAMIENTO COMUNAL DE JUNTA DE VECINOS Nº 17 RENÉ SCHNEIDER, DE VICTORIA; al señor Director del Servicio de Salud de La Araucanía Norte, solicitándole realizar OPERATIVO MÉDICO-DENTAL EN ESCUELA ESPECIAL MUNICIPAL DE TRAIGUÉN, e instruir SUMARIO EN HOSPITAL DE ANGOL (todos de la Novena Región).



Del señor GARCIA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole antecedentes sobre PROYECTO DE DIRECCIÓN DE OBRAS HIDRÁULICAS PARA TRAMO DE ESTERO BETROLHUE.



 Al señor Presidente y a los señores miembros de la Comisión Investigadora respectiva de la Cámara de Diputados, haciéndoles presentes IRREGULARIDADES EN MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS.



Al señor Intendente de la Región de La Araucanía, recabando su atención acerca de CONSTRUCCIÓN DE CONSULTORIO DE SALUD y DE LICEO TÉCNICO PROFESIONAL; al señor Alcalde de Temuco, sobre REGULACIÓN DE SITIOS EN JUNTA DE VECINOS LOS PINOS y EXTRACCIÓN DE MATERIALES SIN AUTORIZACIÓN POR EMPRESA DE ÁRIDOS “ROJAS”; al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, solicitándole información referente a PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS EN PITRUFQUÉN, ABASTECIMIENTO DE AGUA POTABLE POR EMPRESA AGUAS ARAUCANÍA, CONTAMINACIÓN DE AGUAS DE RIEGO EN VILLA LOS JARDINES y  MALOS OLORES PROVENIENTES DE PLANTA DE TRATAMIENTO DE EMPRESA SAN ISIDRO; al SEREMI de Vivienda de la Novena Región, demandando SOLUCIÓN HABITACIONAL AL COMITÉ DE VIVIENDA LOS COPIHUES;  a la señora Directora de la JUNAEB  de la Novena Región, poniendo en su conocimiento lo atinente a RACIONES ALIMENTICIAS PARA ESCUELA F 538 (todos correspondientes a  sector Labranza, Temuco, Novena Región).


Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, al señor Director del SERVIU, a la señora Directora Ejecutiva de CONAMA y al señor Director de la COREMA de la Región Metropolitana, solicitándoles efectuar ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL EN AEROPUERTO DE CERRILLOS EN RELACIÓN CON PROYECTO PORTAL BICENTENARIO.



Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, dándole a conocer CRONOGRAMA DE EJECUCIÓN DE PUENTE SIFÓN, EN LINARES; al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, pidiéndole FACILIDADES DE PAGO PARA DEUDORES MOROSOS DE AGUA POTABLE ANTE CORTE DE SERVICIO, y haciéndole presente ELEVADO COSTO DE AGUA POTABLE EN CHANCO Y PELLUHUE (todos de la Séptima Región).



Del señor STANGE:



Al señor Ministro de Agricultura, solicitándole información acerca de BONOS PARA COMPRA DE FORRAJE EN DISTINTOS SECTORES DE COMUNA DE PALENA; al señor Director del Servicio Nacional de Aduanas, pidiéndole HABILITACIÓN DE ADUANA EN PASO RÍO ENCUENTRO (PALENA); al señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, representándole el NO PAGO DE INDEMNIZACIÓN POR AÑOS DE SERVICIO A VIUDA DE EX IMPONENTE DEL INP DE PUERTO MONTT, y BAJA PENSIÓN DE COTIZANTE DE EX CAJA DE PREVISIÓN DEL SERVICIO DE SEGURO SOCIAL (todos de la Décima Región).

)--------------------------(

El señor ROMERO (Presidente).- En Incidentes, los Comités Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto (Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata) y Demócrata Cristiano no harán uso de la palabra.



En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Stange.

CONCLUSIÓN DE CAMINO HORNOPIRÉN-CALETA GONZALO

PARA FIN DE AISLAMIENTO DE PALENA. OFICIOS

El señor STANGE.- Señor Presidente, desde que asumí como Senador por la Décima Región Sur, he intervenido en reiteradas ocasiones en esta Sala para referirme a los cada vez más angustiantes problemas de la provincia de Palena por su aislamiento territorial.



Los últimos tres Gobiernos de la Concertación han ensayado soluciones que no han sido suficientes para complementar la gran Carretera Austral, obra que, sin créditos extranjeros ni pago de peajes, construyó hasta Coihaique el Régimen militar del General Augusto Pinochet.



Entre esas medidas parciales tendientes a resolver el problema de la conectividad de los habitantes de la provincia de Palena con el sector norte del país figuran transbordadores marítimos o líneas aéreas privadas, todas subvencionadas en alguna medida por el Estado. Pero la única y real solución consiste en terminar el tramo de camino de aproximadamente 62 de kilómetros que restan entre Honopirén, por el norte, y Caleta Gonzalo, por el sur. Esa distancia aísla por tierra la Región de Los Lagos de la del General Carlos Ibáñez, con lo cual no le ha sido posible al Gobierno central revertir definitivamente la endémica postergación de los esforzados habitantes de la provincia de Chiloé continental.



Quizás si porque es cierto que no son más de 15 mil los electores no sea atrayente invertir en esa vías, pues, según el Ministerio de Obras Públicas, no es rentable  hacerlo en ese tramo. Ésa es la respuesta de dicha Secretaría de Estado, consignada en el oficio Nº 3023, de fecha 2 de diciembre de 2003, a una consulta del Senador que habla.



Entonces, para ahorrar al Estado esta inversión “no rentable”, se castiga a sus habitantes a viajar a través del territorio argentino para salir de Palena o ingresar a ella. Es decir, pese a los más de cien años que se ha estado colonizando esta zona, todavía no existe allí una ruta de acceso propia.



¿Merecen los habitantes de Palena tal castigo? ¿El Gobierno pretende impulsar el turismo nacional complementando el trayecto a lo largo del territorio argentino? ¿Qué poblador de esa provincia está en condiciones, para viajar al norte, de pagar pasajes de avión o buque, que tienen un elevado costo? ¿Les importa a las autoridades oficiales cuántas veces al año las malas condiciones climáticas impiden el tránsito aéreo y marítimo?



En la actualidad, la conexión por aire se efectúa con pequeños aparatos mono o bimotores, que enlazan Puerto Montt con Chaitén, Futaleufú y Palena. Pero ese servicio, que es caro, también queda sujeto a las imprevisibles condiciones del tiempo, especialmente en invierno.



Además, enfrenta otros problemas. Por ejemplo, la pista de aterrizaje de Chaitén, la capital provincial, es de muy corta extensión y para ampliarla sería necesario derribar parte del cerro del costado oriente,  a fin de contar con un circuito de aproximación. 



Además, ninguna de las pistas de aterrizaje en las ciudades de la provincia de Palena –que suman tres- están provistas de luces de aproximación ni de sistemas de radioayuda. 



Tales falencias se hicieron más latentes la semana recién pasada, durante el transcurso de la cual hubo que transportar en tres oportunidades a enfermos graves desde Chaitén hasta Puerto Montt. Por las malas condiciones del tiempo, el último traslado tuvo que postergarse hasta el día siguiente, pues, debido a los inconvenientes antes mencionados, los pilotos tienen prohibición de volar en invierno después de las dieciocho. 



Entusiasmado con las leyes de fomento de la zona austral y las facilidades aduaneras aprobadas por el Senado, un destacado empresario de Chaitén se aventuró a formar una línea aérea con aviones especiales -ya encargados en el extranjero-, para aterrizaje y despegue en pistas cortas. Lamentablemente, hace treinta días, abriendo la difícil ruta para su empresa en un monomotor de su propiedad, perdió la vida en un accidente junto al piloto y un pasajero. 



Pocos aviadores se aventuran a volar en dicha zona, que es una de las más peligrosas del mundo. Pero, ¿y los pasajeros? Sin excepción, saben que el viaje, incluso con regulares condiciones de tiempo, es como jugar a una verdadera ruleta rusa, aparte de los más de 60 mil pesos por concepto de pasaje, el que resulta demasiado oneroso, dadas las condiciones anotadas. 



Estos hechos apenas merecieron algunas líneas en los medios de comunicación social de las tan egoístas autoridades de Gobierno instaladas cómodamente en la Capital. 



Por lo demás, cuando algún  personero oficial anuncia su llegada a Palena, pareciera que hasta el cielo se alegra por tan raro acontecimiento; y precisamente entonces amanecen días de sol radiante. Por eso, es lógico también que no comprendan las lamentaciones “tan justificadas” de los olvidados habitantes de la provincia. 



Lo real es que actualmente hay un solo camino -en algunas partes, pavimentado- entre Puerto Montt y hasta pasados 10 kilómetros al sur de Hornopirén, sin trasbordos marítimos, que son caros y sujetos a horario variable, según el estado del tiempo. Desde ahí, faltan sólo alrededor de 62 kilómetros para completar la ruta austral hasta Caleta Gonzalo y proseguir hasta Chaitén, y más al sur, hasta Lago O´Higgins. 



En el Ministerio de Obras Públicas existe un estudio completo acerca del trazado y costo del tramo por construir. Pero dicha Cartera lo ha archivado, porque, según el Gobierno, “no es rentable”. Y no lo sería, no exclusivamente por el aún escaso tráfico vehicular, sino también por los pocos votos electorales. 



Sin embargo, la Carretera Austral no se construyó pensando si sería rentable o no. Simplemente, era una necesidad y una forma de entregar mejores herramientas para todas las personas y familias que habitaban en esos lugares o que, con intenciones colonizadoras, se instalaron en el trayecto de ella. Era una necesidad y no un buen o mal negocio; y, lo que es más, se hizo con fondos del Estado no provenientes de préstamos. 



Cierto es que el costo de dicho tramo es relativamente más caro que la construcción de un camino en la zona central, pues deben considerarse dos puentes de casi 300 metros cada uno -o sea, menos que la décima parte del tan promocionado proyecto Puente Chacao- y un túnel. Pero,  ¿no hay la holgura económica suficiente en el Presupuesto de la nación para enfrentar ese gasto, que es  impostergable?



Si, como dicen las autoridades de Gobierno, existe superávit en las finanzas nacionales, entonces no parece razonable negar tan sentida aspiración de esa parte de la Décima Región de Los Lagos.



Pero, supuestamente, no es ése el problema, pues el camino que falta por construir tiene que cruzar necesariamente terrenos que pertenecen a un extranjero. Tal razón, asentada en un sentimiento de ecología profunda de esa persona, pudiera ser la causa básica de que el proyecto duerma tantos años en el Ministerio de Obras Públicas. 



Y aquí cabe recordar que en ningún lugar del mundo sucede lo que en Chile: un ciudadano extranjero que permanece seis meses en sus propiedades en Argentina y los otros seis en nuestro país es dueño de una superficie tal que en la provincia de Palena divide el territorio nacional en dos partes, de cordillera a mar.



Posiblemente en el corto plazo el Gobierno chileno acceda a designar esa franja de terreno que fue comprada a sus antiguos dueños. En la actualidad se encuentra despoblada y fue declarada  Santuario de la Naturaleza. Está controlada por una fundación presidida precisamente por ese ciudadano foráneo.



Ésta es, al parecer, la verdadera razón para que el Estado no se atreva a financiar ese tramo vial de conectividad ¡entre Chile y Chile!



Con gran habilidad, algunas personas –quizás si por desconocer el sector, tener fines electorales o estar influenciadas por el mencionado ciudadano- han promovido la idea de construir un camino costero que, aunque comunicara a mayor cantidad de habitantes, estaría sujeto siempre a trasbordos marítimos entre Hornopirén, Quellón o Puerto Montt. 



En realidad, la realización de la obra es bastante más económica y, desde luego, también resulta imprescindible para la conectividad de los pobladores con el continente. Pero siempre esa vía estará sujeta a las condiciones del tiempo, a horarios y a costos adicionales derivados del transporte marítimo de pasajeros.



Lo que realmente requieren los habitantes de la provincia es una ruta caminera, sin trasbordos, que pueda ser utilizada a cualquier hora y bajo cualquier inclemencia meteorológica.



Para quienes aún no comprenden la necesidad de tal ruta caminera, basten dos ejemplos:



1.- El Ministerio de Salud, por medio del Servicio de Salud de las provincias de Llanquihue, Chiloé y Palena (Llanchipal), ha concretado un convenio con las autoridades de Esquel, República Argentina, para la atención, en caso necesario, de enfermos que requieran especialidades no existentes en los tres modestos hospitales de Palena. Estas atenciones serán canceladas por Llanchipal.



2.- Los turistas, chilenos o extranjeros, que deseen viajar por la Carretera Austral sin trasbordo marítimo, desde el norte hacia la zona de Aisén a través de parte de la provincia de Palena, deben ocupar caminos argentinos, con el consiguiente aumento de costos aduaneros.



En resumen, en este sector de nuestro país aún no somos capaces de unir por vía terrestre el norte con el sur de la Décima Región. He recorrido esta zona por más de 50 años, y debo confesar, con vergüenza, que para viajar en Chile todavía tenemos que utilizar caminos argentinos.



Elevo por ello mi más enérgica protesta.



En su tiempo, el Régimen militar, basado en conocimientos geopolíticos, dispuso la construcción de la Carretera Austral, atracción para miles de turistas en época de verano; pero no alcanzó a terminar la obra.



Los Gobiernos de la Concertación no han comprendido la imperiosa necesidad de la conectividad terrestre o pretenden desconocerla. No justifico que lo anterior se atribuya a su baja rentabilidad. Más bien pareciera que, por capricho político, se intenta menoscabar la gran obra del General Pinochet, que significó unir por tierra Puerto Montt con el extremo sur del territorio.



Por todo lo anterior, insisto en la construcción de los faltantes 62 kilómetros al sur de Hornopirén.



Los habitantes de la provincia de Palena no merecen esta discriminación.



Señor Presidente, solicito remitir esta intervención, mediante oficio, al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eduardo Dockendorff Vallejos; Ministro de Obras Públicas, señor Jaime Estévez Valencia, y al Intendente de la Región de Los Lagos, señor Jorge Vives Dibarrart.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo respaldar el planteamiento del Senador señor Stange y agregar que el sentimiento dado a conocer no es sólo el de los habitantes de Palena, pues a él deben sumarse el de la Región de Aisén y, a futuro, el de la de Magallanes.



La realidad de aislamiento que vive la provincia de Palena es similar –quizás multiplicada- a la de quienes residen en la Undécima Región, pese a que aquélla es nuestra puerta de entrada.



Asimismo, quiero hacer presente que tengo en mi poder un registro de los accidentes de aviación entre Puerto Montt y Chaitén ocurridos desde noviembre de 1990 a la fecha. Y hay una lista de 26 de ellos, con 21 fallecidos.



En verdad, no hay moral que permita que un Estado, y particularmente un Gobierno, someta a esa condición de aislamiento a gran parte de nuestro territorio y también a un número importante de chilenos, sobre todo si existe -como se señaló- un proyecto de estudio de ingeniería completo, aprobado por las autoridades competentes del Ministerio de Obras Públicas, que asegura que física y técnicamente es posible construir el referido camino.



Además, según los precios actuales obtenidos a través de propuestas, e incluso con la participación del Cuerpo Militar del Trabajo, que es un ente regulador, la obra importa 50 millones de dólares. Éste es el costo de conectar totalmente a una provincia y una región, y en el futuro, de ampliar el camino hacia Magallanes.



Si lo anterior se coloca en una balanza junto al caso del puente sobre el canal de Chacao -todavía no tiene una solución técnica al cien por ciento y no se sabe exactamente cuánto va a costar, aunque su valor piso sobrepasará los 450 millones de dólares-, en verdad, la cuestión carece de toda racionalidad, desde el punto de vista del buen uso de los fondos públicos y de una administración de país con visión de Estado.



Tal vez, en esta materia ha habido arbitrariedades o influencias indebidas. Sin embargo, las autoridades del Ministerio de Obras Públicas, de la Comisión Nacional de Energía -porque también se trata de una integración energética- y del Ministerio de Planificación y Cooperación deben tomar cartas en el asunto y hacer una revisión profunda para definir una franja continua y un proceso de construcción por etapas que garantice la continuidad territorial.



En tal sentido, me sumo a los oficios pedidos por el Honorable señor Stange. Y, en lo que respecta a mi planteamiento, solicito oficiar a los Ministerios que señalé.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se despacharán los oficios pertinentes, tal como los solicitaron los Senadores señores Stange y Horvath.



Como los Comités Renovación Nacional y Socialista no harán uso de sus tiempos, se levanta la sesión.


--Se levantó la sesión a las 18:42.






Manuel Ocaña Vergara,







     Jefe de la Redacción

ANEXOS

SECRETARIA DEL SENADO

LEGISLATURA ORDINARIA

SESION 13ª, ESPECIAL, EN MARTES 12 DE JULIO DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Arancibia, Ávila, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Cordero, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.


Asiste, asimismo, el señor Ministro del Interior Subrogante, don Jorge Correa. 



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva.

________________

CUENTA

Informes



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y de la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 321, de 1925, sobre libertad condicional (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 3.854-17).


Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de reforma constitucional, en tercer trámite constitucional, que modifica la composición y atribuciones del Congreso Nacional, la aprobación de los tratados internacionales, la integración y funciones del Tribunal Constitucional y otras materias que indica (Boletines números 2.526-07 y 2.534-07, refundidos).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos (Con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 3.885-07).



-- Quedan para tabla.

Permisos constitucionales



Comunicaciones de los Honorables Senadores señores Boeninger, Coloma, Páez y Pizarro, por medio de las cuales, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 57 de la Carta Fundamental, solicitan permiso constitucional para ausentarse del país a contar de los días 12, 11, 10 y 12 de julio del año en curso, respectivamente.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

_________________

ACUERDOS DE COMITÉS

 

1.- Si la tabla de la sesión ordinaria de hoy se despachara antes del término del Orden del Día, seguir tratando el proyecto de reforma constitucional, en tercer trámite constitucional, que modifica la composición y atribuciones del Congreso Nacional, la aprobación de los tratados internacionales, la integración y funciones del Tribunal Constitucional y otras materias que indica (Boletines números 2.526-07 y 2.534-07).


2.- Continuar con la discusión del proyecto de reforma constitucional antes individualizado el día de mañana, de 16:00 a 20:00 horas, suspendiendo los Incidentes, sin perjuicio de las peticiones de oficio que realicen los señores Senadores.

______________________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien, en su calidad de representante del Comité Partido Socialista, manifiesta su malestar por no haber sido informado oportunamente de la citación a reunión de Comités del día de hoy.



El señor Presidente señala que se estudiará una forma de mejorar el procedimiento de comunicación de las citaciones a reunión de los Comités del Senado.

_______________________



El señor Presidente saluda a la delegación del Colegio Aurora de Chile de Chiguayante, Octava Región, agradeciendo su presencia en esta Corporación.

_______________________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Reforma Constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín y Romero, y del ex Senador señor Díez, y de los Honorables Senadores señores Silva y Viera-Gallo, y de los ex Senadores señores Bitar y Hamilton, en tercer trámite constitucional, que introduce diversas 

modificaciones a la Carta Fundamental, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional de la referencia, indicando que esta sesión especial ha sido convocada en virtud de lo dispuesto en el número 2º del artículo 67 del Reglamento de la Corporación.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín y Romero, y del ex Senador señor Díez, y de los Honorables Senadores señores Silva y Viera-Gallo, y de los ex Senadores señores Bitar y Hamilton, en tercer trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la Carta Fundamental, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente a los Boletines números 2.526-07 y 2.534-07.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento consigna que, en mérito de lo dispuesto en el artículo 116 de la Carta Fundamental, los numerales 1; 3; 8 (que pasó a ser 10); 9; 37 (que pasó a ser 42); 38 (que pasó a ser 43); 39 (que pasó a ser 44); 42 (que pasó a ser 47); 43 (que pasó a ser 48); 44 (que pasó a ser 49); 46; 53, nuevo, en lo concerniente a la derogación de las disposiciones transitorias cuarta, novena, décima, vigésimaprimera, vigésimasegunda, vigésimaquinta y cuadragésima; y 48 (que pasó a ser 54), en lo referente a las disposiciones transitorias, nuevas, cuadragésimacuarta, cuadragésimaquinta, incisos segundo y tercero, cuadragésimasexta, cuadragésimaséptima y cuadragésimanovena, requieren, para ser aprobados, del voto favorable de las dos terceras partes de los señores Senadores en ejercicio.



Agrega que, por su parte, la sustitución del encabezado del artículo único (que pasó a ser artículo 1°); los numerales 4; 5; 7, nuevo; 12 (que pasó a ser 13); 13 (que pasó a ser 14); 15, nuevo; 14 (que pasó a ser 16); 19 (que pasó a ser 21); 22, nuevo; 20 (que pasó a ser 23); 21 (que pasó a ser 24); 22 (que pasó a ser 25); 23 (que pasó a ser 26); 24 (que pasó a ser 27); 25 (que pasó a ser 28); 26 (que pasó a ser 29); 28 (que pasó a ser 31); 32 (que pasó a ser 36); 39 y 40, nuevos; 40 (que pasó a ser 45); 52, nuevo; 53, nuevo, en lo concerniente a la derogación de las disposiciones transitorias undécima, décimosegunda, décimotercera, décimocuarta, décimoquinta, décimosexta, decimoséptima, décimoctava, décimonovena, vigésima, vigésimatercera, vigésimacuarta, vigésimasexta, vigesimaséptima, vigésimaoctava, vigésimanovena, trigésima, trigésimasegunda, trigésimatercera, trigésimacuarta y trigésimaquinta; 48, (que pasó a ser 54), en lo referente a las disposiciones transitorias, nuevas, cuadragésimaprimera, cuadragésimasegunda, cuadragésimatercera, cuadragésimaquinta, inciso primero, y cuadragésimaoctava; y el artículo 2°, nuevo, deben serlo con el voto favorable de las tres quintas partes de los mismos señores Senadores.



El señor Secretario General expresa que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto de reforma constitucional despachado por el Senado, con las siguientes enmiendas:

Artículo único



Ha pasado a ser Artículo 1º.

Nº 1



Ha sustituido el inciso tercero del artículo 3º propuesto, por el siguiente:



“Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.”.

Nº 3



Ha reemplazado, el inciso segundo, del artículo 8º, propuesto, por el siguiente:



“Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.

Nº 4

Letra a)



La ha sustituido por la siguiente:



“a) Elimínase el número 2º.”.

Letra b)



La ha reemplazado por la siguiente:



“b) Sustitúyese el número 3º, por el siguiente:



“3º Los hijos de padre o madre chilenos, nacidos en territorio extranjero. Con todo, se requerirá que alguno de sus ascendientes en línea recta de primero o segundo grado, haya adquirido la nacionalidad chilena en virtud de lo establecido en los números 1º, 4º ó 5º;”.

Letra c)



La ha sustituido por la siguiente:



c). Reemplázase el número 4 por el siguiente:



“4º. Los extranjeros que obtuvieren carta de nacionalización en conformidad a la ley.”.

Nº 5

Letra a)



Ha intercalado entre las palabras “autoridad” y “competente”, la voz “chilena”.

- - -



Ha consultado los siguientes números 7 y 8, nuevos:



“7.-Agrégase el siguiente inciso segundo en el  artículo 14:



“Los nacionalizados en conformidad al Nº 4º del artículo 10, tendrán opción a cargos públicos de elección popular sólo después de cinco años de estar en posesión de sus cartas de nacionalización.”.



8.- Sustitúyese en el Nº 2º del artículo 16 la expresión “procesada” por las siguientes: “sujeta a prisión preventiva”.”.

Nº 7



 Ha pasado a ser Nº 9, sin modificaciones.

Nº 8



Ha pasado a ser Nº 10, sustituido por el siguiente:



“10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 19:

a) Sustitúyese el párrafo cuarto del número 3º por el siguiente:



“Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales , sino por el tribunal que señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del hecho.”.



b) Sustitúyese  el párrafo segundo del número 4º por los siguientes:



“La ley establecerá un sistema integral y efectivo de protección de estos derechos.



Dicha ley podrá establecer la responsabilidad solidaria de los dueños de los medios de comunicación por las indemnizaciones que procedan.”.



c) Modifícase el número 7º en el siguiente sentido:



1.- Sustitúyese la letra e) por la siguiente:



“e) La libertad del imputado procederá a menos que la detención o prisión preventiva sea considerada por el juez como necesaria para las investigaciones o para la seguridad del ofendido o de la sociedad. La ley establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla.



La apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad del imputado por los delitos a que se refiere el artículo 9º, será conocida por el tribunal superior que corresponda integrado exclusivamente por miembros  titulares. La resolución que la apruebe u otorgue requerirá ser acordada por unanimidad. Mientras dure la libertad, el imputado quedará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que la ley contemple.”.



2.- Reemplázase en la letra f)  la expresión “inculpado” por las siguientes: “imputado o acusado”.



3.- Sustitúyese en la letra i) la frase “ el que hubiere sido sometido a proceso” por la siguiente: “el que hubiere sido privado de libertad, acusado”.”.

Nº 9



Lo ha rechazado.

Nº 10



Ha pasado a ser Nº 11, sin modificaciones.

Nº 11



Ha pasado a ser 12, sin enmiendas.

Nº 12



Ha pasado a ser Nº 13, sustituido por el siguiente:



“13.- Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 25 por los siguientes:



“Para ser elegido Presidente de la República se requiere tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1º ó 3º del artículo 10; tener cumplidos treinta y cinco  años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.



El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años  y no podrá ser reelegido para el período siguiente.”.”.

Nº 13



Ha pasado a ser Nº 14, sustituyendo su letra a), por la siguiente:



“a) Sustitúyese en el inciso primero la oración que sigue al punto seguido (.) por la que se indica:



“La elección se efectuará conjuntamente con la de parlamentarios, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva, noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.”, y”.

- - -



Ha intercalado en siguiente Nº 15, nuevo:



“15.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 28 por el siguiente:



“Artículo 28.- Si el Presidente electo se hallare impedido para tomar posesión del cargo, asumirá, mientras tanto, con el título de Vicepresidente de la República, el Presidente del Senado; a falta de éste, el Presidente de la Cámara de Diputados, y a falta de éste, el Presidente de la Corte Suprema.”.”.

Nº 14



Ha pasado a ser 16, reemplazando en el inciso primero del artículo 29 que se sustituye, la oración “el Presidente de la Corte Suprema y el Presidente de la Cámara de Diputados”, por “el Presidente de la Cámara de Diputados y el Presidente de la Corte Suprema”.

Nº 15



Ha pasado a ser Nº 17, sin modificaciones.

Nº 16



Ha pasado a ser Nº 18, sin enmiendas.

Nº 17



Ha pasado a ser Nº 19, en iguales términos.

Nº 18



Ha pasado a ser Nº 20, sin modificaciones.

Nº 19



Ha pasado a ser Nº 21, intercalando en el inciso primero del artículo 45 que se reemplaza, entre el término “Senadores” y la conjunción “y”, la expresión ”,las circunscripciones senatoriales”.

- - -



Ha consultado el siguiente Nº 22 nuevo:



“22.- Sustitúyese el artículo 46 por el siguiente:



“Artículo 46.- Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener cumplidos treinta y cinco  años de edad el día de la elección.”.”.

Nº 20



Ha pasado a ser Nº 23, con la siguiente enmienda, al artículo 47 propuesto por este número:



En su letra b), inciso sexto, ha agregado, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente párrafo: “Con todo, un diputado podrá ser nominado para llenar el puesto de un senador, debiendo aplicarse, en ese caso, las normas de los incisos anteriores para llenar la vacante que deja el diputado, quien al asumir su nuevo cargo cesará en el que detentaba.”.

Nº 21



Ha pasado a ser Nº 24, con las enmiendas siguientes:



En el primer párrafo de la letra a) del N° 1, ha intercalado la palabra “fundada”, a continuación de la voz “respuesta”.



En el segundo párrafo de la letra a) ha intercalado la voz “fundadamente”, luego de la palabra “contestará”.



En la letra b) del número 1, ha reemplazado la expresión “los dos tercios” por “la mayoría absoluta”.



En el primer párrafo de la letra c) del número 1, ha sustituido la expresión “un tercio” por “dos quintos”.



Ha suprimido los párrafos tercero, quinto y final de la citada letra c).

Nº 22



Ha pasado a ser Nº 25, sustituido por el siguiente:



“25.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 49:



a) Suprímese el Nº 3);



b)Sustitúyese en el Nº 4 la referencia al número 2º del artículo 17, por otra al número 3º del mismo artículo, y 



c) Sustitúyese en el Nº 8, la referencia al Nº 8 del artículo 82 por otra al Nº 10 del mismo artículo.”.

Nº 23



Ha pasado a ser Nº 26, con las siguientes enmiendas:



1.- Ha reemplazado el encabezamiento de la modificación propuesta al artículo 50, por la que sigue:



“26.- Sustitúyese el artículo 50 por el siguiente:



“Artículo 50.- Son atribuciones del Congreso:”.



2.- Ha eliminado las comillas (“) que anteceden al Nº 1)



3.- Ha sustituido el párrafo segundo del N° 1, por el siguiente:



“El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.”.



4.- Ha reemplazado el párrafo sexto del N° 1, por el siguiente:



“Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.”.

Nº 24



Ha pasado a ser Nº 27, sustituido por el siguiente:



“27.- Derógase el artículo 51.”.

Nº 25



Ha pasado a ser Nº 28, reemplazado por el siguiente:



“28.- Reemplázase el artículo 52 por el siguiente:



“Artículo 52.- El Congreso Nacional se instalará e iniciará su período de sesiones en la forma que determine su ley orgánica constitucional.



En todo caso, se entenderá siempre convocado de pleno derecho para conocer de la declaración de estados de excepción constitucional.



La ley orgánica constitucional señalada en el inciso primero, regulará la tramitación de las acusaciones constitucionales, la calificación de las urgencias conforme lo señalado en el artículo 71 y todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley.”.

Nº 26



Ha pasado a ser Nº 29, con la siguiente enmienda:

Letra d)



Ha reemplazado la frase “Director de Investigaciones” por la siguiente: “Director General de la Policía de Investigaciones”.

Nº 27



Ha pasado a ser 30, sin modificaciones.

Nº 28



Ha pasado a ser Nº 31, con la siguiente enmienda:



Ha incorporado el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 56 que se sustituye:



“En el caso de guerra exterior, las funciones de diputado o senador serán, además, compatibles, con los cargos que se confieran mientras persista el estado de guerra.”.

Nº 29



Ha pasado a ser Nº 32, sin modificaciones.

Nº 30



Lo ha suprimido

Nº 31



Ha pasado a ser Nº 33, sin modificaciones.

- - -



Ha incorporado los siguientes números 34 y 35, nuevos:



“34.- Agrégase en el artículo 64 el siguiente inciso final:



“Una comisión integrada por igual número de diputados y senadores, deberá informar periódicamente a la Sala de cada Cámara,  en relación a la ejecución de la ley de presupuestos del sector público. La comisión podrá citar a todo funcionario público para informar acerca de la ejecución presupuestaria, sin perjuicio de estar facultada para requerir informes acerca de dicha materia.”.



35.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 71 por el siguiente:



“La calificación de la urgencia corresponderá hacerla al Presidente de la República, previo acuerdo con la Cámara que conozca del proyecto, conforme a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.”.”.

Nº 32



Ha pasado a ser Nº 36, sustituido por el siguiente:



“36.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 72, la frase “ de la legislatura ordinaria o extraordinaria siguiente” por los términos “siguientes a la reanudación de sus sesiones”.”.

Nº 33



Lo ha suprimido

Nº 34



Ha pasado a ser Nº 37, sin modificaciones.

Nº 35



Ha pasado a ser Nº 38, sin enmiendas.

- - -



Ha incorporado los siguientes números 39 y 40, nuevos:



“39.-. Modifícase el artículo 80 C en los siguientes términos:



a) Sustitúyese en el inciso segundo la frase: “durará diez años en el ejercicio de sus funciones”, por la siguiente: “durará ocho años en el ejercicio de sus funciones”, y



b)Agrégase el siguiente inciso tercero:



“Será aplicable al Fiscal Nacional lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 en lo relativo al tope de edad.”.



40.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 80 D, la frase “durarán diez años en el ejercicio  de sus funciones”, por la siguiente: “durarán ocho años en el ejercicio de sus funciones”.”.

Nº 36



Ha pasado a ser Nº 41, sin modificaciones.

Nº 37



Ha pasado a ser Nº 42, reemplazado por el siguiente:



“42- Sustitúyese el artículo 81 por el siguiente:



“Artículo 81.- Habrá un Tribunal Constitucional integrado por diez miembros, designados de la siguiente forma:



a) Tres designados por el Presidente de la República.



b) Cuatro elegidos por el Congreso Nacional. Dos serán nombrados directamente por el Senado y dos serán previamente propuestos por la Cámara de Diputados  para su aprobación o rechazo por el Senado. Los nombramientos, o la propuesta en su caso, se efectuarán en votaciones únicas y requerirán para su aprobación del voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, según corresponda. 



c) Tres elegidos por la Corte Suprema en una votación secreta que se celebrará  en sesión especialmente convocada para tal efecto.



Los miembros del Tribunal durarán nueve años en sus cargos y se renovarán por parcialidades cada tres. Deberán tener a lo menos quince años de título de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento alguno que los inhabilite para desempeñar el cargo de juez, estarán sometidos a las normas de los artículos 55, 56 y 78, y no podrán ejercer la profesión de abogado ni actuar como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo.



Los miembros del Tribunal Constitucional serán inamovibles y no podrán ser reelegidos, salvo aquel que lo haya sido como reemplazante y haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años. Cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad.



En caso que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda, de acuerdo con el inciso primero de este artículo y por el tiempo que falte para completar el período del reemplazado. 



El Tribunal resolverá en pleno las cuestiones indicadas en los números 1º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º,  9º y 12º del artículo siguiente.  Para el ejercicio de sus restantes atribuciones podrá funcionar en pleno o en sala de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional. El quórum para sesionar será de , a lo menos, cuatro quintos de sus respectivos miembros. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría, salvo los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo a derecho. 



Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, así como sus atribuciones y procedimiento y fijará la planta, régimen de remuneraciones y estatuto de su personal.”.”.

Nº 38



Ha pasado a ser Nº 43, sustituido por el siguiente:



“43.- Reemplázase el artículo 82 por el siguiente:



“Artículo 82.- Son atribuciones del Tribunal Constitucional:



1º Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;



2º Resolver sobre las cuestiones de constitucionalidad de los auto acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones;



3º Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;



4º Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;



5º Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;



6° Resolver, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución; 



7º Resolver por la mayoría de los cuatro quintos de sus integrantes en ejercicio, la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral anterior;



8º Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;



9º Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 88;



10° Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del Nº 15º del artículo 19 de esta Constitución. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio; 



11º Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 49 número 7 de esta Constitución;



12º Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia;



13º Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;



14º Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación  en el cargo de los parlamentarios;



15º Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 57 y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y 



16° Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos que fueren dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 60.



En el caso del número 1.º, la Cámara de origen enviará al Tribunal Constitucional el proyecto respectivo dentro de los cinco días siguientes a aquél en que quede totalmente tramitado por el Congreso.



En el caso del número 2.º, el Tribunal podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de diez de sus miembros.   Asimismo, podrá requerir al Tribunal toda persona que sea parte en juicio o con gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, cuando sea afectada por lo dispuesto en el respectivo autoacordado.



En el caso del número 3.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, siempre que sea formulado antes de la promulgación de la ley o de la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional y, en caso alguno, después de quinto día del despacho del proyecto o de la señalada comunicación.



La declaración de inconstitucionalidad respecto de las normas cuestionadas, procederá únicamente por infracción de aquellos preceptos de la Constitución consignados como fundamento de la cuestión de constitucionalidad y que fueren expresamente invocados en el requerimiento. 



El Tribunal deberá resolver dentro del plazo de diez días contado desde que reciba el requerimiento, a menos que decida prorrogarlo hasta por otros diez días por motivos graves y calificados.



El requerimiento no suspenderá la tramitación del proyecto; pero la parte impugnada de éste no podrá ser promulgada hasta la expiración del plazo referido, salvo que se trate del proyecto de Ley de Presupuestos o del proyecto relativo a la declaración de guerra propuesta por el Presidente de la República.



En el caso del número 4.º, la cuestión podrá ser planteada por el Presidente de la República dentro del plazo de diez días cuando la Contraloría rechace por inconstitucional un decreto con fuerza de ley. También podrá ser promovida por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio en caso de que la Contraloría hubiere tomado razón de un decreto con fuerza de ley que se impugne de inconstitucional. Este requerimiento deberá efectuarse dentro del plazo de treinta días, contado desde la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.



En el caso del número 5.º, la cuestión podrá promoverse a requerimiento del Senado o de la Cámara de Diputados, dentro de diez días contados desde la fecha de publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.



El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de la consulta plebiscitaria, cuando ésta fuera procedente.



Si al tiempo de dictarse la sentencia faltaran menos de treinta días para la realización del plebiscito, el Tribunal fijará en ella una nueva fecha comprendida entre los treinta y los sesenta días siguientes al fallo.



En el caso del número 6.º, la cuestión podrá ser planteada por cualquiera de las partes o por el juez que conoce del asunto. Corresponderá a cualquiera de las salas del Tribunal declarar, sin ulterior recurso, la admisibilidad de la cuestión siempre que verifique la existencia de una gestión pendiente ante el tribunal ordinario o especial, que la aplicación del precepto legal impugnado pueda resultar decisivo en la resolución de un asunto, que la impugnación esté fundada razonablemente y se cumplan los demás requisitos que establezca la ley.  A esta misma sala le corresponderá resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad.



En el caso del número 7°, corresponderá al Tribunal pronunciarse de oficio, cuando proceda, y en el mismo fallo en que haya declarado inaplicable un precepto legal.



En los casos del número 8º, la cuestión podrá promoverse por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, dentro de los treinta días siguientes a la publicación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que el Presidente de la República debió efectuar la promulgación de la ley. Si el Tribunal acogiera el reclamo, promulgará en su fallo la ley que no lo haya sido o rectificará la promulgación incorrecta.



En el caso del número 11º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Senado.



Habrá acción pública para requerir al Tribunal respecto de las atribuciones que se le confieren por los números 10.º y 13.º de este artículo.



Sin embargo, si en el caso del número 10º la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, el requerimiento deberá formularse por la Cámara de Diputados o por la cuarta parte de sus miembros en ejercicio.



En el caso del número 12°, el requerimiento deberá ser deducido por cualquiera de las autoridades o tribunales en conflicto.



En el caso del número 14º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República o de no menos de diez parlamentarios en ejercicio.



En el caso del número 16º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento de cualquiera de las Cámaras efectuado dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado. En el caso  de vicios que no se refieran a decretos que excedan la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República también podrá una cuarta parte de los miembros en ejercicio deducir dicho requerimiento.  



El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos cuando conozca de las atribuciones indicadas en los números 10º, 11º y 13º, como, asimismo, cuando conozca de las causales de cesación en el cargo de parlamentario.



En los casos de los numerales 10º, 13º y en el caso del numeral 2º cuando sea requerido por una parte, corresponderá a una sala del Tribunal pronunciarse sin ulterior recurso, de su admisibilidad.”.”.

Nº 39



Ha pasado a se Nº 44, reemplazado por el siguiente:



“44. Sustitúyese el artículo 83 por el siguiente:



“Artículo 83. Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no procederá recurso alguno, sin perjuicio de que puede, el mismo Tribunal, conforme a la ley, rectificar los errores de hecho en que hubiere incurrido.



Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se trate, o en auto acordado, en su caso.



En el caso del Nº 16º del artículo 82, el decreto supremo impugnado quedará sin efecto de pleno derecho, con el solo mérito de la sentencia del Tribunal que acoja el reclamo. De igual modo quedará sin efecto el precepto declarado inconstitucional en conformidad a lo dispuesto en el numeral 7º del artículo 82.



Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de todo o parte de una ley o de un decreto con fuerza de ley se publicarán en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación.”.”.

Nº 40



Ha pasado a ser Nº 45, sustituido por el siguiente:



“45.- Sustitúyese el inciso final del artículo 87 por el siguiente:



“El Contralor General de la Republica deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. Será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años y no podrá ser designado para el período siguiente. Con todo, al cumplir 75 años de edad cesará en el cargo.”.”.

Nº 41



Ha pasado a ser Nº 46, sin modificaciones.

Nº 42



Ha pasado a ser Nº 47, sustituido por el siguiente:



“47.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 93 por el siguiente:



“El Presidente de la República, mediante decreto fundado e informado previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, podrá llamar a retiro a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea y al General Director de Carabineros, en su caso, antes de completar su respectivo período.”.”.

Nº 43



Ha pasado a ser Nº 48, sustituido por el siguiente:



“48.- Sustitúyese el artículo 95 por el siguiente:



“Artículo 95.-Habrá un Consejo de Seguridad Nacional encargado de asesorar al Presidente de la República en las materias vinculadas a la seguridad nacional y de ejercer las demás funciones que esta Constitución le encomienda. Será presidido por el Jefe del Estado y estará integrado por los Presidentes del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Corte Suprema, por los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, por el General Director de Carabineros y por el Contralor General de la República.



En los casos que el Presidente de la República lo determine, podrán estar presentes en sus sesiones los ministros encargados del gobierno interior, de la defensa nacional, de la seguridad pública, de las relaciones exteriores y de la economía y finanzas del país.”.”.

Nº 44



Ha pasado a ser 49, modificado de la siguiente manera:



Ha reemplazado la segunda oración del inciso primero, por la siguiente:



“El Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados o el Presidente de la Corte Suprema podrán solicitar fundadamente al Presidente de la República que lo convoque, debiendo éste hacerlo para dentro de los treinta días siguientes.”.

Nº 45



Ha pasado a ser Nº 50, sin enmiendas.

Nº 46



Lo ha suprimido.

Nº 47



Ha pasado a ser Nº 51, sin modificaciones.

- - -



Ha incorporado los siguientes números 52 y 53, nuevos:



“52- Derógase el artículo final.



53.- Deróganse las disposiciones transitorias primera, cuarta, octava, novena, décima, décimoprimera, décimosegunda, décimotercera, décimocuarta, décimoquinta, décimosexta, decimoséptima, décimooctava, décimonovena, vigésima, vigésimaprimera, vigésimasegunda, vigésimatercera, vigésimacuarta, vigésimaquinta, vigésimasexta, vigesimaséptima, vigésimaoctava, vigésimanovena, trigésima, trigésimasegunda, trigésimatercera, trigésimacuarta, trigésimaquinta y cuadragésima.”.

Nº 48



Ha pasado a ser Nº 54, reemplazado por el siguiente:



“54.- Incorpóranse las siguientes disposiciones transitorias:



“Cuadragésimaprimera.- El mandato del Presidente de la República en ejercicio será de seis años, no pudiendo ser reelegido para el período siguiente.



Cuadragésimasegunda.- El Senado estará integrado únicamente por senadores electos en conformidad con el artículo 45 de la Constitución Política de la República y la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios actualmente vigentes.



Las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.



Los senadores en actual ejercicio incorporados o designados en conformidad a las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 45 que se derogan, continuarán desempeñando sus funciones hasta el 10 de marzo de 2006.



Cuadragésimatercera.- Las modificaciones al artículo 47, en lo concerniente a la provisión de vacancias de cargos parlamentarios, comenzarán a regir con ocasión de la próxima elección de diputados y senadores.



Cuadragésimacuarta.- El reemplazo de los actuales Ministros y el nombramiento de los nuevos integrantes del Tribunal Constitucional, se efectuará conforme a las reglas siguientes:



Los actuales Ministros nombrados por el Presidente de la República, el Senado y el Consejo de Seguridad Nacional se mantendrán en funciones hasta el término del período por el cual fueron nombrados o hasta que cesen en sus cargos.



El reemplazo de los Ministros designados por el Consejo de Seguridad Nacional corresponderá al Presidente de la República.



El Senado nombrará tres Ministros del Tribunal Constitucional, dos directamente y el tercero previa propuesta de la Cámara de Diputados. Éste último durará en el cargo hasta el mismo día en que cese el actualmente nombrado por el Senado o quién lo reemplace en conformidad al inciso sexto de este artículo, y podrá ser reelegido.



La Corte Suprema nominará, en conformidad a la letra c) del Artículo 81, tres abogados, especificando en sus nombramientos cuáles de ellos durarán tres, seis y nueve años.  El que haya sido nombrado por tres años podrá ser reelegido.



Si alguno de los actuales Ministros no contemplados en el inciso anterior cesare en su cargo, se reemplazará por la autoridad indicada en las letras a) y b) del artículo 81, según corresponda, y su período durará por lo que reste a su antecesor, pudiendo éstos ser reelegidos.



Los Ministros nombrados en conformidad a esta disposición deberán ser designados con anterioridad al 11 de diciembre de 2005 y entrarán en funciones el 1 de enero de 2006.



Cuadragésimaquinta.- Se entenderá que los tratados internacionales, aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de las enmiendas al Capítulo VII, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.



Las contiendas de competencia actualmente trabadas ante la Corte Suprema y las que lo sean hasta la entrada en vigor de las modificaciones al Capítulo VII, continuarán radicadas en dicho órgano hasta su total tramitación.



Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se iniciaren en la Corte Suprema para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al Capítulo VII, seguirán siendo de conocimiento y resolución de esa Corte hasta su completo término



Cuadragésimasexta.- Las reformas introducidas al Capítulo VII entrarán en vigor dentro de seis meses contados desde la publicación de la presente reforma constitucional.



Cuadragesimaséptima.- Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública seguirán siendo dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional hasta que se dicte la nueva ley que cree el Ministerio encargado de la Seguridad Pública.



Cuadragesimaoctava.- Las modificaciones dispuestas en el artículo 54, Nº 2, comenzarán a regir después de la próxima elección general de parlamentarios.



Cuadragésimanovena.- Sin perjuicio de lo indicado en la disposición cuadragésima sexta transitoria, el Tribunal Constitucional ejercerá las nuevas atribuciones que le confiere esta Constitución seis meses después de la publicación de la presente reforma.”.”.

- - -



Ha consultado el siguiente artículo 2º, nuevo:



“Artículo 2º.- Autorízase al Presidente de la República para que, mediante decreto supremo, pueda dictar un texto refundido, coordinado y sistematizado de la Constitución Política de la República dentro del plazo de un año desde la aprobación de la presente reforma.”.”.

_________________________



El señor Secretario General señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó las siguientes enmiendas de la Cámara de Diputados: la sustitución del encabezado del artículo único y, según la numeración seguida por el Senado en el primer trámite constitucional, las signadas con los números 1; 3; 4; 5; 7, nuevo; 8 (que pasó a ser 10), letra a); 12 (que pasó a ser 13); 13 (que pasó a ser 14); 15, nuevo; 14 (que pasó a ser 16); 19 (que pasó a ser 21); 22, nuevo; 20 (que pasó a ser 23); 21 (que pasó a ser 24); 23 (que pasó a ser 26); 24 (que pasó a ser 27); 25 (que pasó a ser 28); 26 (que pasó a ser 29); 30; 32 (que pasó a ser 36); 33; 39 y 40, nuevos; 39 (que pasó a ser 44); 40 (que pasó a ser 45); 43 (que pasó a ser 48); 52, nuevo; 53, nuevo, en lo concerniente a la derogación de las disposiciones transitorias que allí se enumeran, con excepción de la disposición primera transitoria; 48 (que pasó a ser 54), en lo concerniente a la aprobación de las disposiciones transitorias que allí se proponen, con excepción de la cuadragésimatercera; y el artículo 2°, nuevo.



Los acuerdos precedentes fueron adoptados con las siguientes votaciones:



a) El número 12, que pasó a ser 13, fue aprobado por tres votos a favor y la abstención del Honorable Senador señor Chadwick; 



b) El número 22, nuevo, fue aprobado por tres votos a favor y la abstención del Honorable Senador señor Espina; 



c) Los números 30, 32 (que pasó a ser 36), 33 y 52, nuevo, se aprobaron por la unanimidad de los tres miembros presentes de la Comisión, según se indicará a continuación. Los numerales 30 y 32 (que pasó a ser 36), contaron con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés). Por su parte, los numerales 33 y 52, nuevo, contaron con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar (don Andrés).



d) Los restantes numerales fueron aprobados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento también acordó votar en forma dividida los siguientes numerales:



1) El número 8 (que pasó a ser 10), con el objeto de:



a) aprobar únicamente el primero de los párrafos propuestos de la letra b);



b) rechazar el numeral 3 de la letra c), y



c) aprobar las restantes enmiendas.



Los acuerdos recaídos en este número 8 (que pasó a ser 10) fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



2) El número 22 (que pasó a ser 25), con el fin de aprobar sus letras b) y c), y desechar su letra a).



La aprobación de las letras b) y c) contó con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés). El rechazo de la letra a) contó con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar (don Andrés) y el voto favorable del Honorable Senador señor Viera-Gallo.



3) El número 28 (que pasó a ser 31), con el objeto de aprobar el número 1 y desechar el número 2.


Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



4) El número 37, que pasó a ser 42, con el objeto de aprobarlo, con excepción de la expresión “atribuciones y” utilizada en el inciso final del artículo 81 propuesto por la Cámara de Diputados, que se propone desechar.



Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



5) El número 38, que pasó a ser 43, con el fin acogerlo, con excepción del inciso quinto del artículo 82 propuesto por la Cámara de Diputados, que se propone rechazar.



Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



6) El número 42, que pasó a ser 47, con el objeto de aprobarlo, exceptuando la frase “a la Cámara de Diputados y”, que se propone rechazar.



Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



7) El número 44, que pasó a ser 49, con el fin de acogerlo, con excepción de la frase, antecedida de una coma (,) “el Presidente de la Cámara de Diputados”, que se propone desechar.


Estos acuerdos fueron adoptados con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés), y la abstención del Honorable Senador señor Chadwick.

  

El señor Secretario General manifiesta que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento rechazó las siguientes enmiendas efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados: en los numerales 8, nuevo; 9; 34, nuevo; 35, nuevo; 46; 53, nuevo, en lo concerniente a la derogación de la disposición primera transitoria, y 48, que pasó a ser 54, en cuanto a la disposición cuadragésimatercera que se propone incorporar.



Los acuerdos relativos a los numerales 8, nuevo, 9, 46 y 53, nuevo, fueron adoptados por la unanimidad de los cuatro miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



El rechazo del numeral 34, nuevo, se produjo a consecuencia de los empates a que se refiere el artículo 182 del Reglamento del Senado. En las votaciones pertinentes, votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, y en contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



El rechazo del numeral 35, nuevo, fue adoptado con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).


El rechazo del numeral 48, que pasó a ser 54, en cuanto a la incorporación de la disposición cuadragésimatercera, fue acordado por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zaldívar (don Andrés). A favor lo hizo el Honorable Senador señor Viera-Gallo.

_____________________________



A continuación, señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Martínez, quien le solicita se aplique lo preceptuado por el artículo 116 del Reglamento de la Corporación, en relación al informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sobre el proyecto de reforma constitucional, correspondiente a los Boletines números 2.526-07 y 2.534-07, que fue entregado hace unos momentos a los señores Senadores.



El señor Presidente señala que efectivamente el informe fue puesto a disposición de los señores Senadores en la mañana del día de hoy, por lo que procede aplazar la discusión respecto del proyecto de reforma constitucional para la sesión siguiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 116 del Reglamento del Senado.

- - -



Inmediatamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Arancibia, quien le solicita recabe el asentimiento de la Sala para proseguir con la discusión del proyecto de reforma constitucional en una sesión especial a efectuarse en la mañana del día miércoles 13 próximo.



El señor Presidente sugiere a la Sala que la sesión especial se lleve a efecto de 12:00 a 14:00 horas, en el día de mañana.



Consultada la Sala así se acuerda.

- - -



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Parra, el que consulta acerca de la invariabilidad del acuerdo adoptado por los Comités, respecto del proyecto de reforma constitucional en cuestión, en cuanto a tratarlo en la sesión ordinaria de mañana.



El señor Presidente manifiesta que el acuerdo de los Comités en esta materia continúa vigente.

_____________________________



El señor Presidente anuncia que se ha cumplido el objetivo de esta sesión.

_______________________________



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 14ª, ORDINARIA, EN MARTES 12 DE JULIO DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior Subrogante, don Jorge Correa, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Educación, don Sergio Bitar y la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, doña Pilar Armanet. 



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones décima, especial, y undécima, ordinaria, en sus partes pública y secreta, ambas de 5 de julio de 2005 y duodécima, ordinaria, en sus partes pública y secreta, de 6 de julio de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Once de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, formula observaciones al proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales, en lo relativo a la designación de notario alterno o adjunto (Boletín Nº 3.259-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los dos siguientes, retira las urgencias y las hace presente, nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes proyectos, en segundo trámite constitucional:



1) El que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos (Boletín Nº 3.885-07).



2) El que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública (Boletín Nº 2.394-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el cuarto, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07).


-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los cinco siguientes, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (Boletín Nº 3.825-11).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín Nº 3.021-07).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (Boletín Nº 3.224-04).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo (Boletín Nº 3.367-13).



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a carabineros con resultado de muerte o lesiones graves (Boletín Nº 3.587-02).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el décimo, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el último, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 321, de 1925, sobre libertad condicional (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 3.854-17).


-- Queda retirada la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las fechas que a continuación se indican, con el propósito que en cada caso se señala:



-- Los días 11 a 13 de julio en curso, en vuelo hacia Australia.



-- Los días 13 y 14 de julio del año en curso, para efectuar una visita de Estado en la ciudad de Canberra, Australia.



-- Los días 15 y 16 de julio de 2005, para efectuar una visita de Estado en la ciudad de Sydney, Australia.



-- Los días 16 y 17 de julio en curso, en vuelo hacia el territorio nacional.



Agrega que, durante su ausencia, será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera del Interior, don Francisco Vidal Salinas.



-- Se toma conocimiento.



Con el segundo, modifica la nómina de personas propuestas para ser nombradas como Consejeros del Consejo Nacional de Pesca, reemplazando al señor Rodrigo Azócar Guzmán por el señor Carlos Roberto Hernández Salas (Boletín Nº S 810-05).



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha otorgado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación en Materia de Educación entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, suscrito en Santiago, el 21 de enero de 1998 (Boletín Nº 3.742-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley sobre competencia desleal (Boletín Nº 3.356-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la eventual comercialización de semillas transgénicas de maíz en el país.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la contaminación del aire en las ciudades en que se utiliza, preferentemente, leña como combustible.



Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Norte, mediante el cual responde a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a las lesiones sufridas por el paciente que indica, durante su hospitalización en el Hospital de Angol.



Del señor Jefe de Gabinete del General Director de Carabineros de Chile, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la vigilancia policial en las inmediaciones del Colegio Instituto Victoria, de la ciudad de Victoria.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la remuneración de los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones (Boletín Nº 3.832-05).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, de modernización y rediseño funcional del Ministerio de Educación (Boletín Nº 3.026-04).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que prorroga el plazo establecido en la ley Nº 19.626 para la construcción del monumento en homenaje al cacique Lautaro (Boletín Nº 3.840-04)



-- Quedan para tabla.

Comunicación



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, mediante la cual propone que, en atención a lo dispuesto en el artículo 36 bis del Reglamento del Senado, se recabe el acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados para archivar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 4, del Ministerio de Educación, de 1981, sobre financiamiento de las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado (Boletín Nº 1.565-04).



Agrega, que la materia ha sido regulada por la ley Nº 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior.



-- Si le parece a la Sala, se accedería al archivo solicitado, previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados.

Mociones



Del Honorable Senador señor Ríos, mediante la cual inicia un proyecto de ley que aumenta la cuantía de los asuntos de competencia de los Jueces de Policía Local, en los casos que indica (Boletín Nº 3.922-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación. Justicia y Reglamento, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Del Honorable Senador señor Valdés, por medio de la cual inicia un proyecto de ley sobre protección del alerce (Boletín Nº 3.923-01).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Arancibia, mediante la cual presenta un proyecto de ley que modifica la integración del Directorio de las empresas portuarias del Estado, incorporando al Alcalde de la respectiva comuna.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2.º del inciso cuarto del artículo 62 de la Carta Fundamental.

Solicitud



Del señor Cristián Giovanni Morales Cheuquepil, por medio de la cual pide la rehabilitación de su ciudadanía (Boletín Nº S 813-04).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

___________________________



El señor Presidente, en cuanto a la declaración de inadmisibilidad efectuada respecto de la Moción del Honorable Senador señor Arancibia, mediante la cual presenta un proyecto de ley que modifica la integración del Directorio de las empresas portuarias del Estado, incorporando al Alcalde de la respectiva comuna, señala que el mencionado señor Senador ha solicitado el asentimiento unánime de la Sala con el objeto de que se oficie a S. E. el Presidente de la República, en su nombre, para que, si lo tiene a bien, considere el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que contenga las ideas expresadas en la referida Moción.



Consultada la Sala, así se acuerda.

___________________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.885-07, para cuyo despacho Su Excelencia el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.

 

Previene el señor Secretario General que el número 1) del artículo único debe ser aprobado con rango de ley de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 92 de la misma Ley Fundamental, y el número 4) del artículo único debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 74 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que el Senado, mediante oficio Nº 25.525, de fecha 5 de julio de 2005, puso en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema esta iniciativa legal, recabando su parecer, de conformidad a lo preceptuado por el artículo 74, inciso segundo y siguientes de la Carta Fundamental, y por el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



El señor Secretario General manifiesta que, en atención a la urgencia con que ha sido calificado este proyecto de ley, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Sala lo debe discutir en general y en particular a la vez.



Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe aprobó la iniciativa en general por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita, y 2 en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina. En cuanto a la discusión en particular, aprobó el númeral 1) del artículo único, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita; el numeral 2) del artículo único, lo aprobó por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Gazmuri, y 2 en contra, de los Honorables Senadores señores Zaldívar (don Andrés) y Zurita; el numeral 3), lo aprobó por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Zaldívar (don Andrés) y Zurita, y 2 en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina; el numeral 4), lo aprobó con modificaciones formales, por 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Espina, Gazmuri, Zaldívar (don Andrés) y Zurita, y uno en contra del Honorable Senador señor Chadwick. Con todo, las enmiendas formales introducidas al numeral 4) y al encabezamiento del artículo único fueron acordadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento ya señalada.



En consecuencia, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone a la Sala dar su aprobación al proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

Artículo único



En su encabezamiento, agregar la siguiente oración final, precedida de una coma (,): “cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1978”.

N° 4)



Sustituir la frase “los tribunales ordinarios con competencia en lo criminal”, por “los jueces y tribunales en lo penal”.



Reemplazar la forma verbal “cometieren”, por “cometan”.

_________________________



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Espina y Martínez, el señor Ministro del Interior Subrogante, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Silva, Chadwick y Zaldívar (don Andrés).



Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, es rechazado por 21 votos en contra y 17 a favor. 



Votan en contra los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Cordero, Espina, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Novoa, Orpis, Ríos, Romero, Stange y Vega.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Ávila, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Valdés, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



El señor Presidente señala que, de conformidad a lo preceptuado por el artículo 67 de la Constitución Política de la República, el proyecto debe ser considerado por una Comisión Mixta, por lo que propone a la Sala que se designe a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la pertinente Comisión Mixta que ha de formarse.



La Sala así lo acuerda.



Queda terminada la discusión de esta iniciativa.

_________________________



En seguida, el señor Secretario General informa a la Sala que el proyecto signado con el número 2 del Orden del Día, que corresponde al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública, correspondiente al Boletín Nº 2.394-07, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, no ha sido informado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de manera que no puede discutirse en esta sesión, por lo que corresponde ocuparse de la iniciativa que se ubica en el tercer lugar del Orden del Día.

_________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales, con segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar con la discusión en particular del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece facultades en materias financieras para las universidades estatales, con segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.502-04, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Los antecedentes relativos al proyecto de ley y a su discusión en particular, se encuentran en el acta correspondiente a la sesión 12ª, ordinaria, de 6 de julio de 2005.



El señor Secretario General informa que en sesión 12ª, ordinaria, de 6 de julio del presente año, se inició la discusión en particular de esta iniciativa, ocasión en que se rechazó el artículo 1º y se aprobaron los artículos 2º, 3º y 4º, dándose cumplimiento, respecto del artículo 2º del proyecto de ley, que tiene el rango de norma de quórum calificado, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Carta Fundamental. 

 

Agrega el señor Secretario General que, en la referida sesión, el Comité Partido Demócrata Cristiano requirió segunda discusión para el inciso final del artículo 5º de la iniciativa de ley, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación.

_____________________



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.



Así se acuerda.

_____________________



El señor Presidente, respecto del inciso final del artículo 5º, concede la palabra al señor Ministro de Educación y a los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Ominami, Fernández, Ruiz-Esquide, Zaldívar (don Andrés), Larraín y Martínez.

_______________________



Durante su intervención, los Honorables Senadores señores Moreno, Ruiz-Esquide y Larraín sugieren al señor Presidente que proponga a la Sala aprobar el texto del inciso final del artículo 5º del proyecto de ley despachado por la Comisión de Hacienda y, asimismo, la disposición acordada, como inciso final del referido artículo, por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

_______________________



El señor Presidente declara cerrado el debate y sugiere a la Sala votar sin debate la propuesta de la Comisión de Hacienda, de conformidad con lo preceptuado por el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación y, a continuación, poner en votación la disposición que aprobó, como inciso final del artículo 5º de la iniciativa de ley, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



La Sala accede a lo planteado y puesto en votación el texto del inciso final del artículo 5º despachado por la Comisión de Hacienda, se aprueba por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Puesta en votación la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, es aprobada por 21 votos a favor, 10 en contra y 3 abstenciones de los Honorables Senadores señores Espina, Flores y Silva.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Arancibia, Ávila, Canessa, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Larraín, Martínez, Moreno, Naranjo, Núñez, Parra, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Valdés, Vega, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Bombal, Cantero, Cariola, Fernández, Horvath, Muñoz Barra, Ominami, Orpis y Stange.



El señor Presidente le concede la palabra al señor Ministro de Educación.



El señor Presidente anuncia que ha terminado la discusión en particular del proyecto de ley.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

  

“Artículo 1º.- Autorízase a las universidades estatales, por el plazo de dos años a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, para contratar uno o más empréstitos, u otras obligaciones financieras, con el objeto de reestructurar sus pasivos financieros, existentes al 31 de diciembre de 2004. El monto de tales pasivos será establecido en un decreto del Ministerio de Educación que además llevará la firma del Ministro de Hacienda.



El servicio de la deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contraer por esta ley, deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, y no podrá exceder del plazo de 20 años.



Esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.



Las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.



Artículo 2º.- A contar del 1 de enero del año 2006, las universidades estatales deberán publicar sus balances generales y demás estados financieros debidamente auditados. Para este solo efecto, la forma, contenido y oportunidad de publicación de los estados financieros, serán idénticos a los contenidos en el artículo 76 de la Ley N° 18.046. No será aplicable, para estos efectos, lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3° de la Ley Nº 18.045.



Artículo 3º.- Sólo por ley podrá autorizarse la transferencia de recursos del Fisco a las universidades estatales.



Artículo 4º.- Las universidades estatales podrán establecer una bonificación  por retiro voluntario para los funcionarios de carrera o a contrata que prestan servicios en ellas, que a la fecha de la publicación de la presente ley tengan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años, si son mujeres, y comuniquen su decisión de renunciar voluntariamente como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas de sus contratos.



Los beneficiarios de dicha bonificación tendrán derecho a percibir el equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año y fracción superior a seis meses de servicios prestados a la universidad, con un máximo de once meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de las remuneraciones mensuales imponibles que le hayan correspondido al funcionario durante los doce meses inmediatamente anteriores a la publicación de la presente ley, actualizados según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.



La bonificación será de cargo de la universidad empleadora y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. Además, la bonificación será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral, pudiere corresponder al funcionario, en especial la establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.



Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados bajo ninguna calidad en la universidad en que prestaban servicios, sea ésta de contrata o sobre la base de honorarios, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.



Los académicos que hayan alcanzado la calidad de profesor emérito u otra equivalente podrán ser contratados por la universidad respectiva en la modalidad que ella defina.”.

______________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el decreto ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional, con informes de las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional, con informes de las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.854-17.



Agrega que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento proponen al señor Presidente que esta iniciativa sea discutida en general y en particular a la vez, por tratarse de aquéllas de artículo único.



El señor Secretario General expresa que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía aprobó en general este proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Moreno, Naranjo, Silva y Zurita. En cuanto a la discusión en particular, el artículo único de la iniciativa fue aprobado, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, por 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Naranjo, Silva, Valdés y Zurita, y uno en contra del Honorable Senador señor Chadwick, quien, asimismo, opinó que dicha disposición tiene el carácter de norma de quórum calificado, por quedar comprendida dentro de la especialidad de la ley Nº 18.314. En sentido contrario se manifestaron los Honorables Senadores señores Naranjo, Silva y Valdés.



El señor Secretario General manifiesta que el texto aprobado en general y en particular a la vez por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo único.- Incorpórase en el artículo 3º del decreto ley N° 321, de 1925, el siguiente inciso final nuevo: 



“A los condenados a presidio perpetuo por delitos contemplados en la ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y, además condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional, una vez cumplidos 10 años de pena, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y los condenados suscriban en forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso de la violencia.”.”.

- - -



Añade que, por su parte, en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento el Honorable Senador señor Espina planteó dudas respecto de la constitucionalidad del proyecto de ley, porque rompería el principio de igualdad ante la ley y eludiría los resguardos constitucionales establecidos para indultar a delincuentes terroristas. Sin embargo, el Honorable señor Senador, por no estar definitivamente convencido sobre este punto, sometió la decisión a la Comisión, la que acordó por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita, y 2 en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, que esta iniciativa no contraviene la Carta Fundamental.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate transcritos en su informe, aprobó el proyecto de ley, en general y en particular a la vez, por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita, y 2 en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien, en representación del Comité Partido Socialista, solicita segunda discusión respecto de esta iniciativa de ley, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 129 del Reglamento del Senado.



Queda pendiente la discusión de este asunto.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Espina: 



1) A diversas autoridades públicas y a representantes del sector privado de la Región de La Araucanía, enviándoles copia del informe emitido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento respecto del conflicto mapuche, en relación con el orden público y la seguridad ciudadana en determinadas Regiones.



2) A la señora Directora Nacional del Instituto Nacional del Deporte, sobre la aplicación de la ley Nº 19.712, en lo atinente al sistema de donaciones.



3) Al señor Presidente de la Empresa Eléctrica de La Frontera S. A., respecto de problemas de distribución de la energía eléctrica en la localidad de Lonquimay.



4) Al señor Gerente de la Empresa Sanitaria Aguas Araucanía S. A., acerca del plan de saneamiento de aguas servidas que se implementará en la localidad de Lonquimay.



--Del Honorable Senador señor Larraín:



1) Al señor Ministro del Interior, sobre la autorización de empleos de emergencia para las provincias de Linares y Cauquenes.



2) Al señor Ministro de Educación, respecto de la aprobación de recursos para el proyecto “Reposición Parcial con Equipamiento y Ampliación de la Escuela Marcela Paz G-544 de Longaví”.



3) Al señor Ministro de Obras Públicas, acerca del traslado de letrero que se ha instalado en el acceso norte de Linares.



4) Al señor Subsecretario de Pesca, sobre petición de los pescadores artesanales de las caletas de Maguillines y Pelluhue, Región del Maule.



--Del Honorable Senador señor Stange:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, respecto de problemas en la ribera del Río Manso, comuna de Cochamó.



2) A la señora Ministra de Bienes Nacionales, sobre la propiedad de cuatro islas ubicadas en el Río Puelo.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

________________________



En el tiempo del Comité Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ávila, quien solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Superintendente de Quiebras para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre la fiscalización de las quiebras del Club Social y Deportivo Colo Colo e Inmobiliaria Estadio Colo Colo.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

________________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, y en el tiempo cedido de los Comités Institucionales 1 y 2, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ríos, quien se refiere a la necesidad de contar con un programa para enfrentar la realidad de los adultos mayores del país.

____________

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Socialista, Partido Demócrata Cristiano y Partido Unión Demócrata Independiente.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 15ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 13 DE JULIO DE 2.005



Presidencia del Honorable Senador señor Romero, Presidente del Senado.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.


Asisten, asimismo, el señor Vicepresidente de la República, don Francisco Vidal, el señor Ministro del Interior Subrogante, don Jorge Correa, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Osvaldo Puccio y el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior, don Gonzalo García.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva.

________________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Reforma Constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín y Romero, y del ex Senador señor Díez, y de los Honorables Senadores señores Silva y Viera-Gallo, y de los ex Senadores señores Bitar y Hamilton, en tercer trámite constitucional, que introduce diversas 

modificaciones a la Carta Fundamental, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del proyecto de reforma constitucional de la referencia, indicando que esta sesión especial ha sido convocada por acuerdo del Senado.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Reforma Constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín y Romero, y del ex Senador señor Díez, y de los Honorables Senadores señores Silva y Viera-Gallo, y de los ex Senadores señores Bitar y Hamilton, en tercer trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la Carta Fundamental, con informe de la Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente a los Boletines números 2.526-07 y 2.534-07, refundidos.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento consigna que, en mérito de lo dispuesto en el artículo 116 de la Carta Fundamental, los numerales 1; 3; 8 (que pasó a ser 10); 9; 37 (que pasó a ser 42); 38 (que pasó a ser 43); 39 (que pasó a ser 44); 42 (que pasó a ser 47); 43 (que pasó a ser 48); 44 (que pasó a ser 49); 46; 53, nuevo, en lo concerniente a la derogación de las disposiciones transitorias cuarta, novena, décima, vigésimaprimera, vigésimasegunda, vigésimaquinta y cuadragésima; y 48 (que pasó a ser 54), en lo referente a las disposiciones transitorias nuevas cuadragésimacuarta, cuadragésimaquinta, incisos segundo y tercero, cuadragésimasexta, cuadragesimaséptima y cuadragésimanovena, requieren, para ser aprobados, del voto favorable de las dos terceras partes de los señores Senadores en ejercicio.



Agrega que, por su parte, la sustitución del encabezado del artículo único (que pasó a ser artículo 1°); los numerales 4; 5; 7,nuevo; 12 (que pasó a ser 13); 13 (que pasó a ser 14); 15, nuevo; 14 (que pasó a ser 16); 19 (que pasó a ser 21); 22, nuevo; 20 (que pasó a ser 23); 21 (que pasó a ser 24); 22 (que pasó a ser 25); 23 (que pasó a ser 26); 24 (que pasó a ser 27); 25 (que pasó a ser 28); 26 (que pasó a ser 29); 28 (que pasó a ser 31); 32 (que pasó a ser 36); 39 y 40, nuevos; 40 (que pasó a ser 45); 52, nuevo; 53, nuevo, en lo concerniente a la derogación de las disposiciones transitorias undécima, decimosegunda, decimotercera, decimocuarta, decimoquinta, decimosexta, decimoséptima, decimoctava, decimonovena, vigésima, vigésimatercera, vigçesimacuarta, vigésimasexta, vigesimaséptima, vigésimaoctava, vigésimanovena, trigésima, trigésimasegunda, trigésimatercera, trigésimacuarta y trigésimaquinta; 48, (que pasó a ser 54), en lo referente a las disposiciones transitorias nuevas cuadragésimaprimera, cuadragésimasegunda, cuadragésimatercera, cuadragésimaquinta, inciso primero, y cuadragésimaoctava; y el artículo 2°, nuevo, deben serlo con el voto favorable de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio.



Los antecedentes relativos al proyecto de reforma constitucional y a su discusión en particular, se encuentran en el acta correspondiente a la sesión 13ª, especial, de 12 de julio de 2005.

- - -



El señor Presidente propone a la Sala, como primera norma de procedimiento en este tercer trámite constitucional, dar por aprobadas todas aquéllas proposiciones acordadas por unanimidad en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con excepción de las modificaciones que los señores Senadores, en los próximos diez minutos, soliciten sean discutidas y votadas por la Sala.



El señor Secretario General expresa que las distintas normas contenidas en los acuerdos unánimes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, requieren el voto conforme de las dos terceras partes y de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio, en virtud de lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 116 de la Carta Fundamental.



Sobre el particular, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables señores Senadores Parra, Fernández, Silva, Espina y Ominami, quienes concuerdan con la proposición efectuada por la Mesa, especificando algunas materias que requieren sean discutidas y votadas por la Sala.



En consecuencia, el señor Presidente da por aprobadas todas aquéllas proposiciones acordadas por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el voto conforme de 31 señores Senadores, de 42 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 116 de la Constitución Política de la República.

________________________________



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en orden a rechazar el inciso segundo propuesto por la Honorable Cámara de Diputados en la sustitución del párrafo segundo del número 4.º del artículo 19 de la Carta Fundamental, acuerdo que la referida Comisión adoptó por unanimidad, especificando que sugiere a la Sala que se vote separadamente.



El señor Secretario General señala que la proposición de la Honorable Cámara de Diputados consiste en sustituir el párrafo segundo del número 4.º del artículo 19 de la Carta Fundamental, por los siguientes:

 

“La ley establecerá un sistema integral y efectivo de protección de estos derechos.



Dicha ley podrá establecer la responsabilidad solidaria de los dueños de los medios de comunicación por las indemnizaciones que procedan.”.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Espina, Zaldívar (don Andrés), Ominami y Larraín, el señor Ministro del Interior Subrogante, y los Honorables Senadores señores Moreno, Fernández, Chadwick, Silva y Gazmuri.

_______________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina deja constancia, en primer lugar, y a propósito del artículo 16 de la Ley Fundamental, referido a la suspensión del derecho a sufragio, de la necesidad de que el Ejecutivo considere, en el veto correspondiente, adecuar el número 2.º del referido precepto a la nueva legislación procesal penal.



A continuación, en cuanto a la sustitución del párrafo segundo del número 4.º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, manifiesta que en el transcurso de esta mañana ha conversado con los demás miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, acordando proponer al señor Presidente que la votación separada, con el fin de rechazarla, sea respecto de toda la enmienda acordada por la Honorable Cámara de Diputados, a la que ha dado lectura el señor Secretario General.



Finalmente, el Honorable Senador señor Espina deja constancia, en consideración, expresó, a la forma como la televisión, en las transmisiones efectuadas en el día de ayer, se refirió al Parlamento, de su solicitud de que se respete la función desempeñada por los señores Senadores, que los medios de comunicación informen con justicia y que no se distorsionen las opiniones dadas, tanto en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento como en la Sala de la Corporación.

____________________



El señor Presidente, en cuanto al veto que Su Excelencia el Presidente de la República haga presente respecto al tema en discusión, precisa que, de las intervenciones realizadas, se desprende que aquél consistiría en suprimir la expresión “y pública” consagrada en el inciso primero del número 4.º del artículo 19 de la Ley Fundamental y eliminar el inciso segundo del precepto, idea esta última que el Senado había concordado en el primer trámite constitucional del proyecto de reforma constitucional.

____________________

___________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Silva, concordando con la idea acotada por los distintos señores Senadores que han hecho uso de la palabra en la materia en discusión, señala que, en todo caso, la potestad para solucionar la discrepancia surgida entre las dos Cámaras la tiene el Parlamento a través de la figura de la Comisión Mixta, por lo que sugiere al señor Presidente considerar esta posibilidad.

____________________



Cerrado el debate, el señor Presidente, en consideración a lo expresado en la discusión por distintos señores Senadores, pone en votación el rechazo de los dos incisos que sustituyen el párrafo segundo del número 4.º del artículo 19 de la Carta Fundamental, introducidos por la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional.



La enmienda efectuada por la Honorable Cámara de Diputados, es rechazada por 38 votos en contra y una abstención del Honorable Senador señor Ávila, quien, además, fundamenta su voto. 



Votan por el rechazo los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Ríos, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita. Funda su voto el Honorable Senador señor Núñez.
- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Parra, quien solicita un pronunciamiento de la Mesa respecto de la sugerencia del Honorable Senador señor Silva, en cuanto a la posibilidad de recurrir al mecanismo de la Comisión Mixta para dirimir las discrepancias entre la Honorable Cámara de Diputados y el Senado.



El señor Presidente manifiesta que ha decidido postergar la decisión sobre el tema en cuestión, hasta el momento en que la Sala despache este tercer trámite constitucional.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Secretario General expresa que el Honorable Senador señor Espina ha solicitado votación separada de la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados al número 7.º del artículo 19 de la Ley Fundamental, en cuanto al inciso segundo de la letra e), cuyo tenor es el siguiente:



“La apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad del imputado por los delitos a que se refiere el artículo 9º, será conocida por el tribunal superior que corresponda integrado exclusivamente por miembros  titulares. La resolución que la apruebe u otorgue requerirá ser acordada por unanimidad. Mientras dure la libertad, el imputado quedará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que la ley contemple.”.



En discusión, hacen uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina, el señor Ministro del Interior y los Honorables Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Fernández y Zurita.

_____________________



El Honorable Senador señor Espina, durante su intervención, expresa que ha solicitado votación separada, con el objeto de que se rechace el mencionado inciso segundo de la letra e) del número 7.º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, de manera que el Ejecutivo incorpore en el veto correspondiente esta materia, haciendo un distingo entre la nueva legislación procesal penal y la antigua.



Por su parte, durante su intervención, el Honorable Senador señor Fernández, manifiesta reserva sobre la solicitud de votación separada de una parte de la proposición de la Honorable Cámara de Diputados, en este caso, el inciso segundo de la letra e) del número 7.º del artículo 19 de la Carta Fundamental. 

_____________________



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Honorable Cámara de Diputados respecto del inciso segundo de la letra e), del número 7.º del artículo 19 de la Carta Fundamental, es rechazada con el voto de 37 señores Senadores.



Votan por el rechazo los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Ávila, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Ríos, Romero, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.


Luego, el señor Secretario General señala que corresponde pronunciarse respecto de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en orden a desechar la enmienda efectuada por la Honorable Cámara de Diputados a la letra i) del número 7.º del artículo 19 de la Carta Fundamental, la que consiste en sustituir la frase “el que hubiere sido sometido a proceso” por “el que hubiere sido privado de libertad, acusado”, en relación al derecho a indemnización por sentencia judicial errónea o arbitraria.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Chadwick, Zaldívar (don Andrés), Espina y Fernández.

___________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina deja constancia que, en su opinión, esta materia también debe ser contemplada en las observaciones que presentará el Ejecutivo, en orden a adecuar los términos de la letra i), del número 7.º del artículo 19 de la Ley Fundamental, a la nueva legislación procesal penal.

___________________



Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda efectuada por la Honorable Cámara de Diputados a la letra i) del número 7.º, del artículo 19 de la Constitución Política de la República, es rechazada por 32 votos a favor y 4 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Cordero, Espina, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Larraín, Martínez, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Ríos, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.


Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero, Fernández, Horvath y Orpis.

- - -



Inmediatamente, el señor Secretario General señala que, de conformidad al acuerdo adoptado al inicio de esta sesión, se aprobó por la Sala la proposición unánime de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de desechar el rechazo formulado por la Honorable Cámara de Diputados a la enmienda efectuada por el Senado, en el primer trámite constitucional, al párrafo cuarto del número 16.º del artículo 19 de la Ley Fundamental, que agregaba las siguientes oraciones: “Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación a tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.”.



En relación a esta materia, el señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), quien solicita a los representantes del Ejecutivo, presentes en la Sala, considerar la enmienda despachada por el Senado, en el primer trámite constitucional, en el veto que se presentará oportunamente, en atención a que es el resultado de un acuerdo obtenido entre distintas opiniones que existían al respecto.



A continuación, el señor Presidente le concede la palabra al señor Ministro del Interior Subrogante, quien informa que el Ejecutivo se compromete a reponer, a través del veto presidencial, la idea propuesta por el Senado, sugiriendo, en todo caso, que ambas Cámaras puedan acordar una redacción para ese propósito.



Luego, el señor Presidente le concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Parra, el que deja constancia que debe tratarse de un veto aditivo, puesto que en este asunto no hubo concordancia alguna entre la Honorable Cámara de Diputados y el Senado.



En seguida, el señor Secretario General expresa que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sobre la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados, que sustituye los incisos primero y segundo del artículo 25 de la Carta Fundamental, respecto de la cual esa Secretaría determinó aprobarla por 3 votos a favor y una abstención.



Agrega que la mencionada modificación es del siguiente tenor:

 

“Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 25 por los siguientes:



“Para ser elegido Presidente de la República se requiere tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1º ó 3º del artículo 10; tener cumplidos treinta y cinco  años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.



El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años y no podrá ser reelegido para el período siguiente.”.”.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Espina, Zaldívar (don Andrés), Ríos y Parra.

_____________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día y que se ha cumplido el objetivo de esta sesión, señalando que, de conformidad al acuerdo de Comités adoptado el día de ayer, se proseguirá la discusión del proyecto de reforma constitucional, en la sesión ordinaria del día de hoy.

_______________________________



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 16ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 13 DE JULIO DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Vicepresidente de la República, don Francisco Vidal, el señor Ministro del Interior Subrogante, don Jorge Correa, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Osvaldo Puccio y el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior, don Gonzalo García. 



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones décima, especial, y undécima, ordinaria, en sus partes pública y secreta, ambas de 5 de julio de 2005 y duodécima, ordinaria, en sus partes pública y secreta, de 6 de julio de 2005, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha otorgado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio sobre Protección y Restitución de Bienes Culturales entre la República de Chile y la República del Perú”, y su anexo, suscrito en Santiago, Chile, el 23 de agosto de 2002 (Boletín Nº 3.567-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que establece que la prescripción, en delitos sexuales contra menores de edad, se computará desde el día en que éstos alcancen la mayoría de edad (Boletines números 3.786-07 y 3.799-07, refundidos).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el tercero, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que concede beneficio tributario a las donaciones a favor de la Fundación Padre Alberto Hurtado (Boletín Nº 3.881-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el cuarto, informa que ha otorgado su aprobación al proyecto de ley que amplía la cobertura del seguro escolar a los alumnos del nivel parvulario y a los estudiantes en práctica profesional (Boletín Nº 3.824-13). 



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el quinto, comunica que ha tomado conocimiento del rechazo, por parte del Senado, de las modificaciones introducidas por esa Honorable Cámara, al proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta, que deberá constituirse de conformidad al artículo 68 de la Carta Fundamental.



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el sexto, informa que ha desechado algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativas a los actos de violencia intrafamiliar (Boletín Nº 2.318-18), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta, que deberá formarse de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y, si le parece a la Sala, se designaría a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la referida Comisión Mixta.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública  (Boletín Nº 2.394-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del señor Ministro del Interior, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la situación asistencial que indica.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a diversos proyectos de defensas fluviales en la comuna de Toltén.



Con el segundo, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido al estado del camino que une a las ciudades de Purén y Lumaco. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 5° de la ley N° 18.290, de Tránsito, con el fin de permitir el reconocimiento de las licencias de conducir expedidas en el extranjero (Boletín Nº 2.658-15).



-- Queda para tabla.

___________________________



El señor Presidente informa a la Sala que la Mesa ha accedido a la petición de diversos Comités, en orden a citar a una sesión especial para las 20:00 horas del día de hoy, para despachar totalmente el tercer trámite del proyecto de reforma constitucional, correspondiente a los Boletines números 2.526-07 y 2.534-07, refundidos.

___________________________



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior.



Así se acuerda.

___________________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de Reforma Constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín y Romero, y del ex Senador señor Díez, y de los Honorables Senadores señores Silva y Viera-Gallo, y de los ex Senadores señores Bitar y Hamilton, en tercer trámite constitucional, que introduce diversas 

modificaciones a la Carta Fundamental, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del proyecto de reforma constitucional de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Reforma Constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín y Romero, y del ex Senador señor Díez, y de los Honorables Senadores señores Silva y Viera-Gallo, y de los ex Senadores señores Bitar y Hamilton, en tercer trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la Carta Fundamental, con informe de la Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente a los Boletines números 2.526-07 y 2.534-07, refundidos.



Los antecedentes relativos al proyecto de reforma constitucional y a la discusión de su tercer trámite constitucional, se encuentran en las actas correspondientes a las sesiones 13ª, especial, de 12 de julio de 2005 y 15ª, especial, de 13 de julio de 2005.

- - -



El señor Presidente expresa que corresponde continuar con la discusión de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en cuanto a la sustitución de los incisos primero y segundo del artículo 25 de la Constitución Política de la República efectuada por la Honorable Cámara de Diputados, enmienda que fue aprobada por la referida Comisión, por 3 votos a favor y una abstención.



Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Cantero, Novoa y Zaldívar (don Andrés).

__________________



El Honorable Senador señor Cantero, en su alocución, solicita al señor Presidente votación separada para los dos incisos sustituidos por la Honorable Cámara de Diputados.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Novoa deja constancia de su opinión contraria, respecto de la situación que se produce cuando se solicita votación separada, en el tercer trámite constitucional, de una disposición, en este caso, de la Carta Fundamental, que ha sido enmendada en el primer trámite constitucional y que la Cámara Revisora ha sustituido sólo parcialmente en el segundo trámite constitucional, repitiendo, en una parte, lo obrado por la Cámara de origen. Agrega que votar una modificación y aprobar únicamente aquélla parte en que no hubo discrepancias entre ambas Cámaras, y desechar lo enmendado, constituiría un precedente que podría provocar muchas dificultades en el futuro.

- - -



El señor Presidente señala que la Mesa pondrá en votación separada los incisos primero y segundo del artículo 25 de la Constitución Política de la República, sustituidos por la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Parra, quien discrepa con el criterio sustentado por la Mesa y señala que, respecto del inciso segundo del artículo 25 de la Carta Fundamental, que sustituye la Honorable Cámara de Diputados, ya existe un acuerdo, porque confirma lo despachado, en esa materia, por el Senado, en el primer trámite constitucional, por lo que hace reserva de constitucionalidad de forma en cuanto a este punto.

______________________

 

Cerrado el debate y puesto en votación el inciso primero propuesto por la Honorable Cámara de Diputados para el artículo 25 de la Carta Fundamental, es aprobado por 25 votos a favor y 13 en contra, de un total de 42 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 116 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Bombal, Chadwick, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Larraín, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Parra, Pizarro, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Stange, Valdés, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Canessa, Cantero, Flores, García, Horvath, Martínez, Muñoz Barra, Orpis, Ríos, Silva y Vega.



Puesto en votación el inciso segundo propuesto por la Honorable Cámara de Diputados para el artículo 25 de la Constitución Política de la República, es aprobado por 30 votos a favor, 6 en contra y una abstención del Honorable Senador señor Chadwick, de un total de 42 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 116 de la Ley Fundamental.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Ávila, Cantero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Arancibia, Bombal, Canessa, Frei (don Eduardo), Martínez y Vega.



Luego, el señor Secretario General manifiesta que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en lo atinente a la enmienda efectuada por la Honorable Cámara de Diputados, que consiste en sustituir el artículo 46 de la Carta Fundamental, la que fue aprobada por 3 votos a favor y una abstención, en la referida Secretaría. 



El señor Secretario General indica que, a mayor abundamiento, los Honorables Senadores señores Horvath y Muñoz Barra han solicitado votación separada de esta enmienda, cuyo tenor es el siguiente:

 

“Sustitúyese el artículo 46, por el siguiente:



“Artículo 46.- Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener cumplidos treinta y cinco  años de edad el día de la elección.”.”.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Espina, Horvath, Cantero, Valdés, Arancibia, Muñoz Barra, Zaldívar (don Adolfo), Moreno, Naranjo y Zaldívar (don Andrés).

_________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Muñoz Barra deja constancia que, en su opinión, la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados y aprobada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, al no considerar el requisito de residencia en la respectiva Región para ser elegido Senador, producirá, como resultado de las próximas elecciones, que ningún ciudadano de Regiones podrá convertirse en representante de las mismas ante esta Corporación.



El Honorable Senador señor Horvath, durante su discurso, solicita al señor Presidente que la votación respecto del artículo 46 despachado por la Honorable Cámara de Diputados, se divida en una primera que comprenda hasta la expresión “con derecho a sufragio” y la segunda votación que abarque el resto de la disposición.

_________________



El señor Presidente, en lo atinente a la forma de votar esta modificación, estima que debe hacerse considerándola en su totalidad.

_________________



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en orden a aprobar la sustitución del artículo 46 de la Carta Fundamental, es aprobada por 31 votos a favor, 6 en contra y una abstención del Honorable Senador señor Parra, de 42 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 116 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Larraín, Martínez, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero, Espina, García, Horvath, Muñoz Barra y Silva.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Fernández, el que manifiesta que, como consecuencia de la aprobación del artículo 46 de la Constitución Política de la República, en los términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, corresponde que en el anunciado veto presidencial se considere la modificación del inciso primero del artículo 47 de la misma Norma Superior, porque, actualmente, la referida disposición entiende que los parlamentarios tienen, por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en el ejercicio de su cargo.



Al respecto, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Martínez.



Inmediatamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar (don Adolfo), quien, coincidiendo con el planteamiento del Honorable Senador señor Fernández, deja constancia que el sentido del actual artículo 47 de la Constitución Política de la República es reconocer, por el solo ministerio de la ley, que los Senadores tienen su residencia en la región correspondiente, aun cuando no vivan en ella y, con la modificación al artículo 46 de la misma Carta Fundamental unido al pronunciamiento del Ejecutivo, a través del mecanismo del veto, sobre el artículo 47, se evitará la interpretación judicial sobre el requisito de la residencia, ya que la voluntad del Poder Legislativo se ha manifestado por no exigirlo.

___________________



En seguida, el señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Silva, el que le solicita consulte a la Sala acerca de la posibilidad de discutir y votar, en este momento de la sesión, la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sobre la disposición cuadragésimatercera transitoria, que se refiere, a su vez, a la entrada en vigencia de la enmienda que se acordó respecto del inciso tercero del artículo 47 de la Carta Fundamental, precepto este último que se encuentra aprobado por ambas ramas del Parlamento.



El señor Presidente consulta a la Sala si otorga el asentimiento para discutir y votar la disposición cuadragésimatercera transitoria, propuesta por la Honorable Cámara de Diputados y que fue rechazada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por 3 votos en contra y uno a favor.



Sobre el particular, el señor Presidente le concede la palabra a los Honorables Senadores señores Silva, Zaldívar (don Andrés) y Chadwick.



La Sala accede a lo solicitado.



El señor Secretario General señala que la disposición cuadragésimatercera transitoria, despachada por la Honorable Cámara de Diputados, es del siguiente tenor:



“Cuadragésimatercera.- Las modificaciones al artículo 47, en lo concerniente a la provisión de vacancias de cargos parlamentarios, comenzarán a regir con ocasión de la próxima elección de diputados y senadores.”.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Silva, Zaldívar (don Adolfo), Novoa, Ávila, Espina, Parra, Zaldívar (don Andrés) y Chadwick.

____________



El Honorable Senador señor Silva, al hacer uso de la palabra, expresa que discrepa de la resolución adoptada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de sus fundamentos, en cuanto a rechazar la disposición cuadragésimatercera transitoria despachada por la Honorable Cámara de Diputados, puesto que ambas ramas legislativas concordaron en un mismo texto respecto de esta norma transitoria.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento adoptó la decisión adecuada a un tercer trámite constitucional, por cuanto la Honorable Cámara de Diputados eliminó el inciso segundo de la correspondiente disposición transitoria, aprobada por el Senado en el primer trámite constitucional, por lo que era del todo procedente efectuar una reconsideración de la materia comprendida en la norma cuadragésimatercera transitoria.



El Honorable Senador señor Parra, en su intervención, hace reserva de constitucionalidad sobre la forma en que se ha dispuesto resolver la situación de la disposición transitoria cuadragésimatercera, en atención a que respecto de este precepto la voluntad del Poder Legislativo se formó en torno al inciso primero, puesto que el Senado y la Honorable Cámara de Diputados concordaron en un mismo texto, desechando esta última Corporación el inciso segundo aprobado por el Senado. De manera que, a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, no le cabía rechazar la mencionada norma transitoria, atendido el tenor del artículo 68 de la Constitución Política de la República.



El Honorable Senador señor Silva, durante su intervención, coincide con la reserva de constitucionalidad efectuada por el Honorable Senador señor Parra.

____________



Cerrado el debate, el señor Presidente señala que se pone en votación la disposición cuadragésimatercera transitoria, aprobada por la Honorable Cámara de Diputados, respecto de la cual la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento ha propuesto rechazarla por 3 votos en contra y uno a favor.



Puesta en votación la referida norma transitoria, es rechazada por 26 votos en contra, 9 a favor y 2 abstenciones de los Honorables Senadores señores García y Romero.



Votan por el rechazo los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Bombal, Cantero, Cariola, Chadwick, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Votan a favor los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Canessa, Martínez, Muñoz Barra, Orpis, Parra, Silva y Zurita.



Inmediatamente, el señor Secretario General indica que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en cuanto a rechazar la enmienda realizada por la Honorable Cámara de Diputados que elimina la atribución exclusiva del Senado contemplada en el número 3) del artículo 49 de la Carta Fundamental. La referida Comisión adoptó su acuerdo por 3 votos a favor y uno en contra.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Chadwick, Larraín, Espina y Fernández, el señor Ministro del Interior Subrogante y el Honorable Senador señor Zurita.



Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación la enmienda efectuada por la Honorable Cámara de Diputados, en orden a suprimir el número 3) del artículo 49 de la Constitución Política de la República. 



Efectuada la votación sobre la referida enmienda, es rechazada por 32 votos en contra y 2 a favor.



Votan por el rechazo los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Bombal, Cantero, Cariola, Chadwick, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Stange, Valdés, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Canessa y Larraín.



A continuación, el señor Secretario General indica que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sobre la sustitución del inciso segundo del artículo 56 de la Carta Fundamental, realizada por la Honorable Cámara de Diputados, enmienda respecto de la cual esta Comisión propone rechazarla por la unanimidad de sus miembros presentes. El texto del inciso segundo propuesto por la referida Corporación, es del siguiente tenor:



“En el caso de guerra exterior, las funciones de diputado o senador serán, además, compatibles con los cargos que se confieran mientras persista el estado de guerra”.



Agrega el señor Secretario General que la Honorable Cámara de Diputados efectuó, asimismo, una modificación formal vinculada con la sustitución del inciso segundo del artículo 56 de la Constitución Política de la República.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Espina y Zaldívar (don Andrés).



Cerrado el debate y puesta en votación la sustitución del inciso segundo del artículo 56 de la Constitución Política de la República y la modificación formal vinculada a esta sustitución, realizadas por la Honorable Cámara de Diputados, son rechazadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Inmediatamente, el señor Secretario General expresa que cabe ocuparse de la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados, que agrega en el artículo 64 de la Ley Fundamental un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:



“Una comisión integrada por igual número de diputados y senadores, deberá informar periódicamente a la Sala de cada Cámara, en relación a la ejecución de la ley de presupuestos del sector público. La comisión podrá citar a todo funcionario público para informar acerca de la ejecución presupuestaria, sin perjuicio de estar facultada para requerir informes acerca de dicha materia.”.



El señor Secretario General agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento desechó la referida enmienda, luego de obtenerse un doble empate respecto de la misma, en virtud de lo establecido en el artículo 182 del Reglamento del Senado.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Espina y Zaldívar (don Andrés).



Cerrado el debate y puesta en votación la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados al artículo 64 de la Constitución Política de la República, es rechazada por no reunir el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 116 de la misma Carta Fundamental, al obtener 23 votos a favor, 8 en contra y una abstención del Honorable Senador señor Pizarro.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Arancibia, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Espina, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Romero, Sabag, Stange, Vega y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Flores, Frei (don Eduardo), Moreno, Ruiz-Esquide, Valdés, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



En seguida, el señor Secretario General señala que el Honorable Senador señor Silva ha solicitado votación separada de la enmienda efectuada por la Honorable Cámara de Diputados al artículo 87 de la Ley Fundamental, que consiste en reemplazar su inciso final, por el siguiente:



“El Contralor General de la República deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. Será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años y no podrá ser designado para el período siguiente. Con todo, al cumplir 75 años de edad cesará en el cargo.”.



Agrega el señor Secretario General que la referida enmienda fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.



Cerrado el debate y puesta en votación la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados al artículo 87 de la Constitución Política de la República, es aprobada por 31 votos a favor y un voto en contra del Honorable Senador señor Sabag, de 42 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 116 de la misma Carta Fundamental.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Romero, Stange, Valdés, Vega, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



A continuación, el señor Secretario General manifiesta que corresponde ocuparse de la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados al artículo 93 de la Constitución Política de la República, que consiste en reemplazar su inciso segundo, por el siguiente:



“El Presidente de la República, mediante decreto fundado e informando previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, podrá llamar a retiro a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea y al General Director de Carabineros, en su caso, antes de completar su respectivo período.”.



Añade el señor Secretario General que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento acordó proponer a la Sala, por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazar la referida enmienda, en lo tocante a la inclusión de la Honorable Cámara de Diputados.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina, quien manifiesta haber conversado con los demás integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento acerca de esta modificación, concordando en que debe aprobarse en los términos sugeridos por la Honorable Cámara de Diputados.



Cerrado el debate y puesta en votación la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados al artículo 93 de la Carta Fundamental, es aprobada por 28 votos a favor, de 42 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 116 de la Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Secretario General manifiesta que cabe analizar la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados al artículo 96 de la Constitución Política de la República, disposición sustituida por el Senado en el primer trámite constitucional, que consiste en reemplazar la segunda oración del inciso primero, por la siguiente:



“El Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados o el Presidente de la Corte Suprema podrán solicitar fundadamente al Presidente de la República que lo convoque, debiendo éste hacerlo para dentro de los treinta días siguientes.”.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento por 3 votos a favor y una abstención propone que se vote separadamente esta modificación, en cuanto a la inclusión de la Honorable Cámara de Diputados.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa, Espina, Zaldívar (don Andrés), Ominami, Gazmuri, Valdés, Larraín y Fernández.

____________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Novoa expresa que constituye un mal precedente dividir la votación respecto de la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados, en consideración a que en un tercer trámite constitucional se aprueba o se rechaza la enmienda efectuada por la otra Corporación.

____________________



Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda realizada por la Honorable Cámara de Diputados al inciso primero del artículo 96 de la Carta Fundamental, es rechazada por 28 votos en contra, 4 a favor y 3 abstenciones de los Honorables Senadores señores Larraín, Novoa y Romero.



Votan en contra los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Bombal, Cariola, Chadwick, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Stange, Valdés, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Canessa, Horvath, Martínez y Vega.



Luego, el señor Secretario General señala que el Honorable Senador señor Silva ha solicitado votación separada respecto de la enmienda realizada por la Honorable Cámara de Diputados, que desecha el inciso final del artículo 116 de la Constitución Política de la República, aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional y que hace aplicable a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional las normas sobre formación de la ley.



Añade el señor Secretario General que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazar la enmienda de la Honorable Cámara de Diputados.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), quien deja constancia que esta materia corresponde que sea incluida por el Ejecutivo en el veto tantas veces mencionado, por cuanto, de esa manera, se despejarían todas las dudas acerca de la procedencia de las Comisiones Mixtas en la tramitación de los proyectos de reformas constitucionales.



Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda realizada por la Honorable Cámara de Diputados, es rechazada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.

- - -



Queda terminada la discusión, correspondiente al tercer trámite constitucional, del proyecto de reforma constitucional.



A continuación, el señor Presidente ofrece la palabra al señor Vicepresidente de la República.



Seguidamente, el señor Presidente expresa que en la tramitación de los proyectos de reforma constitucional no cabe la figura de las Comisiones Mixtas, por lo que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 117 de la Carta Fundamental, convoca a Congreso Pleno para el día martes 16 de agosto de 2005, a las 12 del día.

__________________



El Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Sala, con el objeto de determinar un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto del proyecto de ley que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública, correspondiente al Boletín Nº 2.394-07.



La Sala acuerda como nuevo plazo para la presentación de indicaciones, el día lunes 18 de julio, a las 12:00 horas.

__________________



El Honorable Senador señor Bombal solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Sala, para dejar sin efecto la tramitación dada a la Comisión de Hacienda para que informe sobre el proyecto de ley que establece un permiso paternal en el Código del Trabajo, correspondiente al Boletín Nº 3.303-13, en atención a que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, que despachó el correspondiente segundo informe, ha estimado innecesario su conocimiento por la señalada Secretaría.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General, de conformidad con el acuerdo adoptado por los Comités, informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Chadwick, al señor Ministro de Obras Públicas, sobre la factibilidad de mejorar las condiciones del canal de regadío ubicado en el sector de Totihue, comuna de Requínoa.



--Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Intendente, al señor Director Regional del Instituto de Desarrollo Agropecuario y a la señora Directora de Protección Civil y Emergencia, todos de la Región de La Araucanía, respecto de la escasez de forraje en la localidad de El Naranjo, comuna de Lonquimay.



2) Al señor Alcalde y a los señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Lonquimay, acerca del uso de recursos adicionales provenientes de la denominada Ley de Rentas II.



3) A la señora Directora Nacional del Instituto Nacional del Deporte, sobre la aplicación de la ley Nº 19.712, del Deporte, en relación a la comuna de Lonquimay.



4) Al señor Presidente del Banco Estado, respecto de alternativas de apoyo financiero para propietarios y locatarios del mercado de la comuna de Traiguén.



5) Al señor Prefecto de la Prefectura de Carabineros de Chile de Malleco, sobre medidas de vigilancia policial en la Población Los Volcanes, comuna de Traiguén.



6) Al señor Gerente de la Empresa Sanitaria Aguas Araucanía S. A., respecto de problemas presentados por la Planta de Tratamiento de Aguas Servidas, ubicada en las cercanías de la Población Los Volcanes, comuna de Traiguén.



--Del Honorable Senador señor Fernández, al señor Director Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, acerca de las necesidades de la Oficina Regional de Emergencia  de Magallanes.



--De la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), al señor Subsecretario de Carabineros, respecto de la implementación de un Cuartel Móvil, con calabozo, para la comuna de Tocopilla.



--Del Honorable Senador señor García, a la señora Ministra de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, doña Gloria Ana Chevesich, sobre materia que indica.



--Del Honorable Senador señor Larraín, a la señora Ministra de Bienes Nacionales, en cuanto a situación de predio donde funciona el Club de Rodeo Chileno de Chanco.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚLICA, MEDIANTE EL CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE SUSPENDE REEMPLAZO DE INSCRIPCCIONES EN REGISTRO PESQUERO ARTESANAL

(3930-03)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a consideración del H. Congreso Nacional, un proyecto de ley destinado a posponer la aplicación del mecanismo de reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal que autorizó la Ley N° 19.849, en tanto no sean regulados los requisitos y exigencias que se aplicarán para dicho reemplazo.

ANTECEDENTES.
Mediante la Ley N° 19.849, que entró en vigencia el 26 de diciembre del año 2002, se aprobaron diversas modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, entre las que se cuenta la incorporación de un nuevo artículo 50 A, que permite el reemplazo de la inscripción pesquera artesanal de que son titulares los pescadores en aquellas pesquerías que se encuentran con su acceso cerrado.

Dicho mecanismo, no obstante ser beneficioso para los pescadores artesanales, pues permite la transferencia o traspaso gratuito de la inscripción en el Registro Artesanal y de sus respectivas embarcaciones en el caso de los armadores, debe contemplar necesariamente el previo cumplimiento de ciertos requisitos, a fin de garantizar que las personas que ingresen a la actividad por esta vía sean efectivamente pescadores artesanales.

Para dichos efectos, en el proyecto de ley que introduce modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, Boletín N° 3222-03, que actualmente se discute en primer trámite constitucional ante ese H. Senado, se han presentado indicaciones tendientes a regular los requisitos necesarios para el reemplazo de inscripciones en el registro pesquero artesanal, que permitirán contar con las garantías mínimas antes indicadas.

Atendido que el mencionado proyecto de ley se encuentra aun en plena discusión legislativa y ante la inminencia de la aplicación del mecanismo de reemplazo de inscripciones ya descrito, sin contar con las exigencias que garanticen su idoneidad, se ha estimado imprescindible suspender dicho mecanismo en tanto dichos requisitos o exigencias no sean establecidos.

La vigencia de dicha institución se suspendió a través de la ley Nº 19.922, por el plazo de 18 meses a contar de su entrada en vigencia, plazo que venció el 23 de junio del presente año.  Asimismo, la ley Nº 20.037 suspendió el reemplazo por el plazo de 30 días corridos, plazo que vence el 6 de agosto del año en curso. Dada la demora que ha tenido en su tramitación el proyecto de ley contenido en el Boletín Nº 3.222, es imprescindible prorrogar nuevamente su entrada en vigencia. 

CONTENIDO DEL proyecto.

Se propone en el artículo único la suspensión de la aplicación del reemplazo hasta el 30 de abril del año 2006. Asimismo, el artículo dispone la suspensión de la tramitación de aquellas solicitudes de reemplazo ya presentadas.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
"Artículo único.- Suspéndese la vigencia del artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que establece la institución del reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, hasta el 30 de abril del año 2006 inclusive. Suspéndese, asimismo, la tramitación de las solicitudes de reemplazo presentadas entre la fecha de publicación de la Ley N° 19.849 y la de esta ley.".

Dios guarde a V.E.,



(Fdo.):RICARDO LAGOS ESCOBAR



Presidente de la República


JORGE RODRÍGUEZ GROSSI


Ministro de Economía,


Fomento y Reconstrucción 
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MECANISMOS DE PROTECCIÓN Y EVALUACIÓN DE EFECTOS PRODUCIDOS POR DETERIORO DE CAPA DE OZONO

(2725-12)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado, que establece mecanismos de protección y evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono, boletín Nº 2725-12 (S), con las siguientes enmiendas:


Ha incorporado los siguientes títulos y artículos nuevos: 

“Título I

Disposiciones generales


Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley establecen y regulan los mecanismos de control aplicables a las sustancias agotadoras de la capa de ozono estratosférico y a los productos cuyo funcionamiento requiera del uso de dichas sustancias, las medidas destinadas a la prevención, protección y evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono, por la exposición a la radiación ultravioleta, y las sanciones aplicables a quienes infrinjan dichas normas.

Artículo 2°.- Los mecanismos de control y demás medidas que regula esta ley tienen por finalidad la adecuada implementación del Protocolo de Montreal, relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, suscrito y ratificado por Chile y promulgado mediante el decreto supremo N° 238, de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y sus enmiendas posteriores, además de resguardar la salud humana y los ecosistemas que se vean afectados por la radiación ultravioleta.

Artículo 3°.- Conforme a lo previsto en el artículo anterior, los mecanismos de control que establece esta ley permiten registrar y fiscalizar la importación y exportación de sustancias agotadoras de la capa de ozono y de los productos que las utilicen en su funcionamiento, aplicar las restricciones y prohibiciones tanto a dichas operaciones como a la producción nacional de las sustancias indicadas cuando corresponda de conformidad con las estipulaciones del Protocolo de Montreal, y cautelar que la utilización y aplicación de tales sustancias y productos se realice de acuerdo con normas mínimas de seguridad para las personas.

Artículo 4°.- Para el adecuado resguardo de la salud de la población frente a los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono, esta ley establece un conjunto de medidas de difusión, prevención y evaluación tendientes a generar y proporcionar información idónea y oportuna a los sujetos expuestos a riesgo y a estimular conductas seguras frente a éste.

Título II

De las sustancias y productos controlados y de los mecanismos de control

Artículo 5°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por “sustancias controladas” aquellas definidas como tales por el Protocolo de Montreal, relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, individualizadas en sus Anexos A, B, C y E, ya sea en estado puro o en mezclas.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por “productos controlados” todo equipo o tecnología, sea nuevo o usado, que contenga las sustancias señaladas en el inciso anterior, individualizados en el Anexo D del Protocolo de Montreal. Sin que la enumeración sea taxativa, se comprenden en esta categoría las unidades de aire acondicionado para vehículos motorizados, ya sea incorporadas o no a estos últimos, las unidades de aire acondicionado doméstico o industrial, los refrigeradores domésticos o industriales, las bombas de calor, los congeladores, los deshumificadores, los enfriadores de agua, las máquinas de fabricación de hielo, los paneles de aislamiento y los cobertores de tuberías, que contengan sustancias controladas.

Artículo 6°.- El consumo nacional de las sustancias y productos controlados a que se refiere el artículo anterior deberá ajustarse anualmente a los volúmenes máximos definidos en las metas de reducción progresiva establecidas por el Protocolo de Montreal, hasta lograr su total eliminación, todo ello de acuerdo con los plazos previstos para cada sustancia o producto.

Para tal efecto, desde la entrada en vigencia de esta ley, todas las sustancias y productos controlados quedarán sujetos a las medidas de control y a las restricciones y prohibiciones que establecen sus disposiciones.

Artículo 7°.- Se prohíbe la importación y exportación de sustancias controladas, desde y hacia países que no son Parte del Protocolo de Montreal.

Artículo 8°.- Se prohíbe la importación y exportación de productos, nuevos o usados, que contengan sustancias controladas por el Protocolo de Montreal, contempladas en sus Anexos A, B y Grupo II del Anexo C, desde y hacia países que no son Parte del Protocolo de Montreal.

Artículo 9°.- La importación y exportación de sustancias y productos controlados, desde y hacia países Parte del Protocolo de Montreal, deberán ajustarse a las normas, condiciones, restricciones y plazos previstos en dicho instrumento internacional.

Para tal efecto, mediante uno o más decretos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que llevarán también la firma de los Ministros de Hacienda, Salud, Relaciones Exteriores, y Economía, Fomento y Reconstrucción, y, cuando corresponda, la del Ministro de Agricultura, se individualizarán las sustancias y productos controlados cuya importación y exportación estarán prohibidas conforme a las estipulaciones del Protocolo de Montreal y establecerán el calendario y plazos para la vigencia de dichas prohibiciones, así como los respectivos volúmenes de importación y exportación anuales para el tiempo intermedio y los criterios para su distribución.

Igual mecanismo se aplicará cuando, en virtud de nuevas decisiones y compromisos adquiridos por Chile para el cumplimiento del Protocolo de Montreal, deban incluirse nuevas sustancias y productos en el régimen de prohibiciones descrito.

Una vez dictados el o los decretos referidos, el Director Nacional de Aduanas, en uso de sus atribuciones, establecerá un sistema de administración de los volúmenes máximos de importación y exportación que en dichos instrumentos se determinen.

Con todo, los decretos que se dicten en virtud de este artículo podrán omitir el establecimiento de volúmenes máximos de importación y exportación anuales, siempre que de la información oficial, validada y proporcionada por los organismos competentes, conste que el consumo interno de la respectiva sustancia o producto controlado es inferior a la meta impuesta por el Protocolo de Montreal, y en tanto dicha circunstancia perdure.

Artículo 10.- Para los efectos de esta ley, serán aplicables las excepciones que el Protocolo de Montreal establece para determinadas sustancias controladas.

Las excepciones aplicables a cada sustancia o producto controlado serán explicitadas en el o en los decretos que se dicten en conformidad al artículo anterior.

Artículo 11.- El Servicio Nacional de Aduanas ejercerá las facultades fiscalizadoras que le otorga la ley para controlar el ingreso y la salida del país de las sustancias y productos controlados, en el momento de cursarse la destinación aduanera y, a posteriori, conforme a las normas establecidas en la Ordenanza de Aduanas y en la ley orgánica del referido Servicio.

Artículo 12.- Sin perjuicio de la fiscalización que compete a la autoridad sanitaria, al Servicio Agrícola y Ganadero y demás organismos competentes, corresponderá al Director Nacional de Aduanas impartir las instrucciones relativas a la forma de acreditar el cumplimiento de los requisitos, exigencias, documentos y visaciones aplicables a las sustancias y productos controlados, para la tramitación de las respectivas destinaciones aduaneras.

En todo caso, para cursar las destinaciones aduaneras de las sustancias y productos controlados aún no prohibidos, de las correspondientes a volúmenes de importación autorizados, o de los exceptuados en conformidad al artículo 10, el Servicio Nacional de Aduanas exigirá un certificado emitido por la autoridad sanitaria respectiva o por el Servicio Agrícola y Ganadero, según corresponda, que señale el lugar autorizado donde se depositarán las respectivas sustancias, la ruta y las condiciones de transporte desde los recintos aduaneros hasta el lugar de depósito indicado, y las modalidades de manipulación de las mismas.

Los certificados a que alude el inciso anterior deberán ser otorgados por el organismo competente dentro del tercer día de requerido y la solicitud sólo podrá denegarse mediante resolución fundada, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones sobre silencio negativo establecidas en el artículo 65 de la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.

Sin perjuicio de lo anterior, será responsabilidad del importador y del exportador, respectivamente, verificar con su proveedor extranjero o nacional la naturaleza del producto o sustancia importado o exportado, para los efectos de dar cumplimiento a la normativa aplicable, correspondiendo al agente de aduanas verificar el cumplimiento de las exigencias o la obtención de las autorizaciones que procedan,  conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Ordenanza de Aduanas.

Artículo 13.- Transcurrido un año desde la fecha en que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9° de esta ley, entre en vigencia la prohibición de importación y exportación de una sustancia o producto controlado, quedará también prohibida la utilización industrial de los mismos.

Artículo 14.- Corresponderá al Ministerio de Salud dictar la reglamentación aplicable a la generación, almacenamiento, transporte, tratamiento o reciclaje de las sustancias y productos controlados, en la que deberán incluirse las normas que permitan una adecuada fiscalización de las actividades anteriores.

Artículo 15.- El reglamento establecerá las demás normas necesarias para la adecuada aplicación de lo previsto en este Título, sin perjuicio de las atribuciones normativas que la ley confiere a los organismos competentes en la materia.”.

*****

A continuación, ha consultado el siguiente Título III, nuevo, y su correspondiente epígrafe:

“Título III

De las medidas de difusión, evaluación, prevención y protección”

******

Artículo 1º


Ha pasado a ser Artículo 18, con el texto ordenado como se indicará en su oportunidad.

Artículo 2º


Ha pasado a ser Artículo 16, con la siguiente redacción:

“Artículo 16.- Para la comercialización y utilización industrial de productos controlados que no estén prohibidos en conformidad a esta ley, en sus etiquetas y publicidad deberá incluirse un aviso destacado que advierta que dicho producto deteriora la capa de ozono.

El contenido, forma, dimensiones y demás características de este aviso serán determinadas por la normativa técnica que para tal efecto dictará el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

Corresponderá al Servicio Nacional del Consumidor velar por el cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, y su infracción será sancionada conforme a la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.”.

Artículo 3º


Ha pasado a ser Artículo 21, con las modificaciones que se indicarán en su oportunidad.

Artículo 4º


Ha pasado a ser Artículo 19, con las modificaciones que se indicarán en su momento.
Artículo 5º


Ha pasado a ser Artículo 17, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 17.- Los efectos científicamente comprobados que produzca la radiación ultravioleta sobre la salud humana serán evaluados periódicamente por el Ministerio de Salud, sin perjuicio de las funciones que la ley asigne a otros organismos para la evaluación de dichos efectos sobre el ganado, especies vegetales cultivadas, flora y fauna y ecosistemas dependientes o relacionados.”.

Artículo 6º

Ha pasado a ser Artículo 20, con las modificaciones que se indicarán.

Artículo 7º


Ha pasado a ser Artículo 22, en los mismos términos.

Artículo 8º


Ha pasado a ser Artículo 24, con las modificaciones que se indicarán en su momento.
******


Como se señaló, ha consultado como Artículo 18, el Artículo 1º, sustituyendo la expresión “Tabla”, por “tabla”, y ordenado en la forma que se señala:

“Artículo 18.- Los informes meteorológicos emitidos por medios de comunicación social deberán incluir antecedentes acerca de la radiación ultravioleta y sus fracciones, y de los riesgos asociados.

Los organismos públicos y privados que midan radiación ultravioleta lo harán de acuerdo con los estándares internacionales y entregarán la información necesaria a la Dirección Meteorológica de Chile para su difusión. Estos informes deberán expresar el índice de radiación ultravioleta según la tabla que establece para estos efectos la Organización Mundial de la Salud, e indicarán, además, los lugares geográficos en que se requiera de protección especial contra los rayos ultravioleta.”.

*****



Como se indicara, ha consultado como artículo 19, el artículo 4º, reemplazado por el siguiente:

“Artículo 19.- Sin perjuicio de las obligaciones establecidas en los artículos 184 del Código del Trabajo y 67 de la ley Nº 16.744, los empleadores deberán adoptar las medidas necesarias para proteger eficazmente a los trabajadores cuando puedan estar expuestos a radiación ultravioleta. Para estos efectos, los contratos de trabajo o reglamentos internos de las empresas, según el caso, deberán especificar el uso de los elementos protectores correspondientes, de conformidad con las disposiciones del Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo.

Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los funcionarios regidos por las leyes Nºs. 18.834 y 18.883, en lo que fuere pertinente.”.

******


Como se señalara, ha incorporado como Artículo 20, el Artículo 6º, sustituido por el siguiente:

“Artículo 20.- Los instrumentos y artefactos que emitan radiación ultravioleta, tales como lámparas o ampolletas, deberán incluir en sus especificaciones técnicas o etiquetas, una advertencia de los riesgos a la salud que su uso puede ocasionar.

El contenido, forma, dimensiones y demás características de esta advertencia serán determinadas por la normativa técnica que para tal efecto dictará el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en conjunto con el Ministerio de Salud.

Corresponderá al Servicio Nacional del Consumidor velar por el cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, y su infracción será sancionada conforme a la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, sin perjuicio de las facultades de la autoridad sanitaria en materia de protección de la salud de las personas.”.

*******


Como se indicara, ha consultado como artículo 21, el artículo 3º, sustituido por el siguiente:



“Artículo 21.- Los bloqueadores, anteojos y otros dispositivos o productos protectores de la quemadura solar, deberán llevar indicaciones que señalen el factor de protección relativo a la equivalencia del tiempo de exposición a la radiación ultravioleta sin protector, indicando su efectividad ante diferentes grados de deterioro de la capa de ozono.

Corresponderá al Servicio Nacional del Consumidor velar por el cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, y su infracción será sancionada conforme a la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.”.

******


Según se señalara, ha incorporado como artículo 22, el texto contenido en el artículo 7º, sin modificaciones:

********

Ha consultado el siguiente título nuevo y su epígrafe.

“Título IV

De las infracciones y sanciones”


Ha incorporado el siguiente Artículo 23, nuevo:

“Artículo 23.- El que importare o exportare sustancias o productos controlados infringiendo las disposiciones de esta ley, sus reglamentos o normas técnicas, será sancionado con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales, cuyo producto ingresará a rentas generales de la Nación.

Las sanciones por las infracciones antes citadas se aplicarán administrativamente por el Servicio Nacional de Aduanas, mediante el procedimiento establecido en el Título II del Libro III de la Ordenanza de Aduanas, pero no regirá a su respecto la rebaja establecida en el artículo 188 de dicho cuerpo normativo.


De las multas aplicadas conforme al inciso anterior se podrá reclamar ante la Junta General de Aduanas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 189 de la Ordenanza de Aduanas.

Con todo, en caso de que las infracciones sean constitutivas de delitos de contrabando u otros previstos en las leyes vigentes, los responsables serán sancionados penalmente conforme a dichas normas legales.”.

********

Según se indicara, ha incorporado como Artículo 24, el texto contenido en el artículo 8º, sustituido como sigue:

“Artículo 24.- Las demás infracciones de las disposiciones de esta ley serán sancionadas con multa, a beneficio fiscal, de 2 hasta 50 unidades tributarias mensuales.

Será competente para conocer de dichas infracciones el juez de policía local correspondiente, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del trabajo, en su caso.”.

******


Ha incorporado el siguiente Artículo 25, nuevo:

“Artículo 25.- El Director Nacional de Aduanas ordenará, por la vía administrativa y previa coordinación con la autoridad sanitaria o el Servicio Agrícola y Ganadero, según corresponda, la eliminación o disposición final de las sustancias y productos prohibidos, y de aquellos cuya importación y exportación quede prohibida en virtud de lo dispuesto en esta ley.”.

******


Ha agregado el siguiente título V, con los artículos 26, 27 y 28, nuevos, que se consignan:

“Título V

Disposiciones varias

Artículo 26.- No será aplicable la exigencia del certificado previsto en el artículo 12 de esta ley respecto del bromuro de metilo destinado a utilizarse en aplicaciones de cuarentena o de preembarque. En los demás casos, el certificado para dicha sustancia será otorgado por el Servicio Agrícola y Ganadero.

Artículo 27.- Las entidades importadoras, distribuidoras y usuarias de bromuro de metilo tendrán la obligación de declarar al Servicio Agrícola y Ganadero, trimestralmente, las cantidades del producto, adquiridas, almacenadas, distribuidas y utilizadas, por actividad productiva específica.

Artículo 28.- Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia desde la fecha de su publicación.”.

******

Hago presente a V.E. que el artículo 24 del proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto afirmativo de 81 señores Diputados, de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 21.815, de 19 de marzo de 2003.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.)GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO,Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO GENERAL DE COOPERACIÓN ENTRE CHILE Y MARRUECO

(3807-10)


Con motivo del Mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo General de Cooperación entre los Gobiernos de la República de Chile y del Reino de Marruecos”, suscrito en la ciudad de Rabat, el 14 de mayo de 1999.”.



Dios guarde a V.E.

(Fdo.)GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, LARRAÍN, MARTÍNEZ, RÍOS Y STANGE, QUE HACE OBLIGATORIA LA EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DE ACTIVIDADES O PROYECTOS EN QUE SE LIBEREN ORGANISMOS GENÉTICAMENTE MODIFICADOS O TRANSGÉNICOS AL MEDIO AMBIENTE Y QUE PROTEGE ÁREAS CON PRODUCCIÓN LIMPIA, ORGÁNICA Y NATURAL

(2703-12)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss, Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Mario Ríos Santander y Rodolfo Stange Oelckers.


Asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas: El Subsecretario del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción, señor Alvaro Díaz Pérez; la Jefe de Gabinete del señor Subsecretario, señora Katia Trusich Ortiz, y la Asesora del mismo, señora Inés Montalvo Rodríguez. El Presidente de la Comisión de Medio Ambiente del Colegio Médico de Chile, Doctor Andrei Tchernitchin Varlamov. De la Fundación Sociedades Sustentables y Coordinadora de la Red de un Chile Libre de Transgénicos, la señora María Isabel Manssur Nazal, y el Presidente del Consorcio de Sociedades Agrícolas del Sur, señor Manuel Riesco Jaramillo.

- - - - - -


Cabe señalar que en sesión de 3 de marzo de 2004, la Sala autorizó a la Comisión a discutir este proyecto en general y en particular.

- - - - - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) El artículo 19 N° 8º, de la Constitución Política de la República, que garantiza el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, impone al Estado el deber de velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente.


b) El decreto ley Nº 3.557, de 1980, que establece disposiciones sobre protección agrícola.


c) El decreto supremo Nº 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga el Convenio Internacional sobre la Diversidad Biológica.


d) El decreto supremo Nº 30, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 1997, que aprueba el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, modificado por el decreto supremo Nº 95, del mismo Ministerio, de 2002.


e) El decreto supremo Nº 164, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2002, que crea la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología.


f) La resolución exenta Nº 1.523, del Ministerio de Agricultura-Servicio Agrícola y Ganadero, de 2001, que establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación.


g) La resolución exenta Nº 1.927, del Ministerio de Agricultura, de 1993, que establece normas para la internación de material vegetal de reproducción transgénico.


h) El anexo IV del Tratado de Libre Comercio entre Chile y la Unión Europea, promulgado por decreto supremo Nº 28, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2003. Dicho Anexo contiene el Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias aplicable al Comercio de Animales, Productos de Origen Animal, Plantas, Productos Vegetales y otras Mercancías, y sobre Bienestar Animal.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Fundamentos de la Moción


Al fundar la presente iniciativa legal, sus autores, luego de definir "organismo genéticamente modificado o transgénico", advierten que el actual estado de avance de la denominada biotecnología transforma a ésta en un poder efectivo para cambiar la diversidad de las especies vivas del planeta.


Enseguida, destacan la conveniencia de valorar las distintas especies de la naturaleza, sus mutuas relaciones y sus vínculos con el medio ambiente.


Tras recordar que nuestro país es miembro del Convenio sobre Biodiversidad, los autores hacen presente la necesidad de cuidar que las especies asociadas a actividades productivas agrícolas, ganaderas, forestales y de piscicultura, realizadas en modalidad de producción limpia, orgánica o natural, no queden expuestas en sus ciclos y procesos a organismos genéticamente modificados.


Sobre el particular, destacan que los llamados "organismos genéticamente modificados", utilizados en alimentación, arriesgan ocasionar daños a la salud pública, tales como mermas en el sistema inmunológico, alergias, toxicidad y enfermedades crónicas aún desconocidas.


En ese contexto se inserta el objetivo de la iniciativa, debiendo considerarse, además, que existen en Chile extensas zonas aisladas que se pueden constituir como áreas de protección ecológica, para cautelar la continuidad de los mecanismos productivos tradicionales que se llevan a cabo en ellas, dado el relevante valor que están adquiriendo en el mercado los productos orgánicos y naturales.


Para la certificación de dichos productos es imprescindible, a juicio de los autores de la iniciativa, eliminar los riesgos de intervenciones que afecten su condición o que liberen organismos genéticamente modificados en dichas zonas, atendida su posibilidad de propagación. Al respecto, argumentan que una vez incorporados los referidos organismos en los ciclos reproductivos de las especies naturales el fenómeno se convierte en un proceso irreversible.


Por las razones expuestas y fundados en la garantía constitucional del Nº 8º del artículo 19, de la Carta Fundamental, concluyen que deben incluirse los proyectos que impliquen liberación al medio ambiente de organismos genéticamente modificados, entre aquellos que quedan sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Conforme a lo anteriormente expuesto, los objetivos del proyecto son los siguientes: En el contexto de las obligaciones que emanan del Convenio Internacional sobre Biodiversidad y el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotectnología, especialmente en lo que dice relación con el establecimiento de un sistema de áreas protegidas o de áreas donde haya que tomar medidas especiales para conservar la diversidad biológica, el proyecto propone: modificar la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente a fin de hacer obligatoria la evaluación de impacto ambiental de actividades en que se liberen organismos genéticamente modificados o transgénicos al medio ambiente, con la finalidad de proteger áreas cuya producción sea limpia, orgánica y natural.
- - - - - -

DISCUSIÓN GENERAL


Con motivo de la discusión de la idea de legislar en la materia, vuestra Comisión tuvo presente las opiniones relativas al proyecto de los representantes del Ejecutivo y del sector privado, las que se resumen, en lo fundamental, a continuación:


El señor Subsecretario de Economía inició su presentación señalando que se referiría a las políticas que el Gobierno está impulsando en materia de Biotecnología, las que están contenidas en un informe elaborado por una Comisión Presidencial creada aproximadamente hace un año y medio e integrada por representantes del sector científico, empresarios, e instituciones y que tienen relación directa o indirecta con la biotecnología, tales como el Ministerio de Salud, la Comisión Nacional de Medio Ambiente, el Ministerio de Agricultura y también la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT). 


Indicó que las políticas sobre biotecnología se elaboraron después de una ronda de consultas que se hicieron tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados y que tienen por objeto promover el desarrollo de la biotecnología como una herramienta fundamental para la competitividad de la economía, en la que aproximadamente el 90% de las exportaciones son productos naturales con algún procesamiento. 


Asimismo, sostuvo que el gran desafío para el país en materia de ciencia y tecnología es la incorporación de la biotecnología, lo que atañe tanto al sector empresarial como al científico y a la investigación en las Universidades. En este sentido, señaló que se estaba promoviendo una serie de actividades, una de las cuales era el Programa Genoma. Este programa, agrega, ha sido operado en conjunto por el Ministerio de Economía, la CORFO y el Ministerio de Agricultura. 


Por otra parte, señaló que se había constituido una empresa con capitales japoneses y de CODELCO que impulsaba la investigación y el desarrollo en microorganismos que se utilizan en la producción minera, para la lixiviación bacterial. Las ventajas de este proyecto, indicó, son principalmente tres: reducir costos de producción, incrementar reservas disponibles y producir efectos ambientales positivos. En este último aspecto, destacó que algunas de las bacterias, cuyo código genético se conoce, son capaces de fijar el arsénico a la roca reduciendo las emisiones de arsénico en los procesos industriales mineros. Asimismo, sostuvo que algunos de estos microorganismos pueden ser utilizados en bioremediación y en otras aplicaciones que tengan  tanto impacto productivo como ambiental positivo.


A continuación, expresó que el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción consideraba necesario desarrollar estas iniciativas en el contexto de un marco regulatorio, el cual debería formar parte de una política general. Señaló que hacía unos meses el Presidente de la República se refirió a esta materia y anunció que se presentaría un proyecto de ley de Bioseguridad y de Biotecnología al Congreso, el que representaba un enfoque integrado que el país tendría en esta materia.


También, señaló que para elaborar el proyecto de ley Marco de Biotecnología se ha constituido una Comisión del Gobierno en la cual participan el Ministerio de Salud, CONAMA, el Ministerio de Agricultura, la Subsecretaría de Pesca, el Ministerio de Economía y CONICYT. En la actualidad, indicó, esta Comisión ya ha superado la etapa de las definiciones y hoy día está discutiendo sobre las atribuciones y competencia de cada organismo en esta materia.


A continuación, se refirió a los elementos básicos del marco regulatorio como son los procedimientos que se utilizan en la investigación, dimensión importante ya que los laboratorios trabajan con organismos genéticamente modificados y en esta materia, agregó, no existen en Chile normas y estándares internacionales, los que en el futuro necesariamente tendrán que aplicarse. 


En materia de Propiedad Intelectual, señaló, que el proyecto de ley en debate no permitirá el patentamiento de animales, plantas transgénicas, genoma o la descripción de partes de seres vivos. Asimismo, indicó que el hecho de cambiar un gen o una parte de una cadena de ADN en una planta no se considera razón suficiente para patentar una planta constituida por varios centenares de miles de genes. De este modo, sostuvo que la protección de la propiedad intelectual de plantas se efectuará por la vía de la Protección de Variedades Vegetales y no por la vía del patentamiento.


Enseguida, mencionó la forma como el proyecto de ley enfoca lo relativo a la realización de una evaluación sanitaria, al rotulado, al impacto ambiental, estándares de calidad, procedimientos de fiscalización, los Acuerdos Internacionales – en particular el Protocolo de Cartagena – y la formación de recursos humanos. 


Agregó que Chile no disponía de un marco regulatorio completo, ya que sólo existía un Manual de buenas prácticas en materia de Investigación y Desarrollo, pero éste tenía el carácter de voluntario, porque no había reglamentos específicos de evaluación de impacto ambiental: únicamente, indicó, se permitía el cultivo de semillas genéticamente modificadas para la exportación en ambiente confinado y no para consumo interno previa certificación de bioseguridad por un Comité científico en el SAG. En Chile, señala, estaba prohibido producir alimentos genéticamente modificados. No obstante, indica que éstos se podían importar sin una evaluación sanitaria. En consecuencia, concluye, que el sistema era incompleto y en algunos casos inconsistente.


Para abordar este tema considera que debe tenerse presente lo que acontece a nivel mundial, como los avances en materia de inocuidad de alimentos genéticamente modificados. Destaca el Informe de la OMS respecto a la inocuidad, el cual instaba a proceder caso a caso mediante procedimientos seguros y específicos.


Por otra parte, expone que entre la Unión Europa y los EEUU existía un acuerdo básico en materia de evaluación sanitaria del impacto o riesgo de alimentos genéticamente modificados. Luego se refirió al caso Argentino en donde se producen sólo los transgénicos aprobados por la Unión Europea. Asimismo, cita el caso brasileño, con catorce leyes sobre esta materia, el cual se caracteriza por su inconsistencia regulatoria.


A continuación, se refirió a los criterios para la construcción del Marco Regulatorio. En primer término, expone, se pretende apoyar el desarrollo de la biotecnología en un contexto de responsabilidad y de sustentabilidad. Por otra parte, señala, que las prioridades en el corto plazo están concentradas en la biominería, en el sector forestal, en biomedicina para animales y en la genómica de frutas y vides En este contexto, expone, se plantea un marco legal amplio y no reglamentario, que se adapte fácilmente a la rápida evolución de la Biotecnología. 


Sobre esta base, señaló que las primeras medidas que se adoptarían sería el propender al etiquetado de los productos e impedir la circulación de los alimentos peligrosos para la salud. Al respecto, indicó que el Ministerio de Salud enfatizó que su labor se centraría en impedir la circulación de los alimentos peligrosos que pudieran producir reacciones alérgicas.


Luego se refirió al Principio de Información del Consumidor, el cual proclama el derecho del consumidor a ser informado una vez efectuada la evaluación sanitaria por el Ministerio de Salud, debiendo rotularse los posibles riesgos para la salud humana, los efectos secundarios y los cambios en la composición nutricional de los productos. 


En relación a los contenidos fundamentales del presente proyecto, expuso sobre el etiquetado para la información del consumidor. Al respecto, señaló que el principio rector es que el consumidor pueda escoger los alimentos que desea consumir en cuanto a sus características y tratamiento. Para tal efecto, indicó, que el consumidor debe estar debidamente informado sobre la procedencia de los productos, ya sea mediante el etiquetado de los mismos o a través de otros mecanismos formulados por la autoridad pertinente, como sucedió con el caso de los alimentos tratados con pesticidas. 


Por otra parte, informó que los Ministerios de Economía y de Salud están considerando la evaluación de riesgo ambiental para el cultivo y la producción de plantas y animales genéticamente modificados. Al respecto, señaló que se podría proceder de varias maneras, ya sea caso a caso, o admitiendo una producción confinada, o una restricción a ciertos productos en determinadas localidades. 


En relación a la coexistencia de cultivos entre los organismos modificados y los convencionales, trajo a colación la recomendación de la Comisión Europea respecto a esta materia. A continuación, manifestó que el modelo chileno no es el de una agricultura transgénica, sino el de una coexistencia de varios tipos, por esto no puede haber prohibición de usar una determinada tecnología, ni puede haber “zonas libres de transgénicos”, ya que eso violaría la libertad del productor de escoger la tecnología a utilizar. En consecuencia, considera que esta característica debe estar incorporada en este marco regulatorio. Finalmente, mencionó a la trazabilidad como otro fenómeno que también debe estar incorporado en la Ley Marco, ya que permitiría mantener el historial de un determinado producto.


A continuación, hizo uso de la palabra el Presidente de la Comisión de Medio Ambiente del Colegio Médico de Chile quien definió los organismos transgénicos (OT) como aquellos a los cuales se les implanta un gen de otra especie que puede ser animal o vegetal, un virus, un hongo. Asimismo, aclara que este término no es sinónimo de organismo genéticamente modificado, puesto que éstos consisten en organismos que han duplicado o triplicado sus cromosomas, manteniendo su proporcionalidad genética, resultando productos absolutamente inocuos e infértiles.

.


A continuación, enunció algunas de las ventajas que presentan los organismos transgénicos, dentro de las cuales destaca: su resistencia a plagas o a herbicidas, su aumento de la productividad y la producción de frutos que son más resistentes.


Luego enumera las desventajas, las que agrupa bajo tres criterios: riesgos para la salud; riesgos para la preservación de la biodiversidad y riesgos sociales, económicos y estratégicos. Dentro de los riesgos para la salud, señala que los transgénicos podrían producir sustancias nocivas para la salud, cuyos efectos no han sido estudiados, ya que podrían generar sustancias químicas nuevas, debido al implante a que han sido objeto, lo que podría alterar su ruta metabólica.


En relación con el riesgo para la biodiversidad, plantea la posibilidad de la desaparición de las especies por desplazamiento, lo que según él podría generarse mediante una polinización cruzada. También indica que podrían desaparecer las especies hortofrutícolas habituales, lo que produciría una alteración de las especie, lo que podría provocar la ruptura del equilibrio ecológico actual.


En cuanto a los efectos económicos y estratégicos de los transgénicos plantea el problema de las patentes y de los derechos sobre las nuevas especies transgénicas. Asimismo, agrega que en los países desarrollados se ha limitado la producción de estas especies. No obstante, indica que en nuestro mercado no se ha impuesto ninguna de estas limitaciones y existen muchos transgénicos que ni siquiera cuentan con un etiquetado. 


Finalmente, señala que la producción de transgénicos debe realizarse seriamente en un laboratorio que cuente con todas las medidas de seguridad, para así evitar que se contaminen a otras especies.


A continuación la representante de la Fundación de Sociedades Sustentables y Coordinadora de la Red de un Chile Libre de Transgénicos se refiere a la tramitación de la Ley de Biotecnología, la cual se inicia en el año 2001, cuando el Ministerio de Economía convocó a un grupo de expertos para la elaboración de una Política Nacional de Biotecnología, la que fue publicada en noviembre del año 2003. Esta Política Nacional, indica, propone la elaboración de una Ley Marco de Biotecnología, su regulación sanitaria y agraria para reglamentar el cultivo de transgénicos.


Finalmente expone que la agrupación que representa está a favor de los proyectos de etiquetado y de la instauración de zonas limpias.



El Presidente del Consorcio de Sociedades Agrícolas del Sur señala que se está ante un tema comercial, que se relaciona con las barreras arancelarias del mundo y con las patentes industriales. En el caso de Chile, entiende que habría una discriminación con los productores nacionales, ya que se prohíbe la producción de transgénicos a nivel nacional, no obstante se autoriza su comercialización. Por otra parte, agrega, que todos los transgénicos deben estar debidamente etiquetados, porque es el único mecanismos para asegurar la calidad y estandarización de los productos.

1) Normativa de la Unión Europea


En relación con esta iniciativa, cabe considerar también, con fines de conocimiento, la Directiva Nº 2001/18/CEE, emanada del Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión Europea, relativo a la liberación intencional en el medio ambiente de organismos modificados genéticamente.


En términos generales, puede sostenerse que el texto acepta la liberación al medio ambiente y la comercialización controlada de organismos genéticamente modificados, siempre que se cumpla con algunos requisitos cuales son, por ejemplo, que el usuario efectúe una evaluación de los riesgos de dicha utilización para la salud humana y el medio ambiente. Anteriores directivas europeas en la materia establecieron que el grado de confinamiento depende del nivel de riesgo de la actividad, distinguiéndose al efecto cuatro alternativas (nulo o insignificante, bajo, moderado y alto).


Para el adecuado control de las investigaciones, se establece un mecanismo de información y consultas permanentes entre los Estados.


Además, los Estados deben garantizar análisis sistemáticos e independientes sobre los riesgos posibles de la liberación intencional o la comercialización de OGM. Al efecto, deben asegurar recursos y el acceso a toda la información disponible, dentro del respeto de los derechos de propiedad intelectual.


En todo caso, los Estados admiten que, atendiéndose en especial a la cuestión de los genes de resistencia a los antibióticos cuando se lleve a cabo la evaluación de riesgo de OGM que contengan dichos genes, la liberación intencional de estos organismos en fase experimental es usualmente un paso necesario en el desarrollo de productos nuevos.


Por lo mismo, la introducción de OGM en el medio ambiente debe realizarse "paso a paso", lo cual supone la reducción progresiva del confinamiento y el incremento gradual de la liberación, pero sólo cuando la evaluación de las etapas anteriores sobre protección de la salud humana y del medio ambiente revele que puede avanzarse a la siguiente etapa.


Por otra parte, ningún OGM que sea producto o componente de producto y que esté destinado a ser liberado intencionalmente, puede ser comercializado sin haber sido sometido previamente a pruebas satisfactorias en la fase de investigación y desarrollo en los ecosistemas que pudieran verse afectados por su utilización. En este sentido, toda persona antes de acometer una liberación intencional de OGM en el medio ambiente o de comercializarlo, deberá cursar una notificación a la autoridad nacional competente, acompañando un expediente técnico que incluya una evaluación completa de riesgos para el medio ambiente, así como la especificación de medidas apropiadas de seguridad y de actuación en caso de emergencia y, tratándose de productos, de instrucciones y condiciones de empleo precisas, y de un proyecto de etiquetado y envasado. Cursada la notificación, no se podrá realizar ninguna liberación sin la previa aprobación de la autoridad competente.


Autorizada que sea la liberación o comercialización, según el caso, se debe garantizar el seguimiento del producto.


Es interesante destacar que los Estados no podrán prohibir, restringir o impedir la comercialización de OGM que sean productos o componentes de un producto, cuando cumplan las disposiciones de esta Directiva, salvo que información nueva o adicional posterior entregue razones suficientes para considerar que un OGM constituye un riesgo para la salud humana o el medio ambiente, evento en el cual se podrá restringir o prohibir provisionalmente su uso o venta.


En el caso de Estados Unidos de Norteamérica, la información disponible sostiene que es el país que produce más plantas transgénicas. A manera ilustrativa, en el año 2002 se cultivaron en su territorio treinta millones de hectáreas con transgénicos, esto es, el 68% de las hectáreas mundiales de transgénicos. Tres cultivos componen la mayoría de las hectáreas sembradas con OGM, a saber, la soja, el maíz y el algodón.


Existen tres agencias gubernamentales encargadas de regular el empleo de transgénicos. Por carecer de una legislación especial en la materia, dichas regulaciones se fundan en las normas legales relativas a los organismos no transgénicos, dando por supuesta una suerte de equivalencia entre ambos organismos. El Departamento de Agricultura de los Estados Unidos (USDA) regula las pruebas y comercialización de plantas transgénicas; la Agencia de Protección del Medio Ambiente (EPA) regula los OGM que contienen pesticidas, y la Agencia de Alimentación y Medicamentos (FDA) se encarga de la seguridad para los seres humanos y animales de los alimentos transgénicos. Según las empresas de biotecnología que operan en el país del norte, el riguroso sistema imperante garantizaría la salud humana y ambiental.

2) Algunos aspectos relativos al Convenio sobre Diversidad Biológica, y al Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología
a.- Convenio sobre la Diversidad Biológica


Como se dijera, fue promulgado por decreto supremo Nº 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995.


En lo que interesa a este informe, cabe consignar que las Partes, en los considerandos de este instrumento, se muestran conscientes de los valores ecológicos, genéticos, sociales, económicos, científicos, educativos, culturales, recreativos y estéticos de la diversidad biológica y sus componentes.


Luego de reafirmar los derechos de los Estados sobre sus propios recursos biológicos, advierten acerca de su responsabilidad en la conservación de la biodiversidad y en la utilización sostenible de dichos recursos. Al respecto, observan que la exigencia fundamental para cumplir tal finalidad es la conservación "in situ" de los ecosistemas y hábitats naturales y el mantenimiento y la recuperación de poblaciones viables de especies en sus entornos naturales.


Las expectativas de las Partes se orientan en el sentido de que tanto el suministro de recursos financieros, cuanto el acceso a las tecnologías pertinentes, puedan modificar considerablemente la capacidad mundial de hacer frente a la pérdida de la diversidad biológica.


A su juicio, la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica tienen importancia crítica para satisfacer las necesidades alimentarias, de salud y de otra naturaleza de la población mundial en crecimiento, razón por la cual son esenciales el acceso a los recursos genéticos y a las tecnologías, y la participación en esos recursos y tecnologías.


Entrando en el articulado del Convenio, merecen destacarse las siguientes normas:


El artículo 1º, que señala como sus objetivos la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos, mediante un acceso adecuado a esos recursos y una transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes.


El artículo 2º, que contiene diversas definiciones. Entre ellas, y en lo que concierne a este informe:


- "Biotecnología", esto es, toda aplicación tecnológica que utilice sistemas biológicos y organismos vivos o sus derivados para la creación o modificación de productos o procesos para usos específicos.


- "Diversidad biológica", a saber, la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, incluidos, entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los que forman parte. Comprende, además, la diversidad dentro de cada especie, entre las especies y los ecosistemas.


- "Material genético", esto es, todo material de origen vegetal, animal, microbiano o de otro tipo, que contenga unidades funcionales de la herencia.


- "Recursos biológicos", los recursos genéticos, los organismos o partes de ellos, las poblaciones, o cualquier otro tipo del componente biótico de los ecosistemas de valor o utilidad real o potencial para la humanidad.


- "Recursos genéticos", el material genético de valor real o potencial.


El artículo 3º, que declara el derecho de los Estados de explotar sus recursos en aplicación de su propia política ambiental, y establece la obligación de asegurar que las actividades que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no perjudiquen al medio ambiente de otros Estados o de zonas situadas fuera de toda jurisdicción nacional.


El artículo 6º, que obliga a las Partes a elaborar estrategias, planes o programas nacionales para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica o a adoptar para ese fin las estrategias, planes o programas existentes, y a integrar la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica en los planes, programas y políticas sectoriales o intersectoriales.


El artículo 8º, que insta a las Partes a establecer un sistema de áreas protegidas o de áreas donde haya que tomar medidas especiales para conservar la diversidad biológica; a elaborar directrices para la selección, el establecimiento y la ordenación de dichas áreas; a reglamentar o administrar los recursos biológicos importantes para la conservación de la diversidad biológica, ya sea dentro o fuera de las áreas protegidas, para garantizar su conservación y utilización sostenible, y a promover la protección de ecosistemas y hábitats naturales y el mantenimiento de poblaciones viables de especies en entornos naturales.


Esta disposición es especialmente relevante porque, además, obliga a las Partes a regular, administrar o controlar los riesgos derivados de la utilización y la liberación de organismos vivos modificados, como resultado de la biotecnología, que es probable tengan repercusiones ambientales adversas que puedan afectar a la conservación y a la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana.


El artículo 10, que, en materia de utilización sostenible de los componentes de la biodiversidad, impone el deber de adoptar medidas relativas a la utilización de los recursos biológicos para evitar o reducir al mínimo los efectos adversos para la diversidad biológica.


El artículo 15, al tenor del cual, en reconocimiento de los derechos soberanos de los Estados sobre sus recursos naturales, la facultad de regular el acceso a los recursos genéticos incumbe a los gobiernos nacionales y está sometida a la legislación nacional.


El artículo 16, en cuya virtud las Partes, reconociendo que la tecnología incluye la biotecnología, y que tanto el acceso a la tecnología como su transferencia son elementos esenciales para el logro de los objetivos del Convenio, se comprometen a asegurar y facilitar el acceso a tecnologías pertinentes para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica o que utilicen recursos genéticos y no causen daños significativos al medio ambiente, así como la transferencia de esas tecnologías.


El artículo 19, que, en lo relativo a gestión de la biotecnología y distribución de sus beneficios, exige a las Partes a adoptar medidas legislativas, administrativas o de política, según proceda, para asegurar la participación efectiva en las actividades de investigación sobre biotecnología.


Esta norma, además, obliga a las Partes a estudiar la necesidad y las modalidades de un protocolo que establezca procedimientos adecuados, incluido en particular el consentimiento fundamentado previo, en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización de cualesquiera organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica.


El artículo 28, que impone a las Partes el deber de cooperar en la formulación y adopción de protocolos del presente Convenio. En este contexto se enmarca la adopción del protocolo sobre biotecnología.

b.- Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología

Encuentra su fundamento jurídico, como se dijera precedentemente, en los artículos 19 y 28 del Convenio sobre Diversidad Biológica. Fue suscrito el 29 de enero de 2000.


Este Instrumento, inspirado en el denominado "principio precautorio", contenido en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, tiene como objetivo garantizar un nivel adecuado de protección en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización seguras de los organismos vivos modificados (OVM) resultantes de la biotecnología moderna que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, y centrándose concretamente en los movimientos transfronterizos de estos organismos.


No podrá interpretarse este instrumento de manera que impida adoptar medidas más estrictas para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica de un país, siempre que esas medidas sean compatibles con este instrumento internacional.


El Protocolo no se aplicará al movimiento transfronterizo de OVM que sean productos farmacéuticos para seres humanos, y que ya estén contemplados en otros acuerdos o por otras organizaciones internacionales. Lo anterior, no obstante, se entiende sin menoscabo de cualquier derecho de un país a someter a evaluación de riesgo tales productos antes de adoptar una decisión respecto a su importación.


Asimismo, las disposiciones de este instrumento internacional no afectarán las importaciones de OVM que sean objeto de acuerdos o arreglos bilaterales, regionales y multilaterales celebrados entre los países firmantes de este protocolo.


Además, no se aplicarán las reglas del procedimiento de acuerdo fundamentado previo, en los siguientes casos:


a.- A los OVM que hayan sido declarados, por la Conferencia de las Partes, como inofensivos porque no sea probable que tengan efectos adversos para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica, o para la salud humana.


b.- A los OVM respecto de los cuales se haya declarado inaplicable ese procedimiento.


c.- A los OVM en tránsito.


d.- A los OVM destinados a uso confinado, cuyo movimiento transfronterizo se haya realizado con sujeción a las normas del país importador.


Lo que se dispone en los dos últimos eventos, es sin perjuicio del derecho de un país de tránsito a regular el transporte de OVM a través de su territorio y de comunicar al Centro de Intercambio de Información sobre la Seguridad de la Biotecnología (CIISB) cualquier decisión que al respecto adopte, así como del derecho del país de importación a establecer reglas para el uso confinado dentro de su jurisdicción.


El Protocolo prevé varios procedimientos. A saber:


- Procedimiento de acuerdo fundamentado previo, que se aplica hasta antes del primer movimiento transfronterizo intencional de OVM destinados a la introducción deliberada en el medio ambiente de un país importador. En lo anterior no se debe considerar a OVM que se vayan a utilizar directamente como alimento humano, animal o para procesamiento, pues están sometidos a un procedimiento especial.


El procedimiento se inicia con la notificación que hará el país exportador o el mismo exportador a la autoridad competente del país de importación, mediante el cual se solicita autorización para introducir un OVM a su medio ambiente, proporcionándole información suficientemente detallada sobre asuntos como: la identidad y domicilio del exportador e importador; el nombre e identidad del OVM, clasificación nacional, del nivel de seguridad de la biotecnología; la situación del OVM en el país de exportación; los organismos receptores o parentales y hábitat en que los organismos pueden persistir o proliferar; el o los organismos donantes; el ácido nucleico o la modificación introducida, la técnica utilizada y las características resultantes del OVM; el uso previsto del OVM y sus productos; informe sobre la evaluación de riesgo conocido y disponible que se haya realizado; métodos sugeridos para la manipulación, almacenamiento, transporte y utilización, envase, etiquetado, procedimientos de eliminación y emergencia; situación legal del OVM en el país de exportación y en el caso de estar prohibido, manifestar las razones científicas y sociales de la prohibición.


La parte de importación deberá extender acuse de la notificación recibida, y en éste hará constar: la fecha de recepción de la notificación, la suficiencia a primera vista de la información proporcionada en la notificación, la manifestación, si fuera el caso, de que se va a resolver la solicitud conforme a su legislación o sujetándose a las reglas del mismo Protocolo.


El país de importación deberá tomar una decisión en base a una evaluación del riesgo y de los posibles efectos adversos del OVM de que se trate, para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica y la salud humana, aplicando procedimientos científicos sólidos y técnicas reconocidas.


Una vez tomada la decisión, el país de importación la comunicará por escrito a quien le haya notificado y al Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de la Biotecnología.


La decisión puede consistir en:


a) Aprobar la importación con o sin condiciones, expresando también la forma en que se aplicará la decisión para las ulteriores importaciones del mismo OVM.


b) Prohibir la importación.


c) Solicitar información adicional.


d) Comunicar al notificador que el plazo para notificarle su decisión se ha prorrogado por un determinado lapso.


Excepto cuando la decisión sea la aprobación incondicional de la importación, siempre se deberán exponer las razones en que se fundamenta la determinación.


La circunstancia de no existir certeza científica sobre la magnitud de los posibles efectos adversos de un OVM en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica o para la salud humana en el país de importación, no impedirá que éste adopte las medidas pertinentes a fin de evitar o reducir al mínimo los posibles efectos adversos contra esos bienes.


- Procedimiento para OVM destinados a uso directo como alimento humano, animal o procesamiento. En esta hipótesis, si un país adopta una decisión definitiva sobre el uso nacional de un OVM para uso directo como alimento humano, animal o para procesamiento, incluida su colocación en el mercado, cuando dicho organismo pueda ser objeto de un movimiento transfronterizo, lo informará a los demás países dentro de este Protocolo de manera directa o por intermedio del Centro Internacional de Intercambio de Información de la Biotecnología.


Cualquier país podrá adoptar una decisión sobre la importación de OVM de esta clase de acuerdo a disposiciones jurídicas nacionales compatibles con el Protocolo.


Los países en desarrollo o que tengan una economía en transición, ante la falta de un marco reglamentario adecuado, compatible con el objetivo de este Protocolo y en ejercicio de su jurisdicción interna, podrán adoptar una decisión antes de la primera importación de un OVM que se tomará en base a una evaluación de riesgo y en plazos que no excedan de doscientos setenta días. Lo anterior deberá ser del conocimiento de los demás países, por medio del Centro Internacional de Intercambio de Información sobre la Seguridad de la Biotecnología.


La circunstancia de no existir certeza científica sobre la magnitud de los posibles efectos adversos de un OVM de este tipo, en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica o para la salud humana en el país de importación, no impedirá que adopte las medidas pertinentes a fin de evitar o reducir al mínimo los posibles efectos adversos contra esos bienes.


- Procedimiento simplificado, siempre que se apliquen medidas de seguridad adecuadas en el movimiento transfronterizo intencional de OVM, un país de importación podrá señalar:


a) Los casos de movimientos transfronterizos intencionales de OVM que se pueden realizar al mismo tiempo que sus respectivas notificaciones.


b) Las importaciones de OVM que quedan exceptuadas de la aplicación del procedimiento de acuerdo fundamentado previo.


El Protocolo establece un mecanismo de "revisión de las decisiones", en virtud del cual un país de importación podrá en cualquier momento revisar y modificar una decisión que haya adoptado sobre la importación de un OVM, tomando como base nueva información científica de los posibles efectos adversos de tal organismo para la conservación y utilización sostenible tanto de su diversidad biológica, como de la salud humana. En tal caso, deberá informar en un plazo de treinta días, al CIISB y de manera directa a quien le haya notificado previamente algún movimiento transfronterizo del OVM objeto de la decisión.


Por otra parte, un país de exportación o notificador podrá solicitar que un país de importación revise una decisión adoptada, cuando se han producido cambios que pueden influir en la evaluación de riesgo base de la decisión o se dispone de nueva información científica o técnica pertinente. El país de importación responderá por escrito en un plazo de noventa días y expondrá las razones de su decisión. Así como podrá requerir evaluaciones de riesgo para importaciones subsecuentes.


Al tenor de normas sobre "información confidencial", el notificador determinará justificadamente qué datos de la información que acompaña a la correspondiente notificación o de la que se rindió como adicional, deberá ser considerada y manejada como confidencial.


El país de importación que considere justificadamente que la información clasificada como confidencial por el notificador no merece ese tratamiento, establecerá consultas con él, le comunicará tal decisión y las razones en que se funda, le dará oportunidad para consultas adicionales y revisión interna de dicha determinación, antes de divulgar la información.


Cada país dentro de este Protocolo protegerá toda información confidencial que reciba, incluidos los casos de información comercial, industrial, de investigación o desarrollo. Dicha información sólo se podrá utilizar con fines comerciales, cuando el país de importación cuente con el consentimiento escrito del notificador.


En ningún caso se considerará información confidencial, entre otros aspectos, la descripción general del OVM y el resumen de la evaluación de riesgo de los efectos adversos para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica y la salud humana.


Respecto a la manipulación, transporte, envasado e identificación de OVM, los países firmantes adoptarán las medidas necesarias para que estas acciones se realicen en condiciones de seguridad, tomando en cuenta las normas y estándares internacionales pertinentes.


Cuando se trate de OVM para uso confinado, la documentación deberá especificar dicho uso, los requisitos de manipulación, el punto de contacto para información adicional, y señalar la institución a la que se envían dichos organismos. Si se trata de OVM destinados a su introducción intencional al medio ambiente del país de importación, la documentación deberá precisar su identidad, rasgos, características, requisitos de manipulación, almacenamiento, transporte y uso seguros, el punto de contacto para información adicional, datos del exportador e importador, y la declaración de que el movimiento transfronterizo del OVM se realizará bajo las reglas del Protocolo.


En el caso de posibles o reales efectos adversos contra la diversidad biológica y la salud humana por liberación involuntaria de OVM, cada país avisará a los Estados afectados o que puedan resultar afectados, al CIISB y a las organizaciones internacionales pertinentes, del referido movimiento transfronterizo involuntario.


Los avisos de referencia deberán contener: información disponible pertinente sobre las cantidades estimadas, características y rasgos importantes del OVM que se ha liberado; fecha estimada de la liberación, circunstancias y uso del OVM en el país de origen; información sobre los posibles efectos adversos a la diversidad biológica y la salud humana, así como posibles medidas de gestión del riesgo, y cualquier otra información necesaria y la información sobre el punto de contacto.


Para la operación del sistema, cada país designará ante la Secretaría de la Conferencia de las Partes el centro focal para el enlace y a una o más autoridades nacionales que se encargarán de las funciones administrativas que se requieren en este Protocolo.


En lo que concierne a las funciones del Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de la Biotecnología, se destacan las siguientes: facilitar el intercambio de información, experiencia científica y técnica, ambiental y jurídica respecto a los OVM, y prestar asistencia a los países en la aplicación del Protocolo.


El Protocolo plantea que las Partes podrán tener en cuenta consideraciones socioeconómicas resultantes de los efectos de la utilización de OMV en la diversidad biológica, especialmente en consideración al valor que este bien tiene para las comunidades indígenas y locales.


El Protocolo contiene, por último, disposiciones relativas a evaluación y gestión del riesgo, creación de recursos humanos y capacidad institucional, concientización y participación del público, movimientos transfronterizos ilícitos, responsabilidad y compensación entre Estados y recursos financieros.


En cuanto a sus Anexos, el que mayor interés reviste en relación con este informe es el que versa sobre los criterios que se deben considerar en la evaluación del riesgo de los OVM para el medio ambiente y la salud humana.


El objetivo del procedimiento de evaluación, en el marco del Protocolo, es determinar y apreciar los posibles efectos adversos de los OVM en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica en el probable medio receptor, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana.


De allí es que las autoridades competentes deban recurrir a la evaluación del riesgo para, entre otras finalidades, adoptar decisiones fundamentadas en relación con los OVM.


Los principios que inspiran el procedimiento son los siguientes:


- La evaluación deberá realizarse en forma transparente y científicamente competente y al efectuarse habrán de tenerse en cuenta tanto el asesoramiento de los expertos cuanto las directrices elaboradas por las organizaciones internacionales pertinentes.


- La falta de conocimientos científicos o de consenso científico no se interpretarán necesariamente como indicadores de un determinado nivel de riesgo, de la ausencia de riesgo o de la existencia de un riesgo aceptable.


- Los riesgos relacionados con los OVM o sus productos, por ejemplo, materiales procesados que tengan su origen en OVM, que contengan combinaciones nuevas detectables de material genético replicable que se hayan obtenido mediante el uso de la biotecnología moderna, deberán estimarse en el contexto de los riesgos planteados por los receptores no modificados o por los organismos parentales en el probable medio receptor.


- La evaluación del riesgo deberá realizarse caso por caso. Por lo mismo, la naturaleza y el nivel de detalle de la información requerida puede variar, dependiendo del OVM, su uso previsto y el probable medio receptor.


Desde el punto de vista de la metodología, se advierte que el proceso de evaluación del riesgo puede generar, por una parte, la necesidad de obtener más información acerca de aspectos concretos, que podrán determinarse y solicitarse durante el proceso de evaluación, y, por otra, que la información sobre otros aspectos pueda carecer de interés en algunos casos.


Respecto de las etapas del procedimiento de evaluación de riesgo, se distinguen las siguientes:


1.- Identificación de cualquier característica genotípica y fenotípica nueva relacionada con el organismo vivo modificado que pueda tener efectos adversos en la diversidad biológica y en el probable medio receptor, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana.


2.- Evaluación de la probabilidad de que esos efectos adversos ocurran realmente, teniendo en cuenta el nivel y el tipo de exposición del probable medio receptor al OVM.


3.- Evaluación de las consecuencias si esos efectos adversos ocurriesen realmente.


4.- Estimación del riesgo general planteado por el OVM basada en la evaluación de la probabilidad de que los efectos adversos determinados ocurran realmente y las consecuencias en ese caso.


5.- Recomendación sobre si los riesgos son aceptables o si pueden ser gestionados o no, incluida, cuando sea necesaria, la determinación de estrategias para administrar esos riesgos.


6.- Cuando haya incertidumbre acerca del nivel de riesgo, se podrá tratar de subsanar solicitando información adicional sobre las cuestiones concretas motivo de preocupación, o poniendo en práctica estrategias de gestión del riesgo apropiadas mediante la vigilancia del OVM en el medio receptor.


Cabe destacar que en la evaluación del riesgo se debe atender a los datos técnicos y científicos pertinentes sobre los antecedentes que siguen:


- Características biológicas del organismo receptor o de los organismos parentales, incluida la información sobre la situación taxonómica, el nombre común, el origen, los centros de origen y los centros de diversidad genética, si se conocen, y una descripción del hábitat en que los organismos pueden persistir o proliferar.


- Situación taxonómica y nombre común, fuente y características biológicas pertinentes de los organismos donantes.


- Características del vector, incluida su identidad, si la tuviera, fuente de origen y área de distribución de sus huéspedes.


- Características genéticas del ácido nucleico insertado y de la función que especifica y características de la modificación introducida.


- Identidad del OVM y diferencias entre sus características biológicas y las del organismo receptor o de los organismos parentales.


- Métodos sugeridos de detección e identificación del OVM y su especificidad, sensibilidad y fiabilidad.


- Información sobre el uso previsto.


- Información sobre la ubicación, características geográficas, climáticas y ecológicas, diversidad biológica y centros de origen del probable medio receptor.

°°°°

Conclusiones del Seminario Taller "Aysén, por una producción limpia, iniciativa para las regiones de Chile"

En el marco de este Seminario, organizado por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales de la Corporación, se arribó a un conjunto de consideraciones y conclusiones, que se transcriben a continuación por su relación con la iniciativa legal en informe.


En cuanto a las consideraciones generales:


1.- Existe un mercado creciente para productos limpios y que tiene asociado un mejor precio para ellos. Esto permite a regiones como Aysén orientar su desarrollo productivo en esa línea, ya que su conversión en esta alternativa resulta fácil dada su tradición, condición de privilegio ecológico, posibilidad de capacitación, formación y educación personalizada.


2.- Es necesario generar un marco regulatorio, esto es, política, leyes y reglamentos, con el fin de fundamentar la producción limpia y orgánica de acuerdo a exigencias internacionales para las distintas regiones de Chile.


3.- La biotecnología constituye un enorme desafío por su poder de cambiar la vida en su diversidad en la tierra. Por ello, resulta imprescindible informar y hacer participar a la ciudadanía en sus aplicaciones e implicancias y asociarle siempre su consideración bioética.


En lo que concierne a las conclusiones específicas:


a) Los precios para productos limpios y orgánicos en promedio a nivel internacional son 20 a 30% superiores a los normales y en algunos casos superan el 100%. Es necesario informar de estos mercados para que los productores de las regiones entren en esta alternativa.


b) Declarar a la Región de Aysén como zona no transgénica. No se podrán liberar ningún tipo de organismos genéticamente modificados en su medio ambiente.


c) Es necesario establecer y fijar un ordenamiento territorial con el objeto de armonizar los distintos usos de suelos, borde costero y mar, de modo de evitar las actividades y proyectos que no permitan respetar este sello verde de producción limpia u orgánica.


d) Es necesario capacitar, educar, generar créditos especiales y asociaciones de productores para asegurar una producción limpia y orgánica. En este sentido los participantes del Seminario, de origen nacional y extranjero (GTZ, Agroinvest, PCS, BVQ), asumen el compromiso de apoyar esta iniciativa.


e) Es conveniente que los productores regionales se asocien a las agrupaciones gremiales de producción orgánica y, por su intermedio, a las redes internacionales. Asimismo, que adopten acuerdos de producción limpia.


f) Es necesario fomentar el consumo interno nacional en cada una de las regiones de Chile de productos orgánicos certificados.


g) Los beneficios de la producción limpia para el sector público y privado, desde las perspectivas social, económica y ambiental, son objetivamente demostrables y por ello es vital difundirlos.


h) Se debe fomentar la participación de los productores regionales en los concursos de PROCHILE, con el apoyo de los distintos participantes del Seminario Taller.


i) Se deben enfrentar los procesos de erosión mediante manejo de cuencas y forestación adecuada, para asegurar las condiciones de producción limpia y orgánica.


j) La producción limpia debe ser también sustentable.


k) Se debe establecer una estación experimental de agricultura orgánica en la Región de Aysén, con el apoyo de los participantes de este Seminario.


l) Es necesario establecer un plan con respecto a los residuos sólidos, tanto en el litoral como en el interior, con el fin de asegurar su clasificación y reciclaje y la creación de vertederos adecuados de modo de contar con las condiciones que permitan la producción limpia.


ll) Corresponde difundir los trabajos y conclusiones de este seminario entre los estudiantes de educación primaria, secundaria y superior, así como entre las distintas municipalidades.


m) Las iniciativas de fomento productivo para los sectores agrícola, ganadero, piscícola y forestal, en su caso, deben atender a las siguientes consideraciones:


- Los fertilizantes, productos químicos y antibióticos deben ser compatibles con la producción limpia y orgánica. Las instituciones participantes en el seminario, junto con el INIA y otros organismos, fomentarán el uso de los fertilizantes y prácticas orgánicas.


- El drenaje de los mallines se hará de acuerdo a la protección de áreas que establece el Convenio Internacional de Ramsar, en forma compatibilizada.


- La entrega en concesión de bienes fiscales debe realizarse en la forma más difundida y transparente posible de acuerdo a las conclusiones de este Seminario.


n) Desde el punto de vista científico, resulta conveniente que una región como Aysén se mantenga libre de transgénicos para asegurar la provisión hacia áreas con mercados y mejores precios para estos productos.


ñ) Las empresas que estimen que no están cumpliendo con las normas de producción limpia u orgánica deben acceder a proyectos de INTEC de Corfo, apoyados por GTZ, para la auditoria ambiental, orientación y capacitación.


o) Es conveniente establecer academias de ciencias aplicadas a nivel regional.


p) El Ministerio de Agricultura presentará proyectos al Fondo de Innovación Agropecuaria (FIA), para financiar giras tecnológicas para los productores interesados en producción orgánica que les permitan obtener apoyo tecnológico y conocimiento del mercado.


q) La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado se compromete a asumir en conjunto con el Ejecutivo, la confección de proyectos de ley que permitan sustentar y fomentar la producción limpia y orgánica.


Finalmente, se fijaron como conclusiones relativas al ámbito legislativo las que siguen:

a) Establecer la posibilidad de certificación para el consumo interno.


b) De no dictarse un reglamento sobre etiquetado de productos transgénicos, establecer esta obligación por ley.


c) Modificar la Ley General de Pesca y Acuicultura con el objeto de prohibir el cultivo de especies transgénicas.


d) Se debe permitir declarar zonas sin transgénicos por acuerdos locales y después ampliarlos a comunas, provincias y regiones, con respaldo legal.


e) Establecer en la ley la confección de inventarios de uso de productos químicos y terapéuticos con la prescripción y control obligatorios de agrónomos, veterinarios, biólogos marinos o profesionales competentes.


f) Con el fin de asegurar la continuidad de los acuerdos de producción limpia de carácter voluntario, se les dará respaldo legal y se convertirán en obligatorios.


g) Se deben someter al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental tanto los procesos de liberación o introducción de transgénicos, cuanto los proyectos que afecten un sello verde de norma nacional e internacional por área.


h) Corresponde proponer a la Cancillería la certificación válida a nivel internacional por parte de empresas y consultoras chilenas.


i) Se deben reforzar las capacidades de prevención y control de CONAF, Servicio de Salud, Servicio Agrícola y Ganadero y SERNAPESCA, en lo que se refiere a transgénicos, plagas y otros que puedan afectar a la producción limpia.


j) Se debe generar una ley que fomente el cuidado y buen manejo del bosque nativo, para evitar la introducción de plagas y daños a la producción limpia en el área forestal.


k) Cabe establecer códigos para la exportación de productos orgánicos en las áreas agrícola, ganadera, forestal y piscícola, que permitan beneficios de carácter innovativo y obtener, entre otros, el denominado "draw back".

Breve reseña del Informe sobre Alimentos Transgénicos de la División de Salud Ambiental del Ministerio de Salud


Advierte que la Comisión Ministerial de Alimentos Biotecnológicos ha estudiado las implicancias del consumo masivo de los transgénicos, y ha propuesto al Ministro de Salud una política en la materia, que incluye un plan de acción que actualmente se ejecuta.


Los organismos transgénicos, añade, son una aplicación de la ingeniería genética, que manipula los genes del organismo de manera de reforzar una debilidad o incorporar alguna característica deseada. Dicha característica se incorpora directamente en el genoma, siendo el donante un genoma de un virus, insecto, bacteria o, incluso, animales mayores.


Según la Office of Technology Assessment (OTA), la ingeniería genética es una aplicación de la biotecnología que involucra la manipulación de ADN y el traslado de genes entre especies, para incentivar la manifestación de rasgos genéticos deseados.


Otra definición, vinculada a los alimentos transgénicos, entiende por tales aquellos que contienen o están compuestos de organismos modificados genéticamente, considerando a un organismo como a toda entidad biológica capaz de replicación o de transferir material genético. Un organismo obtenido o modificado genéticamente es aquel cuyo material genético ha sido modificado de una manera que no se produce en la naturaleza por multiplicación o recombinación natural.


Entre las técnicas de modificación genética enumera las de ADN recombinante (que utilizan sistemas de vectores), las que implican la introducción directa en el organismo de materiales hereditarios preparados fuera del mismo (por ejemplo, la microinyección y la microencapsulación), y la de fusión o hibridación de células (incluida la fusión del protoplasto).


Luego de reseñar las diversas fases por las que atraviesa la generación de una planta transgénica, el informe señala que se introduce en el organismo manipulado un "gen marcador", esto es, un gen resistente a los antibióticos que sirve para identificar las plantas que han incorporado el gen deseado. Con todo, como los genes incorporados a la planta han sido introducidos en forma aleatoria, algunas plantas o sus frutos crecerán bien y con sabor y otras no, por lo que para identificarlas se llevan a invernadero y se analiza su crecimiento evaluando la dureza, el sabor, el calibre. Las plantas seleccionadas se utilizan para semillas, siendo éstas las que se comercializan en gran escala.


Existe un amplio abanico de cultivos transgénicos, entre los cuales cita: café, maíz, soja, manzana, frambuesa, plátano, girasol, melón, papa, lechuga, tomate, arroz, zapallo, achicoria, arándano, pepino, berenjena, cebolla, papaya, entre otros.


En general, existen cinco áreas en las cuales se han estado desarrollando avances transgénicos, con distintos niveles de éxito, entre las que menciona la producción de medicamentos y vacunas, de alimentos y la explotación de plantas transgénicas para generar sustancias químicas.


En seguida, señala que este proceso de desarrollo tecnológico ha traído consigo opiniones a favor y en contra. Por lo mismo, agrega, es oportuno revisar las principales ventajas y los potenciales peligros del consumo y explotación masivos de los OGM.


Entre los beneficios de los organismos de origen transgénico se cuentan:


- Permiten mejorar, simplificar e incrementar la producción agrícola. Al respecto, la hacen inmune o con mayor resistencia a determinadas enfermedades (evitan la aplicación de pesticidas o herbicidas), lo cual redunda en un ahorro de recursos humanos y económicos.


- Mejoran el aprovechamiento de tierras de cultivo, lo cual tiene sentido cuando este aprovechamiento está asociado a la capacidad de inclusión de genes que mejoran la producción o el valor nutritivo de las siembras.


- Resuelven, al menos teóricamente, el problema de la nutrición mundial.


- Permiten reducir la cantidad global de productos fitosanitarios utilizados en la producción agrícola, pues a partir de plantas resistentes a plagas sólo será necesario usar una mínima cantidad de productos de este tipo, disminuyendo los costos e impactos ambientales.


Destaca que la FAO, la OMS y la FDA, evalúan los alimentos transgénicos desde 1990. Existen bases de datos que contienen informes en los que se abordan los riesgos potenciales que la manipulación del material genético de plantas puede tener para el ser humano. Los riesgos ecológicos y los vinculados a salud pública son los más comentados en las discusiones científicas y en los foros ambientales y gubernamentales, aunque también la dimensión ética de la transgenia es un tópico considerado.


Los más importantes efectos nocivos son los siguientes:


- La expansión de los cultivos transgénicos constituye una amenaza para la diversidad genética por la simplificación de los sistemas de cultivos y la promoción de la erosión genética. En la medida que se aumenten estos cultivos se afectaría la diversidad, pues suponen excluir a otros grupos genéticos y generar una degradación y exclusión de otras especies endémicas.


- La potencial transferencia de genes de cultivos resistentes a herbicidas a variedades silvestres o parientes semidomesticados puede crear las denominadas "supermalezas" (especies que invaden tierras de labranza en forma indeseada, con características de fortaleza mayores a las existentes en el lugar). En la competencia al interior del ecosistema las supermalezas ganan y exterminan las especies originales.


- Los cultivos transgénicos resistentes a herbicidas se transformarían en malezas.


- El traslado horizontal de genes y la recombinación podría crear nuevas razas patógenas de bacterias.


- La recombinación de vectores genera variedades del virus más nocivas, en especial en plantas transgénicas diseñadas para resistencia viral sobre la base de genes virales.


- Las plagas de insectos desarrollarán resistencia a los cultivos que contienen la toxina producida por la bacteria Basillus Thurigiensis (Bt).


- El uso masivo en cultivos de la toxina de Bt puede desencadenar interacciones potenciales negativas que afecten a procesos ecológicos y a organismos benéficos.


- Los efectos a largo plazo para el ser humano de la introducción de genes en los cultivos son poco o nada conocidos.


- Los alimentos transgénicos pueden generar resistencias en el ser humano a determinados antibióticos.


- Los OGM pueden transmitir agentes alérgenos a personas susceptibles.


Según datos del Servicio Agrícola y Ganadero, en Chile existen casi cinco mil hectáreas plantadas de transgénicos, aunque ninguno se comercializa en el país. Al analizar la evolución de las plantaciones de vegetales transgénicos, se observa un explosivo aumento en las siembras durante los últimos años. Así, se ha pasado de 1,7 millones de hectáreas en 1996 a 39,9 millones en 1999, lo que ha generado un impacto significativo en las economías agrícolas de los países.


Estados Unidos de Norteamérica lidera los planteamientos que estiman que el consumo y producción de transgénicos no representan riesgos relevantes ni a la salud ni al medio ambiente. La contraparte está liderada por la Unión Europea, que luego de los episodios de las "vacas locas" y la "dioxina" pretende retomar la confianza de sus consumidores centrando la discusión en la necesidad de establecer un marco regulatorio preventivo. Esta posición es rebatida por los países productores de transgénicos, que argumentan que las intenciones reales de la UE se orientan a crear obstáculos al comercio debido a que como no ha desarrollado estas nuevas tecnologías, necesita ganar tiempo para colocarse en un mejor nivel tecnológico y aumentar su competitividad.


A continuación, luego de recordar que al Ministerio de Salud le compete proteger la salud de la población, señala que del Código Sanitario emana el Reglamento Sanitario de los Alimentos, que en su artículo 1º fija las condiciones sanitarias a que deberá ceñirse la producción, importación, elaboración, envase, almacenamiento, distribución y venta de alimentos para uso humano, con el preciso objeto de proteger la salud y nutrición de la población y garantizar el suministro de alimentos sanos e inocuos.


Además, dicho Reglamento dispone que la producción, distribución y comercialización de los alimentos y materias primas transgénicos deberán ceñirse, para su autorización, a las normas técnicas que dicte el Ministerio, que queda facultado para evaluar y aprobar o liberar los alimentos de este tipo caso a caso.


En lo que concierne a fórmulas para lactantes, se establece que los productos y sus componentes no deberán haber sido tratados con radiaciones ionizantes, ni haber sido modificados por medio de biotecnología.


En este momento, dice el informe, si bien el Reglamento garantiza a la población la inocuidad de los alimentos, existe una gran producción y comercialización de alimentos de origen transgénico, respecto de los cuales no existen estudios que demuestren su inocuidad, especialmente en el largo plazo.


A juicio de la Comisión Ministerial de Alimentos Biotecnológicos, hay diversas consideraciones que permiten enmarcar el debate y orientar la política a seguir en la materia. Al efecto, propone atender a lo siguiente:


a) Información a la comunidad. En su opinión, una comunidad activa e informada tiene menores riesgos dado que está en estado de alerta frente a los potenciales peligros. El caso de los alimentos de origen transgénico es particular, porque hoy se comercializan con desconocimiento por los consumidores de sus riesgos. Esta situación genera un conflicto ético y técnico que corresponde a la autoridad resolver, mediante exigencias de información al público. La educación sanitaria es una herramienta fundamental, para que las personas ejerzan su derecho a elegir si consumen o no esta clase de alimentos. Lo anterior implica obligar a la identificación de los alimentos transgénicos.


b) Evaluación de riesgos en salud pública. Sin perjuicio de las promisorias perspectivas en el uso de transgénicos, sea para mejorar especies, aumentar rendimiento de los cultivos, mejorar la calidad nutritiva o la resistencia a enfermedades o sea como productores de vacunas y agentes terapéuticos, es importante efectuar una evaluación de los riesgos de su comercialización masiva. Se deben analizar los peligros del gen modificado en relación con su estabilidad en el tiempo, las condiciones ambientales o los procesos de elaboración de alimentos. Complementariamente, es necesario avanzar en el diseño de sistemas de evaluación, gestión y comunicación del riesgo, que permitan entregar seguridades mínimas a los consumidores.


c) Consecuencias jurídicas. Se considera prudente advertir que de estar en presencia de organismos que generen alteraciones a la salud en el largo plazo y aun cuando en la actualidad no exista certeza acerca de las consecuencias negativas, es posible que el Estado se enfrente a demandas múltiples.


d) Control y fiscalización. Se debe dotar al Instituto de Salud Pública de infraestructura y equipamiento técnico para servir como laboratorio de referencia en la materia. Además, si fuera el caso, se sugiere exigir al interesado la presentación de certificados que acrediten la ausencia de transgénicos, así como capacitar a los funcionarios encargados del tema en cada servicio de salud.


e) Aplicación de la normativa. El artículo 109 del Código Sanitario entrega al reglamento la determinación de las características que deben reunir los alimentos o productos alimenticios destinados al consumo humano. En tal sentido, el Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Salud, podría establecer exigencias, requisitos y prohibiciones en relación con la comercialización de alimentos y productos transgénicos destinados al consumo humano, cuando existan fundamentos que lo avalen, pues, en caso contrario, se trataría de medidas arbitrarias, carentes de sustento jurídico que atentaría contra ciertas garantías constitucionales.


f) Coordinación intersectorial. Se propone realizar una eficaz coordinación con otros sectores del Estado de manera de requerir formalmente la información necesaria para elaborar un catastro de los alimentos transgénicos que se siembran, producen y comercializan en Chile. Asimismo, se recomienda generar un proceso permanente de intercambio de información que permita la toma de decisiones adecuadas en todos los organismos públicos involucrados.


Finalmente, el informe se refiere sucintamente a las atribuciones de los Ministerios de Agricultura y de Relaciones Exteriores en la materia.


Acerca del primero, sostiene que ha venido trabajando el tema desde hace años, habiéndolo radicado en el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) y en la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias (ODEPA).


Además, ese Ministerio creó el Comité Asesor para la Liberación de Transgénicos, que tiene facultades para recomendar autorizar la plantación de transgénicos en Chile para consumo humano. No obstante, no se ha ejercido esta atribución, y sólo se han permitido plantaciones destinadas a producción de semillas para exportación.


En lo que concierne al segundo, indica que ha realizado una labor importante en diversos foros internacionales, donde se destaca la participación en el Convenio de Diversidad Biológica y el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología.


Asimismo, se incorporó a la Subcomisión de Alimentos Obtenidos por Medios Biotecnológicos, correspondiente a la Comisión Nacional del Codex Alimentarius, interviniendo en funciones de coordinación interministerial e intercambio de información.


Al concluir, la División de Salud Ambiental arguye que dado que las exportaciones silvoagropecuarias chilenas representan un tercio del total general de nuestro comercio exterior, la biotecnología y la transgenia son instrumentos que merecen apoyo si de ellos depende nuestra competitividad en los años venideros. No obstante, añade, sería interesante discutir la posibilidad de establecer dentro del territorio nacional áreas geográficas libres de transgénicos, lo cual permitiría incorporarse a mercados crecientes de productos agrícolas naturales u orgánicos.


Cabe consignar que la Comisión del Codex Alimentarius fue creada en 1963 por la FAO y la OMS para desarrollar normas alimentarias, reglamentos y otros textos relacionados, tales como códigos de prácticas bajo el Programa Conjunto FAO/OMS de Normas Alimentarias. Las principales materias que aborda este Programa se refieren a la protección de la salud de los consumidores, la necesidad de garantizar prácticas de comercio transparentes y la coordinación de las normas alimentarias acordadas por las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales.


La FAO y la OMS, desde 1991, han prestado asesoramiento científico de expertos en relación con la inocuidad de los alimentos obtenidos por medios biotecnológicos. Aunque oficialmente no forman parte de la estructura de la Comisión del Codex Alimentarius, las consultas FAO/OMS de expertos permiten entregar asesoramiento científico independiente a la Comisión, sus comités y grupos de acción especializados.

Actualidad en la Unión Europea


Los Ministros de Medio Ambiente de la Unión Europea, el 24 de junio del año en curso, rechazaron un esfuerzo de la Comisión Europea para permitir la producción nacional de algunos cultivos de especies genéticamente modificados.


A nivel comunitario, a pesar de la fuerte suspicacia pública respecto a los transgénicos en Europa, el balance, en más de un año, ha sido de un silencioso cambio a favor de los mismos.


En 1999, la Unión Europea prohibió la producción de nuevas especies de transgénicos, por este motivo hacia el año 2003, EEUU, Argentina y Canadá denunciaron a la Unión Europea ante la Organización Mundial de Comercio.


Actualmente la Unión Europea ya dejó de lado esta amenaza. En lugar de una prohibición, impuso complejas reglas a la etiquetación de los productos que contengan transgénicos en los alimentos y comida de animales. De este modo, con esta flexibilización se logró, al menos en teoría, permitir más importaciones y que se expandieran los cultivos de transgénicos en Europa.


Bajo la normativa vigente, si se desea una autorización para producir alguna variedad de transgénicos, la Comisión Europea deberá previamente consultar a la autoridad europea de la Seguridad Alimenticia. Si este organismo está a favor, la Comisión pondrá la propuesta ante un comité de expertos nacionales para su aprobación. En caso que no se logre acuerdo, la solicitud será enviada ante un Consejo de Ministros de Medio Ambiente, quienes representan a los gobiernos nacionales de los países que conforman a la Unión Europea, para que en el plazo de tres meses se pronuncien. En el evento que este Consejo tampoco logre un acuerdo, el requerimiento volverá a la Comisión para que ella finalmente decida.


Cabe destacar que a pesar de los diversos intentos comunitarios para liberalizar la producción de transgénicos, los Estados Miembros han mantenido las prohibiciones o restricciones para su explotación .



- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Stange, Pizarro y Vega.
- - - - - -

DISCUSIÓN PARTICULAR


El proyecto de ley en informe introduce enmiendas a la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente.


En primer término, la Comisión, analizó la inclusión de un numeral nuevo del siguiente tenor:


1. Intercálanse en el artículo 2º de la ley N° 19.300, las siguientes letras nuevas:

“-) Organismo Genéticamente modificado: todo organismo, alimento o materia prima alimentaria que sea o contenga organismos o parte de los mismos a los que se haya introducido material genético, de una manera que no se produce en la naturaleza por multiplicación o combinación natural;”


“-) Liberación: Cultivo o reproducción de organismos en condiciones cuya propagación al medio ambiente no esté rigurosamente controlada;”


“-) Producción limpia: es aquella en la que todas las etapas del proceso productivo cumplen con las normativas primarias y secundarias y determinados objetivos ambientales susceptibles de trazabilidad y de certificación internacional;”


“-) Producción orgánica: sistema integral de producción agropecuaria basado en prácticas de manejo ecológico, cuyo objetivo principal es alcanzar una productividad sostenida en base a la conservación y/o recuperación de los recursos naturales, y que restringe el uso de productos de origen químico sintético.”.


- Sometido a votación el numeral 1, nuevo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Pizarro y Stange.
°°°°°

Numeral 1.

(Pasa a ser 2.)


Agrega una nueva letra al artículo 10 de la ley Nº 19.300 sobre Bases del Medio Ambiente, para incluir entre los proyectos que se deben someter al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, a aquellos que implican liberación al medio ambiente de organismos genéticamente modificados.


Según señalara la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), la correcta comprensión de la modificación propuesta requeriría aclarar qué significa "liberación". La entidad sugiere definirla como el cultivo o reproducción de organismos en condiciones cuya propagación al medio ambiente no esté rigurosamente controlada. Esta definición permitiría distinguir la noción de liberación de aquella consistente en la reproducción en condiciones aisladas, que es un procedimiento que para el avance científico nacional no debería ser impedido mientras se efectúe con los resguardos pertinentes.


Por otra parte, considera que el concepto de liberación debe complementarse con una definición de "organismos genéticamente modificados" (OGM), pues, en su opinión, existiría una confusión al respecto. Sobre el particular, afirma que la proposición parlamentaria homologaría un OGM con los productos obtenidos a partir de él. Una materia prima, metabolito o sustancia obtenida a través de tecnología de ADN recombinante, explica, no pueden ser considerados como un organismo. Internacionalmente, incluso, se acepta que un producto comercial contenga hasta un 1% de sustancia obtenida desde un OGM en su contenido total.


La definición aceptada entiende por OGM como aquellos a los que se haya introducido material genético, de una manera que no se produce en la naturaleza por multiplicación o combinación natural. En la naturaleza ocurren eventos de transferencia de material genético (específicamente ácido desoxirribonucleico o DNA) entre organismos de la misma especie, como también entre especies diferentes. Eventos de transferencia de ADN (ácido desoxirribonucleico) en forma natural están ampliamente documentados.


La captación de genes a través de la cadena alimenticia, prosigue, no es un fenómeno nuevo que haya comenzado con la obtención de OGM, dado que el ADN es un constituyente normal en la dieta humana. El ADN está presente en las frutas y verduras que ingerimos diariamente, siendo uno de sus componentes básicos. No ha sido una preocupación hasta el momento verificar si en “condiciones naturales” se ha transferido o integrado material genético (ADN) proveniente de nuestra dieta en el material genético humano.


Numerosos productos provenientes de OGM, tales como azúcar preparada de remolacha transgénica, son idénticos al producto convencional. Otros, como la salsa de tomate proveniente de tomates transgénicos, son tan similares al producto obtenido de un organismo no transgénico que son considerados como substancialmente equivalentes. Finalmente, que un producto sea obtenido a través de OGM no significa que este producto o materia prima contenga el gen utilizado, ya que los procesos de purificación involucrados en la producción de un alimento destruyen cualquier ADN presente en el material utilizado.


Por esta razón, CONICYT sugiere limitar la definición de OGM a aquel organismo que contiene un ADN recombinante integrado establemente en el genoma de todas sus células. En otras palabras, se considera un organismo transgénico (planta, animal o microorganismo) a aquel que contiene un trozo nuevo de ADN integrado en los cromosomas de cada una de sus células, en circunstancia que este nuevo trozo de ADN contiene típicamente un gen que ha sido obtenido desde otro organismo (planta, animal u otro) o de sí mismo y que ha sido modificado para que sea expresado en el nuevo organismo.


El Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) hizo presente que el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) es un instrumento de gestión, de carácter preventivo, cuya misión es cautelar que se ejecuten proyectos de inversión ambientalmente sustentables.


En ese entendido, el estudio de impacto ambiental corresponde a una descripción pormenorizada de las características de un proyecto o actividad que se pretende llevar a cabo o su modificación. Debe, por lo mismo, proporcionar antecedentes fundados para la predicción, identificación e interpretación de su impacto ambiental y describir las acciones que se realizarán para impedir o minimizar sus efectos significativamente adversos.


A juicio del SAG, es difícil medir el impacto ambiental sobre la biodiversidad derivado de la liberación de plantas genéticamente modificadas. Las dificultades dicen relación con la poca información existente sobre el riesgo potencial que podrían tener los cultivos transgénicos.


Así, métodos alternativos, tales como los insecticidas de amplio espectro o los pesticidas cuyos ingredientes activos corresponden a microorganismos, están poco documentados para una adecuada evaluación comparativa con las nuevas tecnologías que involucran el uso de plantas modificadas genéticamente.


Agrega que, de exigirse una evaluación del impacto en el medio ambiente sobre bases comparativas, también la agricultura convencional debería someterse al SEIA. Consecuencialmente, los impactos de los organismos vegetales modificados respecto a la agricultura orgánica, se debieran estimar iguales o comparables a los provocados por la agricultura convencional.


Si el objetivo es la protección de una agricultura de producción limpia, orgánica o natural, también deberían incluirse los impactos que en ella producen los esquemas actuales de producción agrícola y forestal.


El SAG señala, además, que en el ámbito de las liberaciones de estos organismos no existen antecedentes de que algún país los esté sometiendo al SEIA. Lo anterior, porque su costo de implementación es altísimo, lo que se traduce en un obstáculo para la utilización de esta moderna herramienta biotecnológica en el desarrollo productivo de los países.


Lo dicho, lo ha persuadido de la necesidad de revisar la propuesta de enmienda en armonía con los requerimientos científicos y tecnológicos nacionales, de manera de contar con todas las opciones que permitan al país un desarrollo sustentable y competitivo.


Advierte, en todo caso, que los países, incluido el nuestro, llevan a cabo un análisis de riesgo que se estructura como un proceso basado en evidencia científica, cuyo objetivo es minimizar el riesgo que un organismo con una determinada modificación genética podría provocar al medio ambiente y a la salud, tanto humana como animal o vegetal.


Enseguida, recuerda que el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología, en su Anexo II, establece que la evaluación de riesgo es una de las etapas del proceso de Análisis de Riesgo, cuya finalidad es determinar y evaluar los posibles efectos perjudiciales de los organismos vegetales modificados en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica en el probable medio receptor, teniendo en cuenta los riesgos de la salud humana.


Finaliza sosteniendo que en Chile la liberación de esta clase de organismos de origen vegetal, aunque no esté incluida en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, se evalúa considerando los posibles impactos que provocarían al medio ambiente y las alteraciones a la diversidad biológica, mediante el Análisis de Riesgo descrito.


La Pontificia Universidad Católica de Chile considera razonable incluir el cultivo de transgénicos entre las actividades sujetas al SEIA, toda vez que podrían tener un impacto en el ambiente (no necesariamente negativo) o, menos probablemente, en la salud de animales o personas.


Por su parte, la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señala que la ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del medio Ambiente, guarda silencio tanto respecto a “organismos genéticamente modificados”(OGM) como de “organismos vivos modificados” (OVM), y no exige para su internación y liberación en el país la previa evaluación del impacto ambiental de estas actividades, por lo que coincide con los autores de la iniciativa respecto de la necesidad de salvar este vacío legal.

Más adelante, en apoyo de su tesis, comenta que el Convenio sobre Biodiversidad o Diversidad Biológica, obliga a las Partes Contratantes a evitar efectos adversos importantes para la diversidad biológica y a establecer o mantener medios para regular, administrar o controlar los riesgos derivados de la utilización y la liberación de OVM como resultado de la biotecnología que podrían tener repercusiones ambientales adversas.


En el campo terminológico, plantea la necesidad de distinguir entre los OGM y los OVM, pues mientras el proyecto se refiere a los primeros, el Convenio alude a estos últimos, como lo hacen diversas resoluciones del SAG, entre ellas, la que crea el Comité Asesor y la Secretaría Técnica en materia de introducción deliberada al medio ambiente de OVM al medio ambiente y la que establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación.


Los OVM, continúa, son de dos clases. La primera, comprende los organismos cuyo material genético ha sido modificado mediante técnicas tradicionales o convencionales, como el mejoramiento de plantas o la inseminación artificial. La segunda, incluye los organismos cuyo material genético ha sido directamente modificado mediante, por ejemplo, la tecnología del DNA recombinante. Estos son los organismos generalmente asociados con el término OGM. De lo anterior se sigue que los OGM constituyen una categoría más restrictiva de los OVM, y, a diferencia de éstos, pueden estar vivos o no.


Fundada en la idea precedente, sugiere sustituir la expresión “organismos genéticamente modificados”, utilizada en la Moción, por “organismos vivos modificados como resultado de la biotecnología moderna”, que armoniza, sobre todo, con la terminología del citado Convenio, el que tiene la fuerza de una ley de la República, y propone redactar la letra r) en los siguientes términos: “r) internación o liberación al medio ambiente de organismos vivos modificados mediante la aplicación de la biotecnología moderna.”


De acuerdo con resoluciones del SAG, por “organismo vivo modificado” (OVM) se entendería a aquella entidad biológica viva, capaz de transferir o replicar material genético, incluido el organismo estéril, virus y viroides, que posea una combinación nueva de material genético que se haya obtenido mediante la aplicación de la biotecnología moderna. A su vez, por biotecnología moderna se entendería la aplicación mediante técnicas in vitro de ácido nucleico, incluido el ácido desoxirribonucleico recombinante y la inyección directa de ácido nucleico en células u orgánulos o la fusión de células más allá de la familia taxonómica, que superan las barreras fisiológicas naturales de la reproducción o de la recombinación y que no son técnicas utilizadas en la reproducción y selección tradicional.


No obstante, a juicio de la citada Universidad cabría efectuar otra modificación en el artículo 10 de la ley 19.300, que consistiría en hacer obligatoria la evaluación de impacto ambiental a todo proyecto o actividad que apunte, conlleve o pueda derivar previsiblemente en la introducción al país de entidades biológicas vivas de cualquier género o especie, que no se encuentren representadas en los ecosistemas nacionales, o de material de reproducción o replicación de las mismas.


Idéntica exigencia se debería hacer, concluye, respecto de las entidades biológicas vivas que vayan a trasladarse de un punto a otro del territorio nacional, cuando los ecosistemas que las van a recibir y en los que van a liberarse no los contemplen en su flora o fauna autóctona, debido a los altos riesgos ecológicos que de ello pudieran seguirse.


- Sometido a votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Pizarro y Stange.

Numeral 2.

(Pasa a ser 3.)


Agrega una nueva letra en el artículo 11 de la Ley Sobre Bases del Medio Ambiente, para establecer entre los proyectos o actividades que requieren un Estudio de Impacto Ambiental, aquellos que produzcan efectos adversos importantes sobre la diversidad biológica, a nivel genético, de especies o de ecosistemas, o que priven a una zona de su condición de área de producción limpia, orgánica o libre de organismos vivos modificados o de productos transgénicos.


A juicio de CONICYT, la norma propuesta podría dar lugar a equívocos en la medida que no han sido definidas por el legislador qué áreas del territorio nacional quedarán reservadas a "producción limpia y sin transgénicos". Sostienen que debiera aclararse si implica un área donde no se producen transgénicos o donde no se comercializan transgénicos, o ambas.


El artículo 11 de la ley se refiere expresamente al riesgo a las personas y no a “áreas” como lo señala la Moción. En este sentido, la proposición abriría la aplicación de la ley Nº 19.300 a espacios territoriales, lo que podría apartarse de la filosofía que inspira esta disposición.


Al concluir, atendido que lo orgánico no es sinónimo de natural, sugiere efectuar una declaración más específica sobre qué se entenderá por riesgo y por producción limpia, orgánica y “sin transgénicos” y que afectan la biodiversidad. 


El SAG estima necesario revisar la exigencia que se contiene en la norma propuesta, con el fin de verificar la real factibilidad de realizar un Estudio de Impacto Ambiental sobre la liberación de OGM.


La Pontificia Universidad Católica de Chile se manifestó contraria a esta proposición, fundada en que los transgénicos son susceptibles de ser cultivados en forma limpia y orgánica.


Esta Universidad considera interpretar a la mayoría de la comunidad científica al señalar que los cultivos transgénicos ofrecen grandes perspectivas para el desarrollo del sector agrícola. A modo ejemplar, informa que Argentina genera hoy más divisas por la venta de soja transgénica que por la tradicional exportación de su carne de vacuno, sin que se haya tenido conocimiento de algún desastre ecológico ni de daños a la salud de las personas.


Finalmente, afirma que la tendencia mundial se orienta hacia la eliminación de las precauciones dispuestas para los cultivos transgénicos, tal como ocurrió en su momento con los microorganismos transgénicos.


La Pontificia Universidad Católica de Valparaíso manifiesta desconocer el significado exacto de la expresión “producción limpia”.


A continuación, señala que la Moción da por supuesto que la expresión “producción orgánica” se vincula con la “agricultura orgánica”, definida por el SAG como “el sistema integral de producción agropecuaria basado en prácticas de manejo ecológico, cuyo objetivo principal es alcanzar una productividad sostenida en base a la conservación y recuperación de los recursos naturales, y que restringe el uso de productos de origen químico sintético”. Además, advierte que la noción “áreas sin transgénicos” carece de un significado unívoco.


En reemplazo del texto propuesto, sugiere una nueva redacción que armonice con lo dispuesto en el Convenio sobre Diversidad Biológica: “g) Efectos adversos importantes sobre la diversidad biológica, a nivel genético, de especies o de ecosistemas, o que priven a una zona de su condición de área de producción limpia, orgánica o libre de organismos vivos modificados o de productos transgénicos.”


- Sometido a votación el este numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Pizarro y Stange.

Numeral 3.

(Pasa a ser 4.)


En el Párrafo 4º de la ley sobre Bases del Medio Ambiente, agrega un artículo 39 bis, en virtud del cual por acuerdo de los productores locales, en conjunto con las organizaciones vecinales correspondientes, se podrán autodeclarar determinadas áreas geográficas como zonas de producción limpia o zonas sin transgénicos, según procedimientos de certificación válidos internacionalmente.


En opinión de CONICYT, la norma propuesta se apartaría de principios internacionalmente aceptados. En la forma en que está redactada, la disposición permite que ciertas zonas prohiban la producción de transgénicos, aunque no su consumo y comercialización, no por sus cualidades sino por el mero hecho de haberse utilizado una metodología que involucra el traspaso artificial de genes, entre especies que no intercambian genes naturalmente con una frecuencia observable.


Dicha prohibición sería excesiva, pues a nivel científico y político internacional habría acuerdo en que un transgénico debe ser evaluado en función de sus propiedades y no exclusivamente por el método empleado para su producción. Así, el Protocolo de Cartagena sobre Bioseguridad impediría rechazar un producto sólo por su carácter transgénico. La posibilidad de declarar una zona sin transgénicos obstaculizará la realización de proyectos atractivos y de bajo impacto ambiental en el ámbito de la biotecnología.


Por lo expuesto, la proposición podría reemplazarse por una menos drástica definiendo claramente los potenciales riesgos que determinarían la no aceptación de un transgénico.


En otro orden de ideas, considera improcedente que por su sola voluntad una región o localidad se autodeclare área de producción limpia o sin transgénicos. Señala que existen áreas “limpias” producto de la introducción de organismos que han tenido cierto grado de manipulación genética. En otras palabras, lo limpio no implica no usar tecnología o biotecnología.


En cuanto al proceso de certificación, debiera existir primero una norma de calidad al tenor de las que establece la ley Nº 19.300, y luego se podrían establecer rangos y regular aspectos de homologación internacional.


Para CONICYT las aseveraciones relativas a los riesgos de los OGM para la salud pública carecerían de fundamento ya que estudios recientes sugieren que los OGM no causan trastornos en el organismo humano o ambiente ecológico.


Para el SAG, la proposición vulneraría la garantía constitucional de igualdad ante la ley, al establecer una diferencia arbitraria  respecto de aquellas actividades que operen o desarrollen transgénicos, al no existir una razón fundada para prohibir su establecimiento en las zonas o regiones señaladas.


Por otra parte, señala que incorporar la idea que se refiere al uso del suelo, podría interpretarse en el sentido que dicho uso quedaría sujeto a la autoridad administrativa, lo que podría implicar una limitación a la garantía constitucional del derecho de propiedad (artículo 19 Nº 24 de la Constitución Política), ya que, como el mismo artículo 39 lo señala, solo la ley puede velar porque ese uso sea racional, así como establecer zonas sin transgénicos o de producción limpia.


La Pontificia Universidad Católica de Valparaíso estima que la disposición propuesta adolece de imprecisión. Así, sería de interés conocer el alcance que tendría la declaración de un área como zona de producción limpia o libre de transgénicos, en términos de beneficios y de eventuales restricciones de uso, por ejemplo. Además, cuestiona el hecho de que la disposición omita mencionar las áreas destinadas a la agricultura orgánica.


La Pontificia Universidad Católica de Chile señaló que considera que mientras no se demuestre que los transgénicos ocasionan daños ambientales o a la salud, no se debería aceptar la posibilidad de que por un simple acuerdo de productores locales se declaren zonas libres de transgénicos. Agrega que una vez satisfecha la exigencia de evaluación ambiental que introduce la modificación al artículo 10, ésta debería ser una decisión de cada productor en particular.


- Sometido a votación este numeral, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Stange y Pizarro.

- - - - - -


Como consecuencia de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, os propone la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:


1. Intercálanse en el artículo 2º las siguientes letras nuevas:

“-) Organismo Genéticamente modificado: todo organismo, alimento o materia prima alimentaria que sea o contenga organismos o parte de los mismos a los que se haya introducido material genético, de una manera que no se produce en la naturaleza por multiplicación o combinación natural;”


“-) Liberación: Cultivo o reproducción de organismos en condiciones cuya propagación al medio ambiente no esté rigurosamente controlada;”


“-) Producción limpia: es aquella en la que todas las etapas del proceso productivo cumplen con las normativas primarias y secundarias y determinados objetivos ambientales susceptibles de trazabilidad y de certificación internacional;”


“-) Producción orgánica: sistema integral de producción agropecuaria basado en prácticas de manejo ecológico, cuyo objetivo principal es alcanzar una productividad sostenida en base a la conservación y/o recuperación de los recursos naturales, y que restringe el uso de productos de origen químico sintético.”.


2. Agrégase al artículo 10 la siguiente letra nueva:


“-) liberación al medio ambiente de organismos genéticamente modificados.”.


3. Agrégase al artículo 11 la siguiente letra nueva:


“-) Efectos adversos importantes sobre la diversidad biológica, a nivel genético, de especies o de ecosistemas, o que priven a una zona de su condición de área de producción limpia, orgánica o libre de organismos vivos modificados o de productos transgénicos.”.


4. Agrégase el siguiente artículo 39 bis:


“Artículo 39 bis.- Por acuerdo de los productores locales en conjunto con las organizaciones vecinales correspondientes se podrán autodeclarar como zonas de producción limpia o zonas sin transgénicos según procedimientos de certificación válidos internacionalmente.”

Acordado en sesiones celebradas los días 15 de mayo y 31 de julio de 2002, 4 de junio y 13 de agosto de 2003, 17 y 31 de marzo y 7 de abril de 2004, 12 de enero y 22 de junio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Nelson Ávila Contreras, Jorge Pizarro Soto, Rodolfo Stange Oelckers y Ramón Vega Hidalgo y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, a 18 de julio de 2005.




(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA

                  
  Secretario 
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR STANGE, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL EN LO RELATIVO A CONTROL DE IDENTIDAD

(3932-07)

Honorable Senado:

La práctica del actual sistema Procesal Penal, ha demostrado algunas falencias en la aplicación de las facultades que otorga el artículo 85 de dicho cuerpo legal, en relación con las policías y la ulterior apreciación de la prueba.

En efecto, dichos órganos, cuando solicitan la identificación de cualquier persona, bajo los supuestos y fundamentos exigidos por la ley y al no contar ésta con los medios idóneos, dan aplicación al citado artículo 85, es decir, otorgando las facilidades para que el sujeto pueda identificarse, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. Tal como lo señala la Ley, durante este procedimiento la policía podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona cuya identidad se controla.

En muchas ocasiones, como consecuencia de este registro, ya fuere realizado en el lugar que la persona se encontrare o en la unidad policial más cercana, y fueren habidos en su poder especies cuya tenencia puede involucrar la comisión de un delito. En este caso, procede que el funcionario que practicare el traslado, deberá informarle verbalmente de su derecho a que se comunique con su familia o la persona que indicare de su permanencia en el cuartel policial e interrogue al sujeto sobre los aspectos relacionados con dicho bienes o indicios, información que lo podría incriminar. Si dicha información, como es sabido, es recabada sin sujeción a las garantías constitucionales de la persona registrada, esta evidencia podría ser excluida o declarada ilegal por el Tribunal, impidiendo la investigación y eventual condena del imputado.

Para salvar esta falencia y asegurar la incorporación legal de toda la evidencia recabada en este período, el individuo controlado deberá ser informado sobre sus derechos y garantías legales, especialmente el derecho a guardar silencio.

En efecto, cuando un sujeto es trasladado hasta una unidad policial a raíz de la carencia de medios de identificación utilizables el lugar en que se encontrare, la fundamentación de su temporal pérdida de libertad es precisamente la ausencia de esos medios. Por el contrario, cuando después de ser interrogado y practicado un registro a su persona, equipaje o vehículo, se encontraren efectos en su poder que pudieren dar origen a una causa criminal, el Proyecto establece la obligatoriedad de suspender toda diligencia, para dar a conocer al sujeto sus derechos, garantías constitucionales y legales, en razón de que la pérdida de libertad, cambió su fundamentación y en este caso, se debe a una posible incriminación.

Si posterior a esta lectura, el individuo declara sobre lo consultado por el personal policial, y sus declaraciones sirven para la investigación o esclarecimiento de un determinado ilícito, toda ésta y las evidencias que emanen posteriormente como consecuencia de ella, podrán ser ponderadas por un tribunal (no excluidas), asegurando la persecución penal del individuo y dando a la policía un instrumento jurídico que asegura su función colaboradora en la investigación seguida por el Ministerio Público.

En consecuencia, propongo la siguiente modificación al artículo 85 del Código Procesal Penal:

"Agrégase la siguiente oración, a continuación del punto aparte (.) del inciso segundo y para que forme parte de ese inciso y que diga:

"Si como consecuencia de este registro, se encontraren especies o cualquier antecedente o indicio que pudiere incriminar a la persona registrada, se le hará saber, en forma inmediata y previo a cualquier procedimiento, sus derechos y garantías.".”.









(Fdo.):Rodolfo Stange Oelckers










Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA MATTHEI Y SEÑORES  BOENINGER, FOXLEY, GARCÍA Y OMINAMI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE JUEGOS DE AZAR ILÍCITOS

(3935-07)

Honorable Senado:

I.- REGIMEN JURÍDICO SOBRE JUEGOS DE AZAR, LOTERÍAS, SORTEOS Y CONCURSOS.

Los juegos de azar son aquellos en los cuales el resultado depende en forma principal y determinante de la suerte. Esta clase de juegos se encuentra prohibida por el ordenamiento jurídico y sólo pueden ser autorizados por una ley. Lo mismo cabe decir respecto de las apuestas sobre los resultados de un juego de azar. 

Así el artículo 60 N° 19 de la Constitución Política dispone: 

“Sólo son materias de ley”: 

19° Las que regulen el funcionamiento de loterías, hipódromos y apuestas en general” 

En consecuencia, los juegos de azar y las apuestas, son materias en que no existe libertad contractual, y excepcionalmente el Estado ha declarado lícita esta actividad, mediante normas jurídicas que expresamente autorizan la creación de loterías, casinos e hipódromos, e inclusive facultan al Presidente de la República para autorizar rifas y sorteos para organismos que realizan asistencia social, obras pías etc., una vez al año para cada entidad. 

En Chile, la legislación civil establece que existe objeto ilícito en las deudas provenientes de los juegos de azar, vale decir, las obligaciones que generan estos juegos son nulas y sin valor alguno. Al respecto, el artículo 2259 del Código Civil señala: “Sobre los juegos de azar se estará a lo dicho en el artículo 1.466”. De acuerdo al artículo 1.466 del Código Civil: “Hay asimismo, objeto ilícito en las deudas contraídas en juegos de azar, en la venta de libros cuya circulación es prohibida por autoridad competente, de láminas, pinturas y estatuas obscenas, y de impresos condenados como abusivos de la libertad de la prensa; y generalmente todo contrato prohibido por las leyes.”

II.- REGIMEN JURÍDICO DE EMPRESAS DE LOTERÍAS AUTORIZADAS  POR LEY PARA ADMINISTRAR JUEGOS DE AZAR Y APUESTAS. 

A) POLLA CHILENA DE BENEFICENCIA S.A.

Polla Chilena de Beneficencia S.A. es una sociedad anónima del Estado, creada en virtud de la Ley 18.851 de 1989, en la cual son accionistas la Corporación de Fomento de la Producción y el Fisco de Chile con un 99% y un 1% del capital social respectivamente. En su calidad de sociedad anónima abierta creada por ley tiene personalidad jurídica, patrimonio propio, lleva contabilidad y confecciona balance anual. 

En virtud de su naturaleza jurídica de sociedad anónima abierta está sujeta a la  fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, y como empresa del Estado de la Contraloría General de la  República.

El artículo 2° de la ley citada precedentemente establece que su objeto social es la realización y administración de los sorteos de lotería y la organización, administración, operación y control del sistema de pronósticos deportivos y apuestas relacionadas con competencias deportivas, en conformidad con las normas del decreto con fuerza de ley N° 120, de 1960, del Ministerio de Hacienda, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo del Ministerio de Hacienda N°152, de 1980. Asimismo, dispone que le corresponde a esta empresa la administración de sorteos de números, juegos de azar de resolución inmediata y combinación de ambos en la forma dispuesta en el artículo 90 de la Ley 18.768.


B) LOTERÍA DE CONCEPCIÓN.

De acuerdo con la Ley 18.568, publicada en el Diario Oficial el 30 de octubre de 1986, es la Universidad de Concepción, corporación de derecho privado, la que está autorizada para mantener, realizar  y administrar  un sistema de sorteos de Lotería en conformidad a las disposiciones de dicha ley. La realización y administración de este sistema de sorteos se efectúa a través de una repartición denominada Lotería de Concepción, que forma parte integrante de la Universidad de Concepción y carece de personalidad jurídica.

La Lotería de Concepción es administrada por el organismo colegiado superior de la Universidad de Concepción (Directorio compuesto por 7 miembros), quien puede delegar alguna de sus facultades al Gerente General de Lotería.

En materia de fiscalización, la Contraloría General de la República solamente tiene atribuciones para fiscalizar el cumplimiento del porcentaje que debe destinarse a premios y del porcentaje destinado a las instituciones beneficiarias de los sorteos. Al igual que Polla Chilena, el artículo 90 de la Ley 18.768. faculta  a esta empresa la administración de sorteos de números, juegos de azar de resolución inmediata y combinación de ambos en la forma dispuesta en dicha ley.

Por consiguiente, la Lotería de Concepción aunque se le otorgue por ley la calidad de “repartición” de la Universidad, su régimen es de derecho público, en lo que respecta a  la actividad de realizar y administrar un sistema de sorteos, por cuanto las funciones que establece la ley,  no son posibles sin autorización legal expresa.


Por tanto, la concesión legal que se ha otorgado a ambas empresas de lotería respectivamente, tiene como finalidad que los juegos de azar que la ley les ha encargado administrar, generen aportes a beneficiarios como el Fisco y a instituciones sin fines de lucro, relevantes para el bien común y la asistencia social, en la forma y porcentajes que se establecen en los respectivos cuerpos legales que las rigen. Tal es así que los juegos de azar son considerados como impuestos indirectos que contribuyen al Erario Nacional.


Por último, cabe señalar que los juegos de azar que administran ambas empresas están gravados en virtud de la Ley 18.110, con un  impuesto específico  de exclusivo beneficio fiscal, con una tasa del 15%, que se aplica sobre el precio de venta al público, sin considerar el impuesto sobre los boletos y las apuestas.  Asimismo, Polla Chilena es sujeto de impuesto de 1ª categoría como sociedad anónima en conformidad a las  normas generales.   

III.- 
ANTECEDENTES DE HECHO SOBRE EL JUEGO ILEGAL QUE SE HA DESARROLLADO EN CHILE. 

Instalación de máquinas de autojuego o “tragamonedas” en locales comerciales y espacios  públicos en diferentes comunas del país. 

Desde hace algunos años han empezado a internarse al país numerosas  máquinas de juego del tipo “tragamonedas” de similares características a las utilizadas en los casinos de juego, consistentes en equipos electrónicos o mecánicos que funcionan con el pago de una apuesta entregando premios en dinero a cambio de dicho precio. La defensa judicial de los empresarios que las administran se ha centrado en que en ellas predominaría la destreza física o intelectual del jugador por sobre la suerte, siendo que en realidad son simplemente máquinas electrónicas o mecánicas de autojuego en que en la determinación de la circunstancia de ganar o perder predomina el azar o la suerte. 

Dichas máquinas tragamonedas se encuentran instaladas en los más diversos tipos de locales comerciales, ferias e incluso en la vía pública, estimándose que existen más de 10.000 máquinas a lo largo del país, concentradas en la comunas de más escasos recursos. Polla Chilena frente ante tales flagrantes delitos ha interpuesto las querellas criminales ante los tribunales competentes por infracción a los artículos 276, 277 y 292 del Código Penal, requiriendo a las Intendencias de las diversas Regiones para que en conformidad al artículo Art. 77 del DFL 22, Ley de Régimen Interior, reprima esta  actividad delictual. 
Sobre la materia, es dable señalar que producto de este negocio que se realiza al margen de la ley, el Fisco de Chile deja de percibir considerables recursos por la acción del juego ilegal que se efectúa en este tipo de máquinas de autojuego o tragamonedas. Se calcula que la existencia de alrededor de 10.000 máquinas tragamonedas ilegales en el país, las que recaudan diariamente en promedio mas de $50.000.-, esto es un total de $500.000.000. Por tanto, en un escenario absolutamente conservador, si sólo vendieran $20.000.- diarios por cada máquina se vendería un total de $6.000.- millones mensuales. Si dichas ventas correspondieran a juegos de azar autorizados como los de Polla y Lotería, en promedio el 40% de esa suma se destinaría al pago impuestos y aportes a beneficiarios, quienes recibirían $2.400.- millones mensuales. Por consiguiente, los juegos de azar que se realizan a través de máquinas tragamonedas por personas y en lugares no autorizadas por la ley representan ventas anuales por una cifra superior a $72.000.- millones, sin que el Fisco ni las instituciones de bien común perciban los aportes correspondientes.

IV.- RIESGOS OBJETIVOS PARA EL SISTEMA ECONOMICO QUE GENERA EL JUEGO ILEGAL.  

En los delitos que se han descrito materia de este proyecto, el bien jurídico que se ha transgredido es el orden público económico y la seguridad en el mismo. Por tal debemos entender el sistema económico en su globalidad, considerando el conjunto de normas y principios que regulan la intervención de los particulares y del Estado en la economía.   

En mérito de lo expuesto, podemos concluir que se ha generado en Chile en los últimos años una actividad económica al margen de la normativa constitucional y legal vigente, de enormes repercusiones en la economía pública y una competencia desleal para las empresas de loterías que por ley han sido autorizadas para administrar juegos de azar sujetos a un estricto régimen jurídico y para los casinos dentro del ámbito territorial  que la ley les permite, como también para los hipódromos que captan apuestas respecto de carreras de caballos, también en virtud de una autorización legal. 

La actividad de los juegos de azar ilegal afecta además: 

a) A los beneficiarios de las empresas de loterías que están establecidos en la ley,  que perciben cuantiosos recursos y,  que son instituciones de bien común y asistencia social indispensables en la vida nacional, como son Fonasa, Cruz Roja, Coanil, y Bomberos  entre otros. 

b) Al Fisco de Chile, toda vez que los recursos  que genera esta actividad ilegal va en desmedro de los aportes que le efectúan las empresas autorizadas por ley para administrar juegos de azar y apuestas, y por la no percepción de los tributos generales y específicos que gravan los juegos de azar, como el establecido en el artículo 2° de la Ley 18.110 antes referido para las ventas de Polla y Lotería.  

Para tal efecto, estimamos que del estudio de los antecedentes descritos se  demuestra como las normas legales que se contienen en nuestro Código Penal de 1874 relativas a reprimir y sancionar el juego y la apuesta ilegal,  se han visto superadas por los medios y avances tecnológicos y los resquicios que utilizan los partícipes de estas actividades ilícitas. 

V.- OBJETIVO DEL PROYECTO

Por consiguiente, creemos que para luchar adecuada y eficazmente contra el juego ilegal se requiere:   

1°) Introducir mejoras y modernizar la tipificación de los delitos asociados al juego ilegal, generando cambios sustanciales en la legislación contravencional tendiente a la prevención y represión del juego ilegal, por los medios que se cometen actualmente.


2°) Un incremento de las penas que castigue con severidad suficiente las conductas vinculadas al juego ilegal, ya que las sanciones actualmente existentes son leves e intrascendentes, lo que permiten continuar sin inconvenientes en el desarrollo de estas actividades ilícitas.

3°) Imponer sanciones a los participantes o jugadores de las loterías no autorizadas que la actual legislación penal  no considera, para desincentivar a la población a participar en juegos de azar desarrollados al margen de la normativa legal vigente.   

En definitiva, estimamos necesario que se efectúen las modificaciones necesarias tendientes a crear una normativa moderna, ágil y con capacidad suficiente para desincentivar una actividad ilícita que se ha vuelto extremadamente lucrativa y producir un fuerte impacto en los sectores que lucran con ésta.

VI.-
NORMAS DEL PROYECTO 

El N° 1 del artículo único del proyecto sustituye el artículo 276 del Código Penal, cuyo objeto es el incremento de las penas, por cuanto se estima que la multa de 10 a 20 UTM que se contempla como única sanción no guarda relación con el bien jurídico protegido por ese delito. 

Como se ha expuesto precedentemente, nos encontramos frente a organizaciones que poseen recursos económicos suficientes para implementar loterías ilegales que generan cuantiosos recursos ya que no se encuentran obligados a hacer aportes al Fisco ni a beneficiarios, permitiendo incluso ofrecer a los comerciantes el pago de la defensa judicial de éstos y de las multas que le puedan ser aplicadas, como ocurren en la realidad.

Por consiguiente, se propone que los autores, administradores, comisionados o agentes de loterías y cualquiera que se lucre con dicho negocio no encontrándose autorizado legalmente,  sean  sancionados con una pena privativa de libertad de reclusión menor en su grado mínimo. Adicionalmente, se incrementa la cuantía de las multas que debiera oscilar en relación a las utilidades millonarias que generan tales actividades. Para tal efecto se propone una multa  entre 100 a 300 UTM. 

Asimismo, se elimina la distinción entre si los objetos puestos en lotería u ofrecidos como premios son de carácter mueble o inmueble, ya que dicho criterio para imponer las multas se basaba en la gran importancia económica que se le daba a la propiedad raíz  en el siglo XIX, pero que hoy carece de sentido, dado que los premios ofrecidos son mayoritariamente en dinero. 

Asimismo, en su inciso segundo se propone elevar en un grado la pena en caso de reincidencia.  

En su N° 2 del artículo único del proyecto, se incorpora un nuevo artículo 276 bis que  sanciona al que comercialice, distribuya e instale en cualquier lugar, ya sea en espacios públicos o  privados, que no sean casinos de juego autorizados por las leyes, equipos de autojuego electrónicos o mecánicos que entreguen premios en dinero o canjeables por éste, en los cuales el jugador debe efectuar el pago de un precio o prestación avaluable en dinero, destinado a procurar ganancia por medio de la suerte o azar. 

Una norma en tal sentido, procura  evitar la actividad ilegal que se ha generado por la instalación de más de 10.000 máquinas de autojuego o “tragamonedas”, en diferentes locales comerciales y espacios públicos, la cual es concordante con la normativa constitucional y legal que dispone que estos equipos sólo pueden ser instalados en casinos de juegos. 

Asimismo, atendida la magnitud que ha alcanzado esta actividad ilícita, la habitualidad y estabilidad con que se desarrolla, que hacen presumir una asociación para la comisión del delito, similar a lo que ocurre con el tipo penal del artículo 277 del Código Penal, se estima necesario sancionar a los autores, empresarios, administradores, comisionistas, agentes y todos aquellos que se lucren con dicha actividad con una  pena privativa de libertad de reclusión menor en su grado medio a máximo y multas de 100 a 300 UTM.        

Por último, se agrega un inciso segundo que sanciona a los que jugaren en loterías no autorizadas legalmente con una pena privativa de libertad de reclusión menor en su grado mínimo y con una multa de 11  a 20 UTM.  

Esta sanción a los jugadores permitirá cerrar el círculo para reprimir a  todos los partícipes de esta actividad delictual, y, dado que en el artículo 278 del Código Penal ya se establecen penas para los que concurrieren a jugar a las casas de juegos, es absolutamente razonable que el legislador sancione a los jugadores de estas loterías ilegales.

En el N° 3 del artículo único del proyecto, se modifica el actual articulo 277 del Código Penal, proponiéndose incrementar las penas para los banqueros, dueños, administradores o agentes de casas de juegos envite o azar, desde  reclusión menor en cualquiera de sus grados a “reclusión menor en su grado medio a máximo” y se aumentan las penas de multas de once a veinte UTM  a una multa que abarque “de trescientas a seiscientas UTM”, teniendo en consideración que la permanencia y habitualidad que llevan implícitas las conductas antes descritas, los recursos invertidos en ello con el propósito de hacer de esto una actividad permanente, y por ende la gravedad del daño producido, justifican una penalidad mayor que la establecida en el artículo 276 del Código Penal.

Por último, en el N° 4 del artículo único del proyecto se eleva la multa establecida en la falta del artículo 495 N°14 del Código Penal para el que en caminos públicos, plazas, ferias u otros sitios semejantes de reunión estableciere rifas u otros juegos de envite o azar, desde una UTM a “cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”, atendido que la actual multa de una unidad tributaria mensual no tiene carácter disuasivo alguno para los juegos de azar desarrollados comúnmente en la vía pública, existiendo una presunción de fraude en los mismos.  

En mérito de lo  expuesto, sometemos a la consideración del Honorable Senado el siguiente proyecto de ley:

MODIFICA EL CODIGO PENAL EN MATERIA DE DELITOS DE INFRACCIONES DE LAS LEYES Y REGLAMENTOS REFERENTES A LOTERÍAS, CASAS DE JUEGO Y DE PRESTAMO SOBRE PRENDAS. 

Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal: 

1.- Sustitúyase el artículo 276 por el siguiente:

“Los autores, empresarios, administradores, comisionistas o agentes de loterías no autorizadas legalmente serán castigados con reclusión menor en su grado mínimo y multa de cien a trescientas unidades tributarias mensuales. 

En caso de reincidencia, la pena se elevará en un grado.“

2.- Agrégase el siguiente artículo 276 bis. 

“El que comercialice, distribuya o instale en cualquier lugar, ya sea en espacios públicos o privados que no sean casinos de juegos autorizados en conformidad a las leyes vigentes, equipos de autojuego electrónicos o mecánicos, que entreguen premios en dinero o canjeables por éste, en los cuales el jugador debe efectuar el pago de un precio o prestación avaluable en dinero, destinado a procurar ganancia por medio de la suerte o azar, serán castigados con reclusión menor en su grado medio a máximo y multas de cien a trescientas unidades tributarias mensuales. En el evento que estos equipos de autojuego electrónicos o mecánicos se instalen en casinos de juego, se les aplicará toda la normativa contenida en la ley Nº 19.995.

Los que jugaren en loterías no autorizadas legalmente serán castigados con reclusión menor en su grado mínimo y con una multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.”    

3.- Modifícase el actual articulo 277 del Código Penal, sustituyéndose la frase “serán castigados con reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de once a veinte unidades tributaria mensuales”  por “serán castigados con reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de trescientas a seiscientas unidades tributarias mensuales”.

4.- Agrégase en el inciso final del artículo 495 del Código Penal antes del punto (.) final, precedida de una coma(,) la siguiente frase: “y la multa para la falta señalada en el número 14 será entre cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.”.



(Fdo.): Evelyn Matthei.- Edgardo Boeninger Kausel.- Alejandro Foxley Rioseco.- José García Ruminot.- Carlos Ominami Pascual.-
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